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Editorial
 

21 de febrero, Día Internacional de la Lengua Materna 

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educa­
ción, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), en su 30a. Reunión, celebrada en noviembre 
de 1999, proclamó el Día Internacional de la Lengua Materna, a celebrarse el 21 de 

febrero de cada año. El Día Internacional de la Lengua Materna ha sido celebrado cada 
año desde el 21 febrero de 2000, con objeto de promover la diversidad lingüística y 
cultural, así como el plurilingüismo. 

Las lenguas y sus complejas incidencias sobre la identidad, la comunicación, la integra­
ción social, la educación y el desarrollo representan una importancia estratégica para las 
personas y el planeta. Sin embargo, debido al proceso de globalización, muchas de ellas se 
encuentran cada vez más amenazadas de desaparición, o están desapareciendo por com­
pleto. Cuando unas lenguas se extinguen, se empobrece el rico tejido de la diversidad 
cultural. Se pierden también posibilidades, tradiciones, memorias y modos singulares de 
pensamiento y expresión, recursos valiosos para lograr un futuro mejor. 

En este contexto, es urgente tomar medidas para promover el plurilingüismo, esto es, fo­
mentar la formulación de políticas lingüísticas regionales y nacionales coherentes que pro­
picien la utilización apropiada y armoniosa de las lenguas en una comunidad y un país 
determinados. Tales políticas consisten en promover medidas que permitan a cada co­
munidad utilizar su lengua materna en público y en privado, y posibiliten el aprendizaje 
y el uso de otras lenguas locales, nacionales e internacionales. Se debe alentar a los ha­
blantes de lenguas maternas nacionales o internacionales a aprender y utilizar otras len­
guas del país y otros idiomas regionales e internacionales. 

Asimismo, toda iniciativa para promover la difusión de las lenguas maternas servirá para 
crear mayor conciencia sobre las tradiciones lingüísticas y culturales del mundo e inspirar 
a la solidaridad basada en el entendimiento, la tolerancia y el diálogo. Las lenguas son 
el instrumento de mayor alcance para la preservación y el desarrollo de nuestro patrimo­
nio cultural tangible e intangible. Un número creciente de organismos gubernamentales 
y de la sociedad civil reconocen que las lenguas son un elemento fundamental de todas 
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La mujer continúa siendo la comunicadora que por esencia transmite a sus hijos la lengua, 
los saberes y los conocimientos, impidiendo la desaparición no sólo de esta información, 
sino de las leguas mismas, que garantizan la multiculturalidad. Estos conocimientos, here­
dados por la lengua materna, fortalecen el idioma de las naciones y pueblos originarios 
y también vigorizan las culturas que prevalecen hoy en día alrededor del mundo. 

En 2010, para la celebración de este Día Internacional de la Lengua Materna, la señora 
Irina Bokova, Directora General de la UNESCO, dirigió un mensaje en el que señaló que 
“esta undécima edición del Día Internacional de la Lengua Materna se enmarca en el 
Año Internacional de Acercamiento de las Culturas. Las lenguas son, de manera intrín­
seca, vectores de comprensión del prójimo y de tolerancia. El respeto de todos los idiomas 
es un factor decisivo para garantizar la coexistencia pacífica, sin exclusión, de todas las so­
ciedades y, dentro de ellas, de todos sus miembros… El plurilingüismo, el aprendizaje de 
idiomas extranjeros y la traducción constituyen los tres ejes estratégicos de las políticas 
lingüísticas del futuro. Con motivo de esta undécima edición del Día Internacional de la 
Lengua Materna, hago un llamamiento a la comunidad internacional para que la lengua 
materna reciba, en cada uno de esos tres ejes, el lugar fundamental que le corresponde, 
en un espíritu de respeto y tolerancia que despeje los caminos de la paz...” 

En este 2010, con motivo de dicha celebración, la UNESCO organiza en París, del 22 al 
23 de febrero de 2010, el Simposio Internacional Traducción y Mediación Cultural. 

http://portal.unesco.org/culture/es/ev.php-URL_ID=40278&URL_DO=DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html 
http://unesdoc.unesco.org/images/0018/001869/186908s.pdf 

http://portal.unesco.org/culture/es/files/40278/12662455121Journ%E9e_Internationale_Langue_ 
Maternelle_Programme_et_CVs_Participants.pdf/Journ%E9e%2BInternationale%2BLangue%2BMaternelle 

%2BProgramme%2Bet%2BCVs%2BParticipants.pdf 
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Expedientes de Queja
 

A. Expedientes de queja registrados en el periodo 
por Visitaduría y total 

Cuarta Visitaduría 

Número total de expedientes 

Segunda Visitaduría 

Primera Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

466 

199 

124 

55 
48 

40 

B. Expedientes de queja en trámite 
por Visitaduría y total 
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Número total de expedientes 

Primera Visitaduría 

Segunda Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

1,590 

587 
508 

210 
155 

130 



116 113 23    25 

Primera Segunda Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Cuarta 
Visitaduría 

Por no existir materia: 149 

1 54 49 15 30
 

Primera Segunda Tercera Cuarta Quinta
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría

C. Total de expedientes concluidos y por Visitaduría 

a. Formas de conclusión de expedientes en cada Visitaduría 

Total de expedientes 
concluidos 

Orientación al quejoso 
y/o remisión de la queja 

Solución de la queja 
durante su tramitación 

Por no existir materia 

Acumulación 
de expedientes 

20 

Falta de interés del quejoso 

Desistimiento del quejoso 

Recomendación del Programa de Quejas 
No competencia de la CNDH 

Recomendación del Programa Penitenciario 

558 

277 

149 

82 

12 

13 

3 
1 

1 

Orientación al quejoso y/o remisión de la queja: 277 
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30 15 12 11 14

Primera Segunda Tercera Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Acumulación de expedientes: 20 

  2 2 13 3

Primera Tercera Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Segunda 
Visitaduría 

Desistimiento del quejoso: 13 

13 

 Segunda 
 Visitaduría 

Falta de interés del quejoso: 12 

4 4 4 

Primera Segunda Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Recomendación del Programa de Quejas: 3 

3 

Primera 
Visitaduría 

No competencia de la CNDH: 1 

1 

Cuarta
 
Visitaduría
 

Recomendación del Programa Penitenciario: 1 

1 

Tercera 
Visitaduría 

Solución de la queja durante su tramitación: 82 
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b. Situación de los expedientes de queja registrados 
y concluidos 

1,620Total de expedientes en trámite 

1,540 

50 

Presunta violación 

Pendiente de calificación 
por falta de información 
del quejoso 

1,590 

Presunta violación: 1,540 

582 489 155 124 190 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 

Tercera 
Visitaduría 

Pendiente de calificación por falta de información del quejoso: 50 

5 19 6 20 

Primera Segunda Cuarta Quinta 
Visitaduría Visitaduría Visitaduría Visitaduría 
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E. Expedientes de queja registrados y concluidos 

Mes 
Expedientes 

registrados en 
el periodo 

Expedientes 
concluidos en 

el ejercicio 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en el mes 

Expedientes 
concluidos de 
los registrados 

en meses anteriores 

Enero 553 548 36 512 

Febrero 466 558 25 533 

D. Expedientes de queja concluidos de los registrados 
en el periodo 

Total de expedientes concluidos 
registrados durante el periodo 25 

16Segunda Visitaduría 

Primera  Visitaduría 6 

Quinta Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 1 

2 
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F. Autoridades señaladas como responsables de violaciones, 
respecto de las quejas en trámite 

Núm. de 
quejas 

PGJDF 6 

PGJESI 6 

DPGDF 7 

PROFECO 7 

SAGARPA 7 

CEFERESO Núm. 3 8 

CEFERESO Núm. 5 8 

PEMEX 8 

PFDT 8 

PGJEME 8 

SS 8 

CEFERESO Núm. 1 9 

PROFEPA 9 

PGJES 9 

PGJET 10 

SRA 11 

SCT 12 

SEDESOL 12 

CEFERESO Núm. 2 13 

JFCA 14 

CEFERESO Núm. 4 15 

PA 15 

SEGOB 15 

SAT 15 

CONAGUA 18 

PFP 18 

CFE 27 

SRE 27 

SM 29 

SEP 39 

INFONAVIT 49 

INM 72 

SSPF 79 

OADPRSSSP 92 

ISSSTE 99 

PF 138 

IMSS 222 

PGR 242 

SEDENA 393 



Siglas Autoridad responsable 

PGJDF
 
PGJESI
 

DPGDF
 

PROFECO
 

SAGARPA
 

CEFERESO Núm. 3
 

CEFERESO Núm. 5
 

PEMEX
 

PFDT
 

PGJEME
 

SS
 

CEFERESO Núm. 1
 

PROFEPA
 

PGJES
 

PGJET
 

SRA
 

SCT
 

SEDESOL
 

CEFERESO Núm. 2
 

JFCA
 

CEFERESO Núm. 4
 

PA
 

SEGOB
 

SAT
 

CONAGUA
 

PFP
 

CFE
 

SRE
 

SM
 

SEP
 

INFONAVIT
 

INM
 

SSPF
 

OADPRSSSP
 

ISSSTE
 

PF
 

IMSS
 

PGR
 

SEDENA
 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Sinaloa 

Dirección de la Penitenciaria del Gobierno del Distrito Federal 

Procuraduría Federal del Consumidor 

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 3 “Noreste” 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 5 “Oriente”, en Villa Aldama, 
Veracruz 

Petróleos Mexicanos 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 

Procuraduría General de Justicia del Estado de México 

Secretaría de Salud 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 1 “Altiplano” 

Procuraduría Federal de Protección al Ambiente 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Sonora 

Procuraduría General de Justicia del Estado de Tabasco 

Secretaría de la Reforma Agraria 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes 

Secretaría de Desarrollo Social 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 2 “Occidente” 

Junta Federal de Conciliación y Arbitraje 

Centro Federal de Readaptación Social Núm. 4 “Noroeste” 

Procuraduría Agraria 

Secretaría de Gobernación 

Servicio de Administración Tributaria de la SHCP 

Comisión Nacional del Agua 

Policía Federal Preventiva de la Secretaría de Seguridad Pública 

Comisión Federal de Electricidad 

Secretaría de Relaciones Exteriores 

Secretaría de Marina 

Secretaría de Educación Pública 

Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 

Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación 

Secretaría de Seguridad Pública Federal 

Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social 
de la Secretaría de Seguridad Pública 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 

Policía Federal 

Instituto Mexicano del Seguro Social 

Procuraduría General de la República 
GACETA Secretaría de la Defensa Nacional 
1990/2010 
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Total de expedientes 

Registrados 117 

30 
5433 

Concluidos 
En trámite 

de
Total 

expedientes Desestimada 
o infundada 

33 29 
2 

Acumulación 

Rec

2 
omendación 

dirigida a autoridad 

Expedientes de recursos 
de inconformidad 

A. Expedientes de recursos de inconformidad 
registrados en el periodo 

B. Causas de conclusión 
In
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e 
m

en
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al
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1

1

2

2
2

2

2

4

4
6

Total de rec

Guerre

ursos d

ro 

e inconformidad 

54
8

Oa

N

xaca 

uevo Le

Chih

Veracruz 

ón 

uahua 

Chiapas 3

3

Cam

Estado de 

Sonora 

peche 

Méxic

2

3

3o 

2 S
Tabas

inaloa 
co 

Na

Jalis

yarit 

c

Distrit
Federal 

o 

o 

1

1 Guan

Hidalg

Col
Baja Cal

Yu

ajuato 

o 

ima 
ifornia Sur 

catán 

1

1 Michoa

Querét

cán 
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C. Recursos de inconformidad recibidos 
en contra de Comisiones Estatales 



Recomendación  
núm. 

Autoridad Motivo de violación Visitaduría

Programa General de Quejas 

2010/006 

2010/007 

2010/009 

Hospital Juárez de México 
de la Secretaría de Salud 

Instituto Mexicano del Seguro 
Social 

Instituto Mexicano del Seguro 
Social 

– Prestar indebidamente el servicio público. 
– Omitir proporcionar atención médica. 
– Omitir brindar el servicio de hospitalización. 

– Prestar indebidamente el servicio médico. 
– Negligencia médica. 

Omitir brindar atención médica y/o psicológica de 
urgencia. 

1a. 

1a. 

1a. 

Programa Penitenciario 

2010/008 Gobernador Constitucional del 
Estado de Chihuahua 

Acciones y omisiones que transgreden los derechos 
de las personas privadas de su libertad. 

3a. 

Programa General de Inconformidades 

2010/005 

2010/010 

Congreso del Estado de 
Guerrero 

H. Ayuntamiento de 
Chilpancingo de los Bravo, 
Guerrero 

H. Ayuntamiento de Ciudad 
Benito Juárez, Nuevo León 

Congreso del Estado de Nuevo 
León 

Impugnación por la no aceptación de la 
Recomendación por parte de la autoridad. 

Impugnación por incumplimiento de la 
Recomendación por parte de la autoridad. 

3a. 

5a. 

Recomendaciones
 

A. Recomendaciones emitidas durante el mes 
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e 

m
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su
al


 

23 
GACETA 
1990/2010 



B. Seguimiento de Recomendaciones del mes 

Mes Febrero 

Número de Recomendaciones emitidas 6 

No aceptadas 0 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento total 0 

Aceptadas con cumplimiento insatisfactorio 0 

Aceptadas con pruebas de cumplimiento parcial 1 

Aceptadas sin pruebas de cumplimiento 1 

Aceptadas en tiempo para presentar pruebas de cumplimiento 1 

En tiempo de ser contestadas 5 

Características peculiares 0 

Total de autoridades destinatarias 8 
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Autoridad Motivo de violación 
Núm. de

expediente 
Visitaduría

Policía Federal 
– Acciones y omisiones que transgreden los 


derechos de las personas privadas de su libertad.
 
2009/1431 3a. 

Secretaría de la Defensa Nacional 
– 
– 

Detención arbitraria.
 
Trato cruel, inhumano o degradante.
 

2009/1529 2a. 

– Actos o omisiones contrarios a la legalidad 

durante el aseguramiento y remate de bienes.
 

– Detención arbitraria.
 

Policía Federal 
– Incumplir con alguna de las formalidades para 


la emisión de la orden de cateo o durante la 

2009/1679 1a. 

ejecución de éste, así como para las visitas 

domiciliarias.
 

– Trato cruel, inhumano o degradante.
 

– Actos y omisiones contrarios a la legalidad 

durante el aseguramiento y remate de bienes.
 

– Detención arbitraria.
 

Secretaría de la Defensa Nacional 
– Incumplir con alguna de las formalidades para 


la emisión de la orden de cateo o durante la 

2009/1679 1a. 

ejecución de éste, así como para las visitas 

domiciliarias.
 

– Trato cruel, inhumano o degradante.
 

– Detención arbitraria.
 
Dirección de Seguridad Pública y – Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, 

Tránsito de Felipe Carrillo Puerto, imparcialidad y eficacia en el desempeño 
 2009/1717 5a. 
Quintana Roo de las funciones, empleos, cargos o comisiones.
 

– Revelar datos personales.
 

– Detención arbitraria.
 
Dirección de Seguridad Pública y – Faltar a la legalidad, honradez, lealtad, 

Tránsito de Felipe Carrillo Puerto, imparcialidad y eficacia en el desempeño 
 2009/1720 5a. 
Quintana Roo de las funciones, empleos, cargos o comisiones.
 

– Trato cruel, inhumano o degradante.
 

Conciliaciones
 

Conciliaciones formalizadas durante el mes de febrero 
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Autoridad Motivo de violación 
Núm. de

expediente 
Visitaduría

Policía Federal Preventiva de la 
Secretaría de Seguridad Pública 

– 
– 

Imputar indebidamente hechos.
 
Trato cruel, inhumano o degradante.
 

2009/2204 1a. 

Órgano Administrativo Desconcentrado, 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Seguridad Pública 

– Acciones y omisiones que transgreden los 

derechos de las personas privadas de su libertad.
 

2009/2770 3a. 

Órgano Administrativo Desconcentrado, 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Seguridad Pública 

– Acciones y omisiones que transgreden los 

derechos de las personas privadas de su libertad.
 

2009/2937 3a. 

Órgano Administrativo Desconcentrado, 
Prevención y Readaptación Social de la 
Secretaría de Seguridad Pública 

– Acciones y omisiones que transgreden los 

derechos de las personas privadas de su libertad.
 

2009/3425 3a. 

– Detención arbitraria.
 
– Emplear arbitrariamente la fuerza pública.
 

Secretaría de la Defensa Nacional 
– Incumplir con alguna de las formalidades para la 


emisión de la orden de cateo o durante la 

ejecución de éste, así como para las visitas 

domiciliarias.
 

2009/4292 4a. 
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Visitaduría En el mes 

Primera 35 

Segunda 10 

Tercera 11 

Cuarta 92 

Quinta 56 

D.G.Q.O. 38 

Total 242 

Orientación y remisión
 

A. Orientaciones formuladas en las Visitadurías 
y en la Dirección General de Quejas y Orientación 

B. Remisiones tramitadas por las Visitadurías 
y la Dirección General de Quejas y Orientación 

Visitaduría En el mes 

Primera 74 

Segunda 62 

Tercera 52 

Cuarta 9 

Quinta 8 

D.G.Q.O. 27 

Total 232 

In
fo

rm
e 

m
en

su
al


 

27 
GACETA 
1990/2010 



C. Destinatarios de las remisiones 
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Destinatarios 
Total 

mensual 

Comisiones Estatales de Derechos Humanos 194 

Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo 10 

Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social 
de la Secretaría de la Función Pública 

6 

Secretaría de Relaciones Exteriores 6 

Comisión Nacional de Arbitraje Médico 5 

Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado de la Secretaría de la Función Pública 

4 

Instituto Federal de la Defensoría Pública 3 

Órgano Interno de Control en la Procuraduría General de la República 
de la Secretaría de la Función Pública 

2 

Procuraduría de la Defensa de los Trabajadores al Servicio del Estado 2 

Procuraduría General de la República 2 

Suprema Corte de Justicia de la Nación 2 

Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de los Servicios Financieros 

1 

Instituto Nacional de Migración de la Secretaría de Gobernación 1 

Instituto Politécnico Nacional 1 

Órgano Interno de Control del Hospital Infantil de México “Federico Gómez” 
de la Secretaría de Salud 

1 

Órgano Interno de Control en la Policía Federal 1 

Órgano Interno de Control en la Policía Federal Preventiva de la Secretaría 
de la Función Pública 

1 

Órgano Interno de Control en Petróleos Mexicanos de la Secretaría 
de la Función Pública 

1 

Procuraduría Federal del Consumidor 1 

Total 244 



Atención al público
 

A. En el edificio sede de la CNDH 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica personal y telefónica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Recepción de escrito para conocimiento 

Aportación de documentación al expediente 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares 
o de investigación vía personal o telefónica 

70 

2,163 

55 

72 

8 

4 

16 

15 

15 

Total 2,418 

B. En la oficina del Programa de Atención a Víctimas 
del Delito en el Centro Histórico 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Información sobre la función de la CNDH para trabajos escolares o de investigación 

3 

140 

10 

7 

17 

Total 177 
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C. Servicio de guardia en el edificio sede 

Actividad 
Total 

mensual 

Remisión vía oficio de presentación 

Orientación jurídica personal y telefónica 

Revisión de escrito de queja o recurso 

Asistencia en la elaboración de escrito de queja 

Recepción de escrito para conocimiento 

Aportación de documentación al expediente 

Acta circunstanciada que derivó en queja efectuada vía personal o telefónica 

Acta circunstanciada que derivó en solución inmediata vía personal o telefónica 

3 

384 

8 

15 

2 

5 

27 

27 

Total 471 

D. Servicio de atención telefónica 

El Departamento de Atención Telefónica ofrece, además de los rubros ya mencionados, 
información sobre el curso de los escritos presentados ante este Organismo Nacional. 

Actividad 
Total 

mensual 

Primera Visitaduría 

Segunda Visitaduría 

Tercera Visitaduría 

Cuarta Visitaduría 

Quinta Visitaduría 

Dirección General de Quejas y Orientación 

115 

123 

31 

17 

10 

30 

Total 326
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Capacitación
 

Actividades realizadas durante el mes de febrero 

Educación básica 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

15, 16 y 17-feb Frente de Integración Sonora Conferencia Derechos de los niños Alumnos 
(4 ocasiones) Nacional de Derechos y las niñas 

Humanos, A. C. 

Educación media 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

22-feb 16 Regiduría del Municipio 
de Naucalpan 

Estado de México Curso Derechos Humanos de los 
jóvenes y educación para 
la paz 

Alumnos 

22-feb CONALEP Guanajuato Conferencia Derechos Humanos Alumnos 

24-feb Instituto Politécnico 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Derechos Humanos 
y abuso sexual 

Alumnos 

Educación superior 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

11-feb	 Comisión Estatal de Jalisco Conferencia Doscientos años de Derechos Estudiantes
 
Derechos Humanos Humanos en México
 
de Jalisco
 

22-feb	 Instituto Politécnico Distrito Federal Conferencia Tolerancia Alumnos
 
Nacional
 

23-feb Instituto Politécnico Distrito Federal Conferencia La violencia en el noviazgo Alumnos 
(2 ocasiones) Nacional 

24-feb Instituto Politécnico Distrito Federal Curso Derechos de las personas Alumnos 
(2 ocasiones) Nacional con VIH/Sida GACETA 

1990/2010 
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Grupos en situación vulnerable (niñez) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

17-feb México es de Todos, A. C. Estado de México Curso Derechos de la infancia Niños 

24-feb Centro de Desarrollo Social 
Lucecita, A. C. 

Distrito Federal Curso El derecho a la amistad 
y al juego libre de violencia 

Niños 

25-feb Centro Comunitario de 
Desarrollo Infantil 
Piltzincalli, A. C. 

Estado de México Curso El derecho a la amistad 
y al juego libre de violencia 

Niños 

Servidores públicos (fuerzas armadas) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

12-feb Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Derechos Humanos de los 
periodistas y libertad 
de expresión 

Elementos 

17-feb Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Los Derechos Humanos 
en México 

Generales 

18-feb Secretaría de la Defensa 
Nacional 

Distrito Federal Conferencia Los Derechos Humanos 
y seguridad pública 

Generales 

Servidores públicos (seguridad pública) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

5-feb Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso Derechos Humanos aplicables Elementos 
Pública en la función policial 

8-feb Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso Aspectos básicos de Derechos Elementos 
Pública Humanos 
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9-feb Comisión Estatal de 
Derechos Humanos 
de Nuevo León 

Nuevo León Curso Formación de instructores 
en Derechos Humanos 

Agentes 

10-feb Procuraduría General 
de la República 

Nayarit Curso Atención a víctimas del delito Policías 

12-feb Secretaría de Seguridad 
Pública 

Distrito Federal Curso Derechos de los migrantes Policías 

15-feb Secretaría de Seguridad 
Pública 

Distrito Federal Curso Los derechos y deberes 
de los policías 

Oficiales 

17 y 24-feb (2 Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso Introducción al estudio Guardias y 
ocasiones) Pública de los Derechos Humanos personal 

19-feb	 Secretaría de Seguridad Distrito Federal Curso Trata de personas Policías 
Pública 

23-feb Comisión Estatal de Nuevo León Curso Aspectos básicos de Derechos Policías 
Derechos Humanos Humanos 
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Servidores públicos (procuración de justicia) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

3-feb Procuraduría General 
de la República 

10-feb Procuraduría General 
de la República 

10-feb Procuraduría General 
de la República 

17-feb Procuraduría General 
de la República 

17-feb Procuraduría General 
de la República 

18-feb Procuraduría General 
de la República 

19-feb Procuraduría General 
de la República 

24-feb Procuraduría General 
de la República 

25-feb Procuraduría General 
de la República 

Distrito Federal
 

Distrito Federal
 

Nayarit
 

Distrito Federal
 

Michoacán
 

Michoacán
 

Distrito Federal
 

Distrito Federal
 

Baja California
 

Curso
 

Curso
 

Curso
 

Curso
 

Curso
 

Conferencia
 

Curso
 

Curso
 

Curso
 

Derechos Humanos 
en materia de procuración 
de justicia federal 

La detención 

Procuración de justicia 

Aplicación del dictamen 
médico psicológico 

La detención 

Derechos de las víctimas 
de delitos 

Atención a víctimas del delito 

Igualdad entre mujeres 
y hombres 

Atención a víctimas del delito 

Agentes 

Agentes 

Agentes 

Agentes 

Ministerios 
públicos 

Ministerios 
públicos 

Agentes 

Ministerios 
públicos 

Ministerios 
públicos 

Servidores públicos (personal penitenciario) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

11-feb Comisión Estatal de Tabasco Curso Los Derechos Humanos en el Personal 
Derechos Humanos sistema penitenciario 
de Tabasco 

12-feb Comisión Estatal de Tabasco Conferencia Alternativas de solución a los Personal 
Derechos Humanos problemas penitenciarios 
de Tabasco en la actualidad 

18 y 25-feb (2 Comisión Estatal de Tabasco Curso Traslado de detenidos de alto Personal 
ocasiones) Derechos Humanos riesgo 

de Tabasco 

19-feb Comisión Estatal de Tabasco Curso La educación en los centros Personal 
Derechos Humanos carcelarios 
de Tabasco 

Servidores públicos (migración) 
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Servidores públicos (salud) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

9-feb Comisión Estatal de Nuevo León Curso Derechos Humanos y salud Médicos 
Derechos Humanos de 
Nuevo León 

18 y 19-feb Instituto Mexicano del Distrito Federal Curso Derechos Humanos y grupos Directoras 
Seguro Social en situación vulnerable 

24-feb (2 ISSSTE Distrito Federal Curso Derechos Humanos y Personal 
ocasiones) educación para la paz 

25-feb Instituto Mexicano del Estado de México Curso Panorama actual de las Personal 
Seguro Social quejas en México por 

afectación de Derechos 
Humanos 

Servidores públicos (Organismos Públicos de Derechos Humanos) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

22-feb Comisión Estatal de Nuevo León Curso Victimología y Derechos Personal 
Derechos Humanos Humanos 
de Nuevo León 

Servidores públicos (otros servidores públicos) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

22-feb Secretaría de la Función Distrito Federal Curso Violencia familiar y Derechos Auditores 
Pública Humanos 

Organizaciones sociales (Organismos No Gubernamentales) 

Fecha Institución Entidad Actividad Título Dirigido a 

12 y 13-feb (2 Centro de Derechos Sinaloa Conferencia Derechos de las mujeres a Integrantes 
ocasiones) Humanos Margarita, A. C. una vida libre de violencia 
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17-feb México es de Todos, A. C. Estado de México Curso Violencia familiar y Derechos 
Humanos 

Integrantes 

19-feb Fraternidad Nacional de 
Organizaciones Unidas de 
Derechos Humanos, A. C. 

Estado de México Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos 

Integrantes 

19-feb México es de Todos, A. C. Estado de México Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos 

Integrantes 

19-feb México es de Todos, A. C. Estado de México Conferencia Seguridad pública y Derechos 
Humanos 

Integrantes 

20-feb Ahuacachahue, A. C. Hidalgo Conferencia Introducción a los Derechos 
Humanos 

Integrantes 

24-feb Centro de Desarrollo Social 
Lucecita, A. C. 

Distrito Federal Curso El derecho a la amistad y al 
juego libre de violencia 

Padres 

25-feb Centro Comunitario de Estado de México Curso El derecho a la amistad y al Padres 
Desarrollo Infantil juego libre de violencia 

GACETA Piltzincalli, A. C. 
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299 386 452 

Básica Media Superior 

Grupos en situación vulnerable 
Participantes en las tres actividades 

121 

Niñez 

Servidores públicos 
Participantes en las 35 actividades 

Personal144 140 
penitenciario 

Fuerzas 
armadas 

Procuración 311 Salud
 
332 de justicia
 

Seguridad 27 Migración 
423 pública 18 Otros servidores públicos 

10 Organismos Públicos 
de Derechos Humanos 

Organizaciones sociales 
Participantes en las nueve actividades 

275 

Organismos No Gubernamentales 

Educación 
Participantes en las 13 actividades 
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Publicaciones
 

A. Listado de publicaciones del mes 

Material Título 

Libro Gaceta número 232 (noviembre, 2009) 

CD Gaceta número 232 (noviembre, 2009) 

Cartilla Discriminación hacia las personas con discapacidad: Convención 
Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad 

Cartilla La accesibilidad como un derecho humano de las personas con 
discapacidad 

Cartilla Los Derechos Humanos de las mujeres con discapacidad en el contexto 
internacional 

Cartilla Los Derechos Humanos de las personas con discapacidad intelectual 

Cartilla Los Derechos Humanos de las personas con discapacidad visual 

Cartilla Derechos Humanos de las personas con discapacidad física 

Cartilla Aspectos básicos de derechos humanos 

Cartilla Discriminación hacia los pueblos indígenas 

Cartilla Los Derechos Humanos de las personas con enfermedades mentales 

Cartilla Los Derechos Humanos de las personas que viven con VIH/Sida 
en prisión 

Cartilla El derecho al trabajo de las personas con discapacidad: El Convenio 159 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) sobre la Readaptación 
Profesional y el Empleo (Personas Inválidas), 1983 

Cartilla Los Derechos Humanos reconocidos a nivel internacional de las 
personas de edad: el respeto universal a la madurez 

Cartilla Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos 
los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares 

Núm. de 
ejemplares 

1,000
 

150
 

5,000
 

4,000 

4,000 

4,000
 

4,000
 

4,000
 

8,000
 

1,000
 

1,000
 

3,000
 

4,000 

5,000 

1,000 
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Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Cartilla Discriminación 7,000 

Cartilla Derechos humanos de los indígenas 6,000 

Cartilla Intolerancia religiosa 4,000 

Cartilla Los Derechos Humanos de las personas con discapacidad auditiva 4,000 

Cartilla Derechos Humanos y VIH/Sida: una mirada internacional 3,000 

Cartilla El derecho a la lengua de señas: educación bilingüe 
para las personas sordas 

4,000 

Cartilla Los Derechos Humanos de las personas que viven con VIH o con sida 2,000 

Cartel “Incorporación de los tratados internacionales sobre Derechos Humanos 
en México y España” 

100 

Cartel “Atención Integral a Víctimas del Secuestro” 100 

Invitación “Incorporación de los tratados internacionales sobre Derechos Humanos 
en México y España” 

50 

Invitación “Atención Integral a Víctimas del Secuestro” 50 

Total 79,450 

B. Distribución 

Material Título 
Núm. de 

ejemplares 

Agenda Imágenes de vida, diversidad, Derechos Humanos y VIH/Sida. 
Agenda 2006 

3 

Calendarios Derechos de las víctimas del delito, 2007 1 

Carteles Varios títulos 53 

Cartillas Varios títulos 1,436 

Cuadernos El derecho al trabajo de las personas con discapacidad. El Convenio 
159 de la OIT sobre la Readaptación Profesional y el Empleo 
(Personas Inválidas). Braille 

6 

Cuadrípticos Varios títulos 102 

Dípticos Varios títulos 255 

Discos Varios títulos 997 
compactos 

Folders Varios títulos 1,742 

Gacetas Varios números 241 

Informes Varios años 366 

Libros Varios títulos 1,019 

Manuales Varios títulos 14 

Revista Varios números 78 

Trípticos Varios títulos 7,580 

Total 13,893 
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A. Incremento del acervo 

B. Compra, donación, intercambio y depósito 

a. Compra 

Enero Febrero 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de 

conclusión 

2009/834 Primera Visitaduría General Solicita información y copias certificadas de una denuncia Información 
interpuesta por el delito de tortura del que fue víctima el día de clasificada como 
su detención, con el número de averiguación previa 125/ confidencial o 
DGDCSPI/07, interpuesta ante esta Comisión con número de reservada 
expediente de queja 4399/2006 y número de folio 45061. 

Falta de interés 
del solicitante 

2009/838 Primera Visitaduría General Solicita copia certificada del expediente Información 
CNDH/1/2008/1154/Q. proporcionada 

Información 
clasificada como 
confidencial o 

reservada 

Transparencia
 

A. Solicitudes de información en trámite, recibidas y contestadas 

Febrero 

Solicitudes de Núm. 

Información en trámite 40 

Información recibidas 30 

Información contestadas 32 

B. Solicitudes de información contestadas en el periodo 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

2009/839 Primera Visitaduría Solicita copia simple de la totalidad de las fojas que integran los últimos 50 Información 
General expedientes concluidos por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 

en razón de su fecha de conclusión y que hayan sido abiertos con motivo 
proporcionada 

Segunda Visitaduría de las quejas presentadas contra la Procuraduría General de la República. Información 
General clasificada 

como 
Tercera Visitaduría confidencial o 
General reservada 

Cuarta Visitaduría 
General 

Quinta Visitaduría 
General 

2009/841 Primera Visitaduría Solicita información del expediente 2006-4399-1-Q. Falta de interés 
General del solicitante 

2009/858 Dirección General de Solicita información sobre: ¿En qué resoluciones, laudos o Inexistencia de 
Quejas y Orientación Recomendaciones se han pronunciado respecto de la difusión a través de 

los medios de comunicación de información propia de una averiguación? 
Proporcionar los datos de identificación y el contenido de tales 
determinaciones. 

la Información 

2009/861 Primera Visitaduría Solicita copia certificada del expediente CNDH/1/2009/2164/Q, así como Información 
General opinión médica y resolución del mismo. proporcionada 

Información 
clasificada 

como 
confidencial o 

reservada 

2009/865 Segunda Visitaduría Solicita copias certificadas de todas las actuaciones del expediente número Información 
General CNDH/2/2008/2815/Q, de la Segunda Visitaduría General. proporcionada 

2009/866 Cuarta Visitaduría Solicita se le envíe cualquier documento que muestre los planes, proyectos, Información 
General y/o programas dirigidos a difundir y promover los Derechos Humanos de los 

pueblos indígenas en México, en especial los dirigidos a la población 
proporcionada 

indígena que no habla español. Copia de las estrategias que han Información 
desarrollado en 2007, 2008 y 2009, destinadas a promover los Derechos publicada o en 
Humanos entre la población indígena. El presupuesto propuesto para esta la página de 
materia en 2010, y los fondos gastados por rubro en el 2009. En este 
último punto, mostrar si hubo financiamiento que haya sido otorgado a 
alguna Organización No Gubernamental o dependencias gubernamentales, 
ya sea del ámbito federal, estatal o municipal. Enlistar por organización, 
breve descripción del proyecto, monto aprobado, monto gastado. Todo la 
lista anterior para el año 2009. 

internet 

2009/867 Dirección General de Solicita se le informe lo siguiente: ¿cuáles son los números telefónicos con Información 
Quejas y Orientación que cuenta esa CNDH para brindar asesoría jurídica? ¿Con cuántas 

extensiones dispone cada uno de esos teléfonos para brindar asesoría 
jurídica y cuáles son? ¿Cuántas llamadas pueden ser contestadas en cada 
extensión de asesoría jurídica al mismo tiempo? ¿Cuántas personas están 
asignadas para la atención telefónica en asesoría jurídica, cuál es su grado 
de estudios y cuáles son sus cargos? ¿Cuál es el promedio diario de 
llamadas atendidas por el área de asesoría jurídica? ¿Cuál es el promedio 
diario de llamadas no atendidas por el área de asesoría jurídica? ¿Qué 
mecanismo tiene esta CNDH para las llamadas que no es posible contestar 
en el área de asesoría jurídica? 

proporcionada 
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Expediente Área responsable	 Solicitud 
Causa de 

conclusión

2009/871	 Segunda Visitaduría Solicita se le informe lo siguiente: Información 
¿Cuáles son los números telefónicos con que cuenta esa CNDH 
para brindar asesoría jurídica? ¿Con cuántas extensiones dispone 

proporcionada 

cada uno de esos teléfonos para brindar asesoría jurídica y cuáles 
son? ¿Cuántas llamadas pueden ser contestadas en cada 
extensión de asesoría jurídica al mismo tiempo? ¿Cuántas 
personas están asignadas para la atención telefónica en asesoría 
jurídica, cuál es su grado de estudios y cuáles son sus cargos? 
¿Cuál es el promedio diario de llamadas atendidas por el área de 
asesoría jurídica? ¿Cuál es el promedio diario de llamadas no 
atendidas por el área de asesoría jurídica? ¿Qué mecanismo tiene 
esta CNDH para las llamadas que no es posible contestar en el 
área de asesoría jurídica? 

2009/872	 Quinta Visitaduría General Solicita copia del oficio que envió el gobernador de Guanajuato, Información 
Juan Manuel Oliva Ramírez, a la CNDH, mediante el cual notificó proporcionada 
y/o informó de la no aceptación de la Recomendación número 
60/2009. 

00000310	 Secretaría Técnica del Solicita información sobre la nominación de los diplomados Información 
Consejo Consultivo instruidos durante la administración del doctor José Luis proporcionada 

Soberanes en el Distrito Federal y el estado de Puebla, así como 
la fecha de inicio y culminación de los mismos. 

00000610	 Dirección General de Solicita información sobre si la CNDH va a promover una acción Inexistencia de la 
Asuntos Jurídicos de inconstitucionalidad en contra de la Asamblea Legislativa y el información 

Gobierno capitalino por la discriminación evidente al establecer 
cobros por nivel de clase social dentro de la ciudad para algo tan 
básico como el agua”. 

00000810	 Quinta Visitaduría General Solicita que se le reenvíe el folio 09000727 y el oficio 6463. En Información 
caso de no ser posible solicita que se le proporcione información proporcionada 
sobre la trata de personas, cómo se regula y bajo qué autoridad 
está la vigilancia y el cumplimiento de la ley y si ya existen y 
funcionan los Comités. 

00000910	 Dirección General de Solicita información sobre el estudio de armonización legislativa Información 
Planeación y Análisis en las entidades federativas dentro de los tratados de Derechos proporcionada 

Humanos de la CNDH en los que el solicitante menciona que los 
resultados que arroja par el estado de Michoacán es de un Información 
cumplimiento de 63 % de armonización legislativa, la información publicada o en la 
solicitada radica en la ubicación de los rubros pendientes de 
legislar para contar con una armonización al 100 %. 

página de internet 

00001510	 Primera Visitaduría General Solicita la descripción de campaña, monto destinado, actividad y Información 
población objeto (dirigida) de los gastos que ha efectuado la proporcionada 
dependencia en actividades de prevención del VIH/SIDA por los 
años de 2008 y 2009. 

00002210	 Órgano Interno de Control Solicita la siguiente información: Información 
1. Total de solicitudes de acceso a la información pública y de proporcionada 

Unidad de Enlace de acceso a datos personales que fueron presentados ante la 
Transparencia Comisión Nacional de los Derechos Humanos durante el periodo Información 

comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2009. publicada o en la 
2. Total de recursos de revisión interpuestos ante la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos durante el mismo periodo; así 

página de Internet 

mismo, el motivo de interposición, el estado que guardan y, en 
su defecto, el sentido de la resolución. 
3. Total de vistas dadas al Órgano Interno de Control de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con motivo de las 
resoluciones de los recursos de revisión, durante el mismo 
periodo de tiempo; así mismo, el motivo, el estado que guardan 
y, en su defecto, el sentido de la resolución. 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de

conclusión 

00002410 Dirección General de Solicita información sobre las quejas relacionadas con retenciones ilegales Información 
Quejas y Orientación por parte de cualquier autoridad policial en cualquier ámbito de 

competencia, antes de la correspondiente puesta a disposición ante el 
Ministerio Publico. 

proporcionada 

00002710 Quinta Visitaduría Solicita copias de los documentos que figuren en el proceso de regulación Información 
General migratoria de Miguel Ángel Beltrán Villegas. clasificada 

como 
confidencial o 

reservada 

00002810 Quinta Visitaduría Solicita conocer el expediente referente al caso del colombiano Información 
General Miguel Ángel Beltrán Villegas. clasificada 

como 
confidencial o 

reservada 

00003510 Unidad de Enlace de Solicita los números telefónicos de las diferentes áreas de la Comisión Información 
Transparencia Nacional de los Derechos Humanos, así como los teléfonos LADA sin costo. publicada o en 

la página de 
internet 

00003610 Unidad de Enlace de Solicita el Informe anual de actividades 2009 de la CNDH. Información 
Transparencia publicada o en 

la página de 
internet 

00003810 Oficialía Mayor Solicita se le informe sobre las vacantes en las áreas de la Dirección General Información 
Jurídica y Visitadurías. proporcionada 

00003910 Unidad de Enlace de Solicita información sobre el seguimiento que se le está dando y cuáles son Orientación a 
Transparencia las sanciones que se le pueden aplicar al diputado Ariel Gómez León por los la unidad de 

comentarios racistas dichos en su programa Alegre, de Grupo Radio Digital. enlace 
competente 

00004010 Dirección General de Solicita, respecto de las quejas contra el Ejército Mexicano por presuntas Información 
Quejas y Orientación violaciones a los Derechos Humanos en el estado de Hidalgo en el año 

2009, la siguiente información: 
proporcionada 

1. Datos generales del quejoso: nombre, domicilio, teléfono, edad y Información 
ocupación. clasificada 
2. Datos generales del agraviado, cuando sea procedente. como 
3. Resumen de la queja. confidencial o 
4. Hechos violatorios (conforme al catálogo de violaciones). 
5. Autoridades involucradas y/o agentes discriminatorios, y 
6. Sentido de la resolución emitida. 

reservada 

00004210 Secretaría Ejecutiva Solicita información sobre los resultados de los exámenes o pruebas que Información 
realizó el licenciado Montiel Razo para entrar a la CNDH y qué calificaciones 
sacó; su horario oficial de trabajo; copias de las hojas de calificaciones por 
la cual le otorgaron estímulos económicos durante el año 2009, mensuales, 
bimestrales y anuales; dónde trabajaba, con quién y quién es o era su jefe 
inmediato en el año 2009; actividades que realizó durante sus viajes de 
comisión y de quién recibió instrucciones durante el mismo; cuánto le 
dieron de viáticos y cuando comprobó esos viáticos y que día lo comprobó; 
informe de sus actividades de comisión. 

proporcionada 
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Causa de
Expediente Área responsable Solicitud 

conclusión 

00004410 Dirección General de 
Quejas y Orientación 

00004710 Dirección General de 
Quejas y Orientación 

00004810 Tercera Visitaduría 
General 

00006210 Dirección General de 
Quejas y Orientación 

00006310 Unidad de Enlace de 
Transparencia 

Solicita información sobre las siguientes preguntas: 
1. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a la vida presentadas por 
personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En cuántos casos se 
emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las violaciones? 
2. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a la integridad personal 
presentadas por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En 
cuántos casos se emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las 
violaciones? 
3. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a la seguridad jurídica 
presentadas por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En 
cuántos casos se emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las 
violaciones? 
4. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a la igualdad ante la ley 
presentadas por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En 
cuántos casos se emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las 
violaciones? 
5. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho al debido proceso 
presentadas por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En 
cuántos casos se emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las 
violaciones? 
6. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a una adecuada protección 
judicial presentadas por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? 
¿En cuántos casos se emitieron Recomendaciones en las cuales se 
reconocen las violaciones? 
7. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a la honra y a la dignidad 
presentadas por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En 
cuántos casos se emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las 
violaciones? 
8. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho a la salud presentadas por 
personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En cuántos casos se 
emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las violaciones? 
9. ¿Cuántas quejas por violaciones de los derechos de las personas privadas 
de la libertad presentadas por detenidos y detenidas LGBTTTI recibieron 
entre 2004 y 2009? ¿En cuántos casos se emitieron Recomendaciones en 
las cuales se reconocen las violaciones? 
10. ¿Cuántas quejas por violaciones del derecho de petición presentadas 
por personas LGBTTTI recibieron entre 2004 y 2009? ¿En cuántos casos se 
emitieron Recomendaciones en las cuales se reconocen las violaciones? 

Solicita información sobre el estado que guardan (cumplidas, parcialmente 
cumplidas, etcétera) las Recomendaciones hechas al Gobierno del Estado de 
Zacatecas que señalo: 258/1993 (caso de los inimputables y enfermos 
mentales recluidos en Centros Penitenciarios del Estado de Zacatecas); 
239/1993 (caso del Centro de Readaptación Social Zacatecas, ubicado en 
Cieneguillas, en el estado de Zacatecas). 

Solicita el Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2009. 

Solicita se le informe sobre cuántas intervenciones ha tenido la CNDH en los 
actos de discriminación en el deporte. 

Solicita información sobre los antecedentes de la CNDH en México, su 
naturaleza jurídica y marco legal, integración, fe pública, Visitadores, 
Recomendaciones y Consejo Consultivo, o bien, algunos libros en donde 
puedo encontrar esta información. 

Información 
proporcionada 

Información 
proporcionada 

Información 
proporcionada 

Información 
proporcionada 

Información 
publicada o en 
la página de 

internet 
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Expediente Área responsable Solicitud 
Causa de 

conclusión

00006410 Dirección General de Quejas Solicita información sobre el número de quejas presentadas ante Información 
y Orientación la CNDH en contra de servidores públicos adscritos a la Sedena proporcionada 

en el periodo 2006 a la fecha, por hechos consistentes en el 
delito de violación en contra de mujeres; de ese total de quejas 
¿cuántas fueron calificadas como presunta violación, orientación 
directa o remisión y cuántas fueron concluidas? 

Expediente Recurso 
Causa de 

conclusión 

2009/17 El recurrente considera que la respuesta a su solicitud está incompleta debido a que no Desechado, 
recibió información por parte de la Cuarta Visitaduría y que no se citaron los sobreseído, admitido 
expedientes 2001/1998 y 2007/3029 correspondientes a dicha solicitud. sobreviene causal de 

improcedencia 

C. Recursos en trámite, recibidos y resueltos 

Febrero 

Recursos Núm. 

En trámite 1 

Recibidos 1 

Resueltos 1 

Solicitudes contestadas en el periodo 

nota  aclaratoria: Referente a los identificadores de las solicitudes de acceso a la información, cabe señalar  
que todos aquellos que se registraron hasta el último día hábil de 2009 se identifican con número de 
expediente y los registrados para su trámite posterior a esa fecha se identifican con número de folio que 
asigna de forma automática el sistema Infomex. Esto se presenta debido a la entrada de dicho sistema 
en la CNDH, que tiene como finalidad un mejor control y seguimiento a las solicitudes de transparencia 
y acceso a la información. Adicionalmente, es importante mencionar que los números de folio que se 
presentan en este informe pueden no ser consecutivos, debido a que algunos registros no cumplen con 
los requisitos para ser una solicitud y se desechan. 
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Núm. Entidad Municipio Centro 

 1
 

 2
 

 3
 

 4
 

 5
 

 6
 

 7
 

 8
 

 9
 

10
 

11
 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Yucatán 

Mérida 

Mérida 

Mérida 

Mérida 

Mérida 

Mérida 

Mérida 

Mérida 

Progreso
 

Hunucmá
 

Izamal
 

Agencia del Ministerio Público Receptora 
en Mérida 

Agencia del Ministerio Público Núm. 18 

Especializada en Delitos de Homicidio 


y Lesiones
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 19 

Especializada en Delitos de Homicidio 


y Lesiones
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 20 

Especializada en Delitos de Homicidio 


y Lesiones
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 21 

Especializada en Delitos Sexuales
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 22 

Especializada en Delitos Sexuales
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 25 

Especializada en Delitos de Homicidio 


y Lesiones
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 31 

Especializada en Materia de Adolescentes
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 11 


Agencia del Ministerio Público Núm. 26
 

Agencia del Ministerio Público Núm. 17	 

Programa de Visitas a Lugares 
de Detención en Ejercicio 

de las Facultades del Mecanismo 
Nacional de Prevención de la Tortura 

Centros visitados 
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Núm. Entidad Municipio Centro 

12 Yucatán Maxcanú Agencia del Ministerio Público Núm. 16 

13 Yucatán Tekax Agencia del Ministerio Público Núm. 12 

14 Yucatán Ticul Agencia del Ministerio Público Núm. 14 

15 Yucatán Tizimín Agencia del Ministerio Público Núm. 15 

16 Yucatán Umán Agencia del Ministerio Público Núm. 27 

17 Yucatán Valladolid Agencia del Ministerio Público Núm. 13 

18 Yucatán Centro de Arraigo “Base Diamante” 

19 Yucatán Mérida Centro de Readaptación Social 

20 Yucatán Tekax Centro de Readaptación Social del Sur 

21 Yucatán Valladolid Centro de Readaptación Social 

22 Yucatán Mérida Centro Especializado en la Aplicación de 
Medidas para Adolescentes 

23 Yucatán Mérida Separos 

24 Yucatán Mérida Hospital Psiquiátrico “Yucatán” 

25 Yucatán Halachó Separos de la Dirección de Seguridad 
Pública y Tránsito Municipal 

26 Yucatán Hunucmá Separos de la Dirección de Seguridad 
Pública y Tránsito Municipal 

27 Yucatán Izamal Cárcel Municipal 

28 Yucatán Maxcanú Separos de la Dirección de Policía 
Municipal 

29 Yucatán Mérida Cárcel Municipal 

30 Yucatán Motul Separos de la Dirección de Seguridad 
Pública 

31 Yucatán Oxkutzcab Separos de la Dirección de Policía 
y Tránsito Municipal 

32 Yucatán Peto Separos de la Dirección de Policía 
Municipal 

33 Yucatán Progreso Separos de la Dirección de Protección 
y Vialidad Municipal 

34 Yucatán Tekax Separos de la Dirección de Policía 
Municipal 

35 Yucatán Temozón Cárcel Municipal 

36 Yucatán Ticul Separos de la Dirección de Protección 
y Vialidad Municipal 



Núm. Entidad Municipio Centro 

37 Yucatán Tixkokob Cárcel Municipal 

38 Yucatán Tizimín Cárcel Municipal 

39 Yucatán Umán Separos de la Dirección de Seguridad 
Pública y Vialidad 

40 Yucatán Valladolid Separos del Centro de Detención 
Municipal 
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Actividades de la CNDH
 

Presidencia �

•	 Acciones de inconstitucionalidad 

En ejercicio de la facultad conferida por el inciso g) de la fracción II del artículo 105 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás relativos de la Ley Reglamentaria, el 
2 de febrero del año en curso, el Presidente de la CNDH presentó una acción de inconstitucio­
nalidad ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en contra del artículo 24, fracción II, 
de la Ley del Gobierno y la Administración Pública Municipal del Estado de Jalisco, publicado 
en el Periódico Oficial del estado el 31 de diciembre de 2009, en virtud de que vulnera el 
derecho a la igualdad y la no discriminación de las personas con discapacidad, en términos de 
lo establecido en los artículos 1o. y 133 de nuestra Carta Magna. 

•	 Asistencia del Presidente de la CNDH a la Celebración del XCIII Aniversario 
de la Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

El 5 de febrero de 2010 se llevó a cabo un acto de celebración del XCIII Aniversario de la Pro­
mulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ceremonia realizada 
en el Teatro de la República de la ciudad de Querétaro, Querétaro, a la que el doctor Raúl Plas­
cencia Villanueva, Presidente de la CNDH, asistió junto con el Titular del Poder Ejecutivo, el Pre­
sidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Presidente de la Mesa Directiva de la 
Cámara de Senadores, el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados y el Go­
bernador Constitucional del estado de Querétaro, entre otras distinguidas personalidades. 

•	 Asistencia a la ceremonia de inicio oficial de actividades del Bicentenario 
de la Independencia y Centenario de la Revolución Mexicana 

El 10 de febrero de 2010, el Presidente de la CNDH se presentó en la ceremonia de inicio ofi­
cial de actividades del Bicentenario de la Independencia y Centenario de la Revolución Mexi­
cana, evento celebrado en la ciudad de México, en el cual se presentaron los programas gu-
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•	 Asistencia del Presidente de la CNDH a la Ceremonia Conmemorativa del XVII 

Aniversario de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México 

y a la firma de un convenio general de colaboración en la entidad 


El 11 de febrero de 2010, el doctor Raúl Plascencia Villanueva, Presidente de la CNDH, asistió 
a la Ceremonia Conmemorativa del XVII Aniversario de la Comisión de Derechos Humanos del 
Estado de México y a la firma de un convenio general de colaboración entre la Comisión de De­
rechos Humanos del Estado de México y la Federación de Colegios, Barras y Asociaciones de 
Abogados del Estado de México, A. C., en la ciudad de Toluca. En dicha ocasión, el Ombuds­
man nacional enfatizó que es momento de renovar y dar un impulso decidido a la cultura de 
la legalidad y al Estado de Derecho, con la finalidad de enfrentar la compleja problemática que 
vive el país. 

•	 Participación del Presidente de la CNDH en el Seminario 

con Motivo de los 100 Días de su Gestión
 

Los días 12 y 13 de febrero de 2010, el Titular de la CNDH participó en el Seminario con Mo­
tivo de los 100 Días de su Gestión al frente de la Institución; en dicho evento, que se llevó a 
cabo en el estado de Morelos, el Ombudsman nacional y los Titulares de las Unidades Res­
ponsables de la CNDH evaluaron las metas y los compromisos que la Comisión Nacional tiene 
con la sociedad y el cumplimiento de los objetivos que la CNDH se ha trazado en su admi­
nistración. 

•	 Reunión del Presidente de la CNDH con la Comisión de Derechos Humanos 

de la H. Cámara de Diputados de la LXI Legislatura
 

El 23 de febrero de 2010, el titular de la CNDH se presentó en el Palacio Legislativo de San 
Lázaro, donde mantuvo una reunión de trabajo con la Comisión de Derechos Humanos de la 
H. Cámara de Diputados de la LXI Legislatura; en dicha reunión, el doctor Raúl Plascencia Vi­
llanueva presentó el Informe de Actividades 2009 y las perspectivas de trabajo para el presente 
año, e hizo un atento llamado a todos y cada uno de los servidores públicos de la CNDH para 
que pongan su mayor esfuerzo en las tareas que les han sido encomendadas para que aumen­
te la eficacia y la eficiencia del trabajo que realizan en beneficio de la sociedad mexicana. 

También exhortó a las señoras y los señores legisladores a efecto de concretar una reforma 
al marco normativo de la CNDH para ser una Institución más efectiva, cumplir con la respon­
sabilidad social encomendada y fortalecer y hacer de la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos el verdadero defensor del pueblo que este país necesita. 

•	 Firma de un convenio para implementar la Red de Atención Integral 

para Víctimas del Delito de Secuestro en el Estado de Durango
 

El 19 de febrero de 2010, el Ombudsman nacional se trasladó a la capital del estado de Du­
rango, donde firmó el convenio de general de colaboración para implementar la Red de 
Atención Integral para Víctimas del Delito de Secuestro en el estado de Durango, documento 
que signaron los Titulares del Poder Ejecutivo del estado, el Congreso Local y la Comisión Es­
tatal de Derechos Humanos. 

Ante distinguidos invitados, el doctor Raúl Plascencia Villanueva manifestó que con la firma 
de este acuerdo se impulsará el cumplimiento y la observancia de los derechos de las víctimas de 
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•	 Actividades académicas 

El 11 de febrero de 2010, el Presidente de la CNDH impartió, en la ciudad de Toluca, la con­
ferencia magistral “Perspectivas de los Derechos Humanos en la segunda década del siglo 
XXI”, en el marco de la Ceremonia Conmemorativa del XVII Aniversario de la Comisión de De­
rechos Humanos del Estado de México. 

Primera Visitaduría General 

PROGRAMA SOBRE ASUNTOS DE LA MUJER, LA NIñEz Y LA FAMILIA 

•	 Foro Regional La Violencia contra las Niñas y los Niños… 
¡Un Problema Nacional!, en Nayarit 

Con la finalidad de promover el respeto y el ejercicio de los Derechos Humanos de la niñez, me­
diante la difusión y el conocimiento de los mismos, así como la colaboración activa entre las 
organizaciones de la sociedad civil y las instituciones del Estado a nivel municipal, estatal y 
federal en la construcción de políticas públicas que garanticen los derechos fundamentales de 
este grupo social en extremo vulnerable, la Coordinación sobre Asuntos de la Mujer, la Niñez 
y la Familia, conjuntamente con la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos para el 
Estado de Nayarit y el Sistema Estatal DIF, organizó el Foro Regional La Violencia contra las 
Niñas y los Niños… ¡Un Problema Nacional!, que se llevó a cabo el 23 de febrero de 2010. 

En el evento participaron ponentes del Sistema Nacional DIF, la Policía Cibernética de la 
Secretaría de Seguridad Pública, la Secretaría del Trabajo del estado, el Director del Centro de 
Internamiento para Adolescentes en Conflicto con la Ley Penal y personal de la CNDH, quienes 
abordaron el tema de la violencia que se ejerce en contra de la niñez desde diversos ámbitos, 
así como las acciones que la CNDH realiza para erradicar la violencia en las escuelas. 

Durante el Foro se dictaron seis conferencias magistrales, cuyos ponentes analizaron el 
respeto de los derechos fundamentales de niñas y niños desde su ámbito de ejercicio profe­
sional, y se contó con la asistencia de 214 personas. 

PROGRAMA DE VIH/SIDA Y DERECHOS HUMANOS 

•	 Reunión con el Inmujeres 

El 5 de febrero de 200, en las instalaciones del Inmujeres ubicadas en la colonia Guadalupe 
Inn, se llevó a cabo una reunión con el Grupo Interinstitucional de VIH/SIDA para revisar la 
presentación de propuesta de los componentes de la “Estrategia de VIH/SIDA con perspecti­
va de género”. 

•	 Impartición de un curso de capacitación en el Centro Médico 
La Raza del IMSS 

El 16 de febrero, en la ciudad de México, se impartió el curso de capacitación “Derechos 
Humanos vinculados a la salud”, dirigida a residentes del Centro Médico La Raza. 

Este curso tiene como finalidad enfatizar la relación entre los Derechos Humanos y la bio­
ética, y aprovechar el caso del VIH/SIDA para invitar a la reflexión sobre estos dos ejes temáti-

GACETA 
cos. Se contó con la asistencia de 80 residentes. 1990/2010 
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•	 Impartición de un curso de capacitación en Telsida 

El 23 de febrero de 2010, en la ciudad de México, personal del Programa de VIH/Sida y De­
rechos Humanos de esta Comisión Nacional impartió un curso de capacitación sobre los 
ámbitos de competencia de la CNDH para operadores de Telsida, dirigido a un total de 10 
servidores públicos. 

Durante el curso se brindó una explicación sobre los ámbitos de competencia de este Or­
ganismo Nacional, la forma de presentar una queja y el sistema de Organismos Públicos de 
Promoción y Defensa de los Derechos Humanos. 

Tercera Visitaduría General 

PROGRAMA DE VISITAS A LUGARES DE DETENCIóN EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES 
DEL MECANISMO NACIONAL DE PREVENCIóN DE LA TORTURA Y OTROS TRATOS 
O PENAS CRUELES, INHUMANOS Y DEGRADANTES 

•	 Visitas de seguimiento a los Informes 4 y 5 del 2009 sobre los lugares 
de detención que dependen del Gobierno del estado de Yucatán, 
así como de las autoridades municipales 

Durante el mes de febrero, servidores públicos adscritos a la Tercera Visitaduría General de la 
CNDH finalizaron las visitas de seguimiento a 24 lugares de detención que dependen de las 
autoridades del Gobierno del estado de Yucatán, así como a los que dependen de 16 autori­
dades municipales, a efecto de evaluar los avances en las irregularidades señaladas en los in­
formes del Mecanismo Nacional 4/2009 y 5/2009. 

I. Lugares de detención que dependen del Gobierno del estado 

Procuraduría General de Justicia 

1. Agencia del Ministerio Público Receptora en Mérida. 

2. Agencia del Ministerio Público Número 18 Especializada en Delitos de Homicidio 
y Lesiones, en Mérida. 

3. Agencia del Ministerio Público Número 19 Especializada en Delitos de Homicidio 
y Lesiones, en Mérida. 

4. Agencia del Ministerio Público Número 20 Especializada en Delitos de Homicidio 
y Lesiones, en Mérida. 

5. Agencia del Ministerio Público Número 21 Especializada en Delitos Sexuales, en 
Mérida. 

6. Agencia del Ministerio Público Número 22 Especializada en Delitos Sexuales, en 
Mérida. 

7. Agencia del Ministerio Público Número 25 Especializada en Delitos de Homicidio 
y Lesiones, en Mérida. 

8. Agencia del Ministerio Público Número 31 Especializada en Materia de 
Adolescentes, en Mérida. 

9. Agencia del Ministerio Público Número 11, en Progreso. 
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I. Lugares de detención que dependen del Gobierno del estado 

Procuraduría General de Justicia 

10. Agencia del Ministerio Público Número 26, en Hunucmá. 

11. Agencia del Ministerio Público Número 17, en Izamal. 

12. Agencia del Ministerio Público Número 16, en Maxcanú. 

13. Agencia del Ministerio Público Número 12, en Tekax. 

14. Agencia del Ministerio Público Número 14, en Ticul. 

15. Agencia del Ministerio Público Número 15, en Tizimín. 

16. Agencia del Ministerio Público Número 27, en Umán. 

17. Agencia del Ministerio Público Número 13, en Valladolid. 

18. Centro de Arraigo “Base Diamante”. 

Dirección de Prevención y Readaptación Social 

19. Centro de Readaptación Social, en Mérida. 

20. Centro de Readaptación Social del Sur, en Tekax. 

21. Centro de Readaptación Social, en Valladolid. 

22. Centro Especializado en la Aplicación de Medidas para Adolescentes,  
en Mérida. 

Secretaría de Seguridad Pública del estado 

23. Separos en la ciudad de Mérida. 

Secretaría de Salud 

24. Hospital Psiquiátrico “Yucatán”, en Mérida 

II. Lugares de detención que dependen de autoridades municipales 

1. Separos de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal en Halachó. 

2. Separos de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal en Hunucmá. 

3. Cárcel Municipal en Izamal. 

4. Separos de la Dirección de Policía Municipal en Maxcanú. 

5. Cárcel Municipal en Mérida. 

6. Separos de la Dirección de Seguridad Pública en Motul. 

7. Separos de la Dirección de Policía y Tránsito Municipal en Oxkutzcab. 

8. Separos de la Dirección de Policía Municipal en Peto. 

9. Separos de la Dirección de Protección y Vialidad Municipal en Progreso. 

10. Separos de la Dirección de Policía Municipal en Tekax. 

11. Cárcel Municipal en Temozón. 

12. Separos de la Dirección de Protección y Vialidad Municipal en Ticul. 

13. Cárcel Municipal en Tixkokob. 

14. Cárcel Municipal en Tizimín. 

15. Separos de la Dirección de Seguridad Pública y Vialidad en Umán. 

16. Separos del Centro de Detención Municipal en Valladolid. 
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Quinta Visitaduria General 

PROGRAMA CONTRA LA TRATA DE PERSONAS 

•	 Reunión con el Comité Regional contra la Trata de Personas, 

en Aguascalientes, Aguascalientes
 

Por lo que respecta al seguimiento del trabajo que realizan los Comités de Trata de Personas, 
el pasado 9 de febrero el Coordinador de la Oficina Regional de esta Comisión Nacional con 
sede en Aguascalientes llevó a cabo una reunión con el Comité Regional contra la Trata de Per­
sonas, con el objetivo esencial de reestructurarlo, debiéndose destacar que el Comité de re­
ferencia es responsable de generar acciones para combatir la trata de personas en la zona 
Centro-Occidente del país. 

•	 Reunión de trabajo entre la CNDH y el Titular de la Comisión 

de Derechos Humanos del Estado de México
 

Dada la importancia de la instalación de los Comités de Trata de Personas en todo el territorio 
nacional, el 12 de febrero de este año se llevó a cabo una reunión de trabajo entre la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos y el Titular de la Comisión de Derechos Humanos del Es­
tado de México, con el objetivo de implementar acciones para la instalación de una instancia 
homóloga en dicha entidad. 

•	 Primera Sesión Ordinaria de Trabajo del Comité Regional de Trata 

de Personas de Tijuana, Baja California
 

El 18 de febrero del año en curso, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos convocó a 
la Primera Sesión Ordinaria de Trabajo del Comité Regional de Trata de Personas de Tijuana, 
Baja California, donde se dieron a conocer los avances legislativos del proyecto de ley en la 
materia, que se presentarán en próximas fechas al Congreso de ese estado. En dicha sesión, 
estuvieron presentes la Diputada Presidenta de la Comisión de Grupos Vulnerables y Derechos 
Humanos y el Presidente de la Comisión de Procuración de Justicia y Seguridad Pública del 
Congreso del estado, así como la Coordinadora de Agencias del Ministerio Público del Fuero Co­
mún Especializadas en la Atención a Adolescentes. 

•	 Asistencia a la Primera Sesión Ordinaria de la Comisión Especial para la Lucha 

contra la Trata de Personas en la Cámara de Diputados
 

El 18 de febrero de 2010, el Quinto Visitador General asistió a la Primera Sesión Ordinaria de 
la Comisión Especial para la Lucha contra la Trata de Personas en la Cámara de Diputados. En 
dicha sesión estuvieron presentes la Fiscal Especial para los Delitos de Violencia contra las 
Mujeres y Trata de Personas, el Comisionado General de la Policía Federal, el Procurador Ge­
neral de Justicia del Distrito Federal, así como la Presidenta de la organización Alto al Secues­
tro. El evento fue presidido por la Diputada Presidenta de la Comisión Especial para la Lucha 
contra la Trata de Personas. 

Dada la importancia de sensibilizar a la población respecto de la trata de personas, los días 
23 y 24 de febrero de 2010 esta Comisión Nacional, USAID, PGR-FEVIMTRA, la Comisión Espe-GACETA 

FEB/2010 cial para la Lucha contra la Trata de Personas de la Cámara de Diputados, el Centro de Estudios 
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para el Adelanto de las Mujeres y Equidad de Género y la empresa Microsoft convocaron al 
Foro Análisis y Discusión sobre la Legislación Penal en Materia de Trata de Personas, evento 
que contó con la participación del Secretario de Gobernación, de la Fiscal Especial para los 
Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas, de la Presidenta de la Comisión 
Especial de Lucha contra la Trata de Personas, del Procurador General de Justicia del Distrito Fe­
deral y del Quinto Visitador General de esta Comisión Nacional, entre otras personalidades. 

Dicho Foro tuvo como objetivo visibilizar el delito de la trata de personas, a través de un es­
pacio de discusión y análisis en el que se expusieron las características y repercusiones de este 
ilícito en su dimensión social, jurídica y cultural, haciendo particular hincapié en la protección 
y atención integral de sus víctimas. 

El Foro permitió reflexionar sobre la conveniencia de la federalización del delito de trata de 
personas, para agilizar los procesos judiciales y poder armonizar los tipos penales de dicho 
ilícito a nivel nacional. Al mismo tiempo, las instancias participantes llegaron a diversas con­
clusiones, entre las que destacan las siguientes: 

1.	 El tratamiento legislativo en torno a la trata de personas ha resultado complejo a nivel 

mundial, ya que cada país recoge el contenido del denominado Protocolo de Palermo 

de acuerdo con su experiencia y problemática interna.
 

2.	 El caso de México es particularmente grave, porque está catalogado como país de ori­
gen, tránsito y destino de migrantes, situación que lo coloca en la necesidad de crear 

una estrategia que permita afrontar cada uno de estos aspectos.
 

3.	 Respecto del combate de la trata de personas se deben abordar los aspectos de perse­
cución, prevención y atención a las víctimas de manera independiente, pero sin que uno
 
de dichos aspectos reste importancia a los otros.
 

4.	 Es importante lograr una homologación legislativa a nivel nacional, en donde se termi­
ne con la peligrosa pluralidad de tipos penales en la materia, pues esto provoca un es­
tado de incertidumbre jurídica.
 

5.	 El tipo penal de trata debe simplificarse, pues su actual complejidad impide procesar ade­
cuadamente a los tratantes, por lo que es necesario hacerlo asequible a los administra­
dores de justicia.
 

6.	 La ley debe tomar en cuenta las nuevas formas de inducción o “enganche” a la trata de
 
personas, como la que se presenta a través de los medios electrónicos, en especial in­
ternet.
 

7.	 Para combatir un delito de esta naturaleza es necesaria la cooperación de las autorida­
des en sus tres órdenes de gobierno (federal, estatal y municipal), así como la partici­
pación de la sociedad en su conjunto. Nadie debe quedar fuera de este compromiso 

social.
 

8.	 Deben integrarse todas las formas posibles de trata, como son la explotación sexual y 

laboral, la esclavitud, las prácticas análogas a la esclavitud, el tráfico de órganos, los 

matrimonios forzados, las adopciones ilegales, la servidumbre exhaustiva, el tráfico de 

embriones, etcétera.
 

9.	 Visibilizar la opresión que produce la trata de personas será el principal motor de pre­
vención de este delito y posibilitará la adopción de una cultura de erradicación de esta 

conducta.
 

10.La denuncia es, sin duda, el instrumento más poderoso para combatir la trata de per­
sonas. Hay que insistir en la conveniencia de que sus víctimas ejerzan este derecho.
 

Durante su intervención en el Foro, el Secretario de Gobernación exhortó a participantes y 
asistentes a no enfatizar únicamente el tratamiento jurídico de este delito y a concentrarnos 
también en la sensibilización y visualización social del mismo, ya que, a su parecer, han sido GACETA 
el desconocimiento y la indiferencia social los que han permitido que una conducta como esta 1990/2010 
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adquiera cada vez mayor presencia y, en consecuencia, exista un mayor número de víctimas 
de trata. 

Como resultado de lo anterior, el foro constituyó un espacio que promovió la reflexión y la 
discusión constructiva, y cristalizó la propuesta de creación y mejoramiento de instrumentos 
legales y normativos, con el propósito de contar, a escala nacional, con un marco jurídico ho­
mogéneo acorde a la normativa internacional, capaz de perseguir y sancionar a los victimarios, 
pero, sobre todo, de brindar justicia, atención y protección a quienes han sufrido en carne 
propia los efectos de la trata de personas. 

•	 Inicio de trabajos de la CNDH y el DIF nacional para asistir a escuelas primarias, 
secundarias y preparatorias de todo el país para alertar a los alumnos 
sobre el delito de trata de personas 

Respecto de la capacitación, y por la importancia que amerita formar cuadros que orienten 
adecuadamente el combate del delito de trata de personas, la Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos inició trabajos con el DIF nacional para asistir a escuelas primarias, secunda­
rias y preparatorias de todo el país para alertar a los alumnos sobre el potencial peligro del 
delito de trata de personas. 

•	 Firma de un convenio entre Microsoft, la Confederación Revolucionaria 

de Obreros y Campesinos y la CNDH para prevenir 

el delito de trata de personas
 

El Director General de Microsoft México y el Secretario General del Comité Ejecutivo Nacional 
de la Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos, conscientes de que la delin­
cuencia organizada hace un mal uso de la tecnología, y con objeto de llegar a la población 
más vulnerable, como son los niños y adolescentes, firmaron un convenio con esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos para brindar cursos de capacitación en materia de trata 
de personas y reforzar con ello la campaña “Unidos contra la Trata”, impulsada por este Or­
ganismo Nacional. 

PROGRAMA DE AGRAVIOS A PERIODISTAS Y DEFENSORES CIVILES
 
DE DERECHOS HUMANOS
 

•	 Participación en el evento “Diálogo hacia un mecanismo de protección 

para periodistas y defensores de Derechos Humanos”
 

Por lo que hace a las acciones para la defensa de los Derechos Humanos de los defensores 
civiles y periodistas, personal de este Organismo Nacional participó en el evento “Diálogo 
hacia un mecanismo de protección para periodistas y defensores de Derechos Humanos”, que 
se llevó a cabo los días 11 y 12 de febrero de 2010. 

Durante el acto inaugural del evento estuvieron presentes diversas autoridades e institucio­
nes, destacando: el Titular de la Unidad para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos 
de la Secretaría de Gobernación, el Representante Permanente en México de la Alta Comisio­
nada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, el Secretario Ejecutivo de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, el Director de la Oficina para México y Centroamérica 
de Artículo XIX, la Asistente del Secretario Ejecutivo de la Red Nacional de Organismos Civiles de GACETA 

FEB/2010 Derechos Humanos “Todos los Derechos para Todas y Todos”, así como la Presidenta de la Co-
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misión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León y Coordinadora de Relaciones con el Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas dentro de la Federación Mexicana de Organismos Públi­
cos de Derechos Humanos. 

En el foro participaron más de 100 expertos vinculados con el tema, y se reflexionó respec­
to de la experiencia de los programas de protección de periodistas y defensores de Derechos 
Humanos en Colombia, a fin de conocer las buenas prácticas de ese país en el tratamiento 
del tema e identificar aquellos elementos que puedan contribuir para la definición de un me­
canismo de protección en México. 

Al respecto, debe destacarse la participación del Director de Derechos Humanos del Ministe­
rio del Interior y de Justicia de Colombia, quien se refirió a los criterios de evaluación del riesgo 
e implantación de medidas de protección en el programa de dicho país. Por su parte, el espe­
cialista en libertad de expresión de esa nación habló de las y los defensores de Derechos Hu­
manos en el programa de protección de Colombia. 

Durante el segundo día de trabajo, especialistas, funcionarios e integrantes de Organismos 
No Gubernamentales debatieron respecto de la necesidad de elaborar un diseño institucional 
para generar un mecanismo de protección efectivo en México. 

El evento fue clausurado por el Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos, el Titular de la Unidad de Promoción y Defensa de los Derechos Humanos de la Secreta­
ría de Gobernación y el Representante Permanente en México de la Alta Comisionada de 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 

DIRECCIóN DE ESTUDIOS Y PROYECTOS SOBRE MIGRACIóN 
Y DERECHOS HUMANOS 

•	 Participación en la inauguración de la V Marcha Migrante, 
organizada por Ángeles de la Frontera 

Con objeto de fortalecer vínculos interinstitucionales, el 1 de febrero de 2010 el Quinto Visi­
tador General participó en la inauguración de la V Marcha Migrante, organizada por Ángeles 
de la Frontera, la cual tuvo lugar en Sásabe, Sonora, debiéndose destacar que al evento inau­
gural asistieron diversas organizaciones de la sociedad civil dedicadas a la promoción y defen­
sa de los Derechos Humanos, quienes junto con personal de este Organismo Nacional reco­
rrieron las ciudades de Tucson, Phoenix, Coachella, Yuma, Calexico y Holtville en un periodo 
de cinco días. 

Vale la pena mencionar que se sostuvo una reunión con la organización American Civil Li­
berties Union, en la cual se subrayó el interés de dicha organización y de esta Comisión para 
trabajar conjuntamente en el fortalecimiento y protección de los Derechos Humanos de los 
migrantes en la frontera norte, así como diseñar un mecanismo de documentación de agre­
siones a dichas personas. 

•	 Participación en la sesión ordinaria de la Subcomisión para la Protección 
de los Derechos Humanos de los Migrantes 

Persona de la Quinta Visitaduría General participó en la sesión ordinaria de la Subcomisión para 
la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, coordinada por la Secretaría de 
Gobernación, que se celebró el 12 de febrero de 2010. En esa reunión se acordó la participa­
ción de esta Comisión Nacional en los cuatro grupos de trabajo identificados: Capacitación, GACETA 
Atención psicológica y médica, Migración interna y Difusión. 1990/2010 
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•	 Reunión con la Titular de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados 

El pasado 18 de febrero, el Visitador General se reunió con la Titular de la Comisión Mexicana 
de Ayuda a Refugiados, a fin de fortalecer los vínculos institucionales con esa Comisión y ex­
plorar posibles áreas de colaboración. 

•	 Impartición de la ponencia “Los Derechos Humanos de los migrantes”, en Tabasco 

Personal de la Quinta Visitaduría General impartió la ponencia “Los Derechos Humanos de los 
migrantes”, en el marco del 20 Aniversario del Comité de Derechos Humanos de Tabasco, 
celebrado el 25 de febrero de 2010. A dicho evento asistieron alrededor de 200 personas y 
hubo una participación significativa de líderes sociales de diversas comunidades. 

•	 Reuniones de trabajo con el Director del Plantel Tecate del Instituto 

Estatal de Seguridad Púbica de Baja California, con personal de la 

Delegación Regional del Instituto Nacional de Migración del estado 

y con el Subcomité Municipal de Migración
 

El 25 de febrero del presente año, personal de la Quinta Visitaduría General se reunió con el 
Director del Plantel Tecate del Instituto Estatal de Seguridad Púbica de Baja California, a fin de 
discutir la colaboración de esta Comisión Nacional en el diseño de los cursos de Derechos 
Humanos que imparte ese Instituto. Por lo anterior, el Director del mismo solicitó a esta Co­
misión que en los semestres posteriores impartieran algunos talleres en la materia. 

Ese mismo día se sostuvo una reunión de trabajo con personal de la Delegación Regional 
del Instituto Nacional de Migración en Baja California, a fin de invitarlos a colaborar en la or­
ganización de la “Semana de Migración y Derechos Humanos” en la ciudad de Tijuana. Al 
concluir dicha reunión, personal de la Quinta Visitaduría General realizó un recorrido por la Ga­
rita Puerta México, con objeto de observar los procedimientos que se realizan durante la re­
patriación de migrantes mexicanos por parte de autoridades estadounidenses. 

Asimismo, se llevó a cabo una reunión con personal del Subcomité Municipal de Migración, 
durante la cual se extendió una invitación para que esta Comisión Nacional participe en las 
sesiones del referido Subcomité. 

Secretaría Técnica del Consejo Consultivo 

DIRECCIóN GENERAL ADJUNTA DE EDUCACIóN Y FORMACIóN
 
EN DERECHOS HUMANOS
 

•	 Inauguración del Diplomado en Derechos Humanos, Seguridad Pública 

y Procuración de Justicia, en Durango
 

El 5 de febrero de 2010, en la ciudad de Gómez Palacio, Durango, se llevó a cabo la inaugu­
ración del Diplomado en Derechos Humanos, Seguridad Pública y Procuración de Justicia. 

Para llevar a cabo lo anterior, la CNDH se coordinó con la Universidad Juárez del Estado de 
Durango, la Facultad de Medicina y la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Durango. 

El diplomado está dirigido a estudiantes, servidores públicos, miembros de Organismos No GACETA 
FEB/2010 Gubernamentales y público en general. 
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Con la impartición del Diplomado se proporcionarán a los alumnos las herramientas espe­
cializadas en seguridad pública y procuración de justicia, conocimientos teórico-conceptuales, 
y mecanismos prácticos y metodológicos, con objeto de profesionalizar el trabajo de las per­
sonas involucradas. 

•	 Inauguración del Diplomado Género y Derechos Humanos, 
en Mérida, Yucatán 

El 26 de febrero de 2010, en la ciudad de Mérida, Yucatán, se llevó a cabo la inauguración 
del Diplomado Género y Derechos Humanos, para lo cual personal de la CNDH se coordinó 
con el H. Congreso del Estado de Yucatán, a través de la Comisión Permanente de Equidad y 
Género; la Federación de Mujeres Universitarias, y la Universidad Modelo. 

El Diplomado está dirigido a funcionarios públicos, académicos, estudiantes y profesores 
de educación superior, profesionistas, miembros de Organismos No Gubernamentales y pú­
blico en general. 

La impartición del Diplomado busca brindar a los alumnos las herramientas especializadas 
en género y Derechos Humanos, conocimientos teórico-conceptuales y mecanismos prácticos 
y metodológicos, con objeto de profesionalizar el trabajo de las personas involucradas. 

•	 Inauguración del Diplomado en Derechos Humanos y Educación Superior, 
en Monterrey, Nuevo León 

EL 26 de febrero de 2010 se llevó a cabo la inauguración del Diplomado en Derechos Huma­
nos y Educación Superior, en la Sala Polivalente de la Facultad de Organización Deportiva, 
Ciudad Universitaria, en San Nicolás de los Garza, Monterrey, Nuevo León. 

Para lograr lo anterior, la CNDH se coordinó con la Universidad Autónoma de Nuevo León 
y la Comisión Estatal de Derechos Humanos Nuevo León. 

El Diplomado está dirigido a funcionarios públicos, académicos, estudiantes y profesores 
de educación superior, profesionistas, miembros de Organismos No Gubernamentales y pú­
blico en general. 

Con la impartición del Diplomado se busca proporcionar a los alumnos las herramientas 
especializadas en Derechos Humanos y educación superior, conocimientos teórico-conceptua­
les, y mecanismos prácticos y metodológicos con objeto de profesionalizar el trabajo de las 
personas involucradas. 

•	 Inauguración del Diplomado Las Fuerzas Armadas y los Derechos Humanos 

El 26 de febrero de 2010 se llevó a cabo la inauguración del Diplomado Las Fuerzas Armadas 
y los Derechos Humanos, en las instalaciones de la 12/a. Zona Militar en la ciudad de San Luis 
Potosí, San Luis Potosí. 

Para llevar a cabo lo anterior, personal de la CNDH se coordinó con la Secretaría de la De­
fensa Nacional, a través de su 12/a. Zona Militar, y la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de San Luis Potosí. 

En el acto participaron servidores públicos de la 12/a. Zona Militar de la Secretaría de la De­
fensa Nacional, de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de San Luis Potosí y de la CNDH. 

Con la impartición del Diplomado se brindan a los alumnos las herramientas especializadas GACETA 
en Derechos Humanos y Fuerzas Armadas, conocimientos teórico-conceptuales y mecanismos 1990/2010 

A
ct

iv
id

ad
es


 

63 



    

 
 

 

 

 

       
  

 

 

 

 
 

 A
ct

iv
id

ad
es


 

64 
GACETA 
FEB/2010 

prácticos y metodológicos, con objeto de profesionalizar el trabajo de las personas involu­
cradas. 

DIRECCIóN GENERAL DE VINCULACIóN INTERINSTITUCIONAL 

•	 Reunión de trabajo del Presidente de la CNDH con Legisladores 
integrantes de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara 
de Diputados de la LXI Legislatura 

En el Salón de Protocolo “C”, del Palacio Legislativo de San Lázaro, el 23 de febrero de 2010 
se atendió la solicitud hecha por la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputa­
dos para ampliar la información expuesta en la presentación del Informe Anual de Actividades 
y la prospectiva de la CNDH. 

La celebración de la reunión permitió revisar e informar sobre las actividades realizadas por 
la CNDH durante el año inmediato anterior en materia de protección, promoción, difusión y 
defensa de los Derechos Humanos en el territorio y presentar el Plan de Trabajo y las Acciones 
de la CNDH. 

DIRECCIóN DE VINCULACIóN CON ORGANISMOS PúBLICOS 
DE DERECHOS HUMANOS 

•	 Asistencia a la presentación del Informe Anual de Actividades 2009 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Sonora 

Personal de la CNDH se trasladó a la ciudad de Hermosillo, Sonora, el 4 de febrero de 2010, 
con la finalidad de asistir a la Presentación del Informe Anual de Actividades 2009 de la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Sonora, por parte de su Titular, licenciado Raúl Artu­
ro Ramírez Ramírez, ante el Pleno del H. Congreso del estado y público en general. 

•	 Asistencia a la presentación del Informe Anual de Actividades 2009 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Veracruz 

En la ciudad de Veracruz, Veracruz, el 8 de febrero de 2010 se llevó a cabo la presentación 
del Informe Anual de Actividades 2009 de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Ve­
racruz, por parte de su Titular, la licenciada Nohemí Quirasco Hernández, a la cual asistió 
personal de la CNDH. 

•	 Asistencia a la presentación del Informe Anual de Actividades 2009 de la 
Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos del Estado 
Libre y Soberano de Oaxaca 

En la ciudad de Oaxaca, Oaxaca, el 10 de febrero de 2010, tuvo lugar la presentación del In­
forme Anual de Actividades 2009 de la Comisión para la Defensa de los Derechos Humanos 
del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, por parte de su Titular, doctor Heriberto Antonio 
García, acto al cual asistió personal de la CNDH. 



 

        
 

 
 

 

 

 

 

 
 

 

•	 Asistencia a la presentación del Informe Anual de Actividades 2009 
de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Jalisco 

El 25 de febrero de 2010, en la ciudad de Guadalajara, Jalisco, personal de la CNDH asistió a 
la presentación del Informe anual de actividades 2009 de la Comisión Estatal de Derechos 
Humanos de Jalisco, por parte de su Presidente, maestro Felipe de Jesús Álvarez Cibrián. 

DIRECCIóN DE ENLACE Y DESARROLLO CON ORGANIzACIONES 
NO GUBERNAMENTALES 

•	 Reuniones de trabajo con el Instituto Mexicano de la Juventud 
y con 21 Organizaciones No Gubernamentales de Baja California Sur, 
Estado de México, San Luis Potosí y Distrito Federal 

Durante el mes de febrero de 2010, personal de la CNDH llevó a cabo reuniones de trabajo 
con diversas ONG, con la finalidad de establecer un canal de comunicación y sentar las bases 
para llevar a cabo acciones de enlace, vinculación, actualización de datos y capacitación en 
materia de Derechos Humanos, y con el Instituto Mexicano de la Juventud para colaborar de 
manera conjunta en la realización del Premio Nacional “Carta a mis Padres 2010”. 

A continuación se presenta un cuadro con una breve descripción de las reuniones: 

Entidad Número de ONG/Instituciones Fecha Observaciones 

Distrito Federal Instituto Mexicano  
de la Juventud 

2 de febrero 

Baja California Sur 10 ONG 11 de febrero Directamente 
con las ONG 

Estado de México 1 ONG 9 de febrero Directamente 
con la ONG 

San Luis Potosí 1 ONG 11 de febrero Directamente 
con la ONG 

Distrito Federal 9 ONG 8, 11, 15, 16, 17, 
23 y 24 de febrero 

Directamente 
con las ONG 

•	 Impartición de cursos de capacitación a ONG del Estado de México, Hidalgo, 
Sonora y Sinaloa, en coordinación con las Comisiones Locales de dichas entidades 
y directamente con Organizaciones No Gubernamentales del Distrito Federal 

Con la finalidad de que los asistentes conocieran aspectos generales de los Derechos Humanos, 
para que los hagan vigentes y fomenten la cultura de respeto y defensa de los mismos, per­
sonal del a CNDH impartió cursos de capacitación a diversas ONG, como se detalla en el si­
guiente cuadro: 
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Entidad Fecha Observaciones 

Estado de México 17, 19 y 25 de febrero En coordinación con la Comisión Local 

Hidalgo 20 de febrero En coordinación con la Comisión Local 
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Entidad Fecha Observaciones 

Sinaloa 12 y 13 de febrero En coordinación con la Comisión Local 

Sonora 15, 16 y 17 de febrero En coordinación con la Comisión Local 

Distrito Federal 24 y 26 de febrero Directamente con la ONG 

Cabe destacar que se contó con la presencia de integrantes de las Organizaciones No Gu­
bernamentales, así como público conformado por los grupos de población atendidos por las 
mismas. 

Con estos cursos de capacitación se logró el fortalecimiento del vínculo con las ONG de di­
chas entidades, así como dar a conocer acciones efectivas de promoción y difusión de los 
Derechos Humanos entre el público asistente y el cumplimiento exitoso de compromisos de 
capacitación por parte de las Comisiones Nacional y Estatales de Derechos Humanos con las 
Organizaciones No Gubernamentales, mediante la impartición de los siguientes temas: “In­
troducción a los Derechos Humanos”, “Derechos de las niñas y los niños”, “Derechos de las 
mujeres”, “Violencia familiar y Derechos Humanos”, “Seguridad pública y Derechos Humanos” 
y “El derecho a la amistad y al juego libre de violencia”. 

Centro Nacional de Derechos Humanos 

El Centro Nacional de Derechos Humanos (CENADEH) tiene como responsabilidad primordial 
la promoción de la cultura de los Derechos Humanos a través de la realización de estudios e 
investigación académica sobre el tema. El CENADEH también procura el intercambio institu­
cional, la formación de investigadores, la reflexión académica interdisciplinaria, la programación 
de actividades académicas, la organización de programas de formación académica, así como 
el fortalecimiento del Centro de Documentación y Biblioteca. 

1. Investigaciones y proyectos académicos 

Durante febrero, los investigadores entregaron los siguientes artículos para su dictamen y even­
tual publicación en el número 13 de la revista del Centro, Derechos Humanos México: 

1. Justicia transicional y Derechos Humanos. La relevancia de las víctimas. 
2. Las victimas en el derecho comparado. 
3. Hermenéutica del concepto actual de víctima. 
4. Los Derechos Humanos en el Bicentenario: Vicente Guerrero, víctima de la traición ¿y 

víctima de una torcida aplicación de la ley? 
5. La víctima en los sistemas jurídicos indígenas. 
6. El derecho a la privacidad de las víctimas del delito. 
7. Modelo de atención y protección a favor de las víctimas, en la Ley para Prevenir y San­

cionar la Trata de Personas. 
8. Víctima del error judicial. 
9. La reparación del daño a víctimas de violaciones a Derechos Humanos a la luz de la ju­

risprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
10.La víctima de tortura y tratos crueles, inhumanos o degradantes y el compromiso esta­

tal de su consideración digna. 

Por otra parte, un investigador reportó como concluidos dos artículos titulados: 1) “La 
GACETA 
FEB/2010 calificación de la elección presidencial, ¿es un acto contencioso administrativo o jurisdiccional?”, 
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y 2) “Sistema de medios de impugnación en materia electoral”; ambos artículos se encuentran 
en el libro Justicia electoral, del Instituto Electoral del Distrito Federal. 

Otro investigador reportó la publicación de cuatro artículos en medios de circulación im­
presa y la participación en un programa de radio. 

2. Formación académica del personal de investigación 

Actualmente, tres funcionarias del CENADEH reciben asesoría para la elaboración de su tesis 
doctoral en el programa de tutorías que coordina el Centro Nacional. En este mes, una alum­
na se reunió con su tutor para revisar los avances logrados como parte del doctorado de la 
Universidad Nacional de Educación a Distancia (UNED). 

Además de las actividades que desarrollan los investigadores para fortalecer su formación 
académica, cinco investigadores participan en el apoyo de la dirección de la tesis de licencia­
tura y/o maestría que elaboran los cinco becarios que actualmente están adscritos al Centro 
Nacional. 

Por último, cinco miembros del Centro también participan como tutores en el programa 
que inició en el año 2007 para apoyar a los alumnos que se encuentran elaborando su pro­
yecto de tesis doctoral en la UNED o tesina de investigación en la Universidad de Castilla La-
Mancha (UCLM). 

3. Claustro Académico 

Se llevó a cabo una sesión del Claustro, en la que se expuso el tema: “Los Derechos Humanos 
en los primeros años del México independiente: el juicio sumario contra Vicente Guerrero”. 

4. Programas de formación académica 

a) Máster en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH 
con la colaboración de la Universidad de Castilla­La Mancha de España 

En febrero, el doctor Enrique Belda impartió el Módulo III. “Los derechos políticos” y el Mó­
dulo IV. “Derecho internacional de los Derechos Humanos y su protección universal”. 

El 3 de febrero el doctor Belda se reunió con cuatro alumnos que se encuentran elaboran­
do la tesina de investigación 

b) Maestría en Derechos Humanos que se imparte en el CENADEH 
con la colaboración de la Universidad Autónoma de Ciudad Juárez 

En el mes que se reporta el doctor Juan Carlos Gutiérrez impartió la materia “Prevención de 
la tortura”, la cual concluirá el 3 de marzo. 

c) Programa de Tutorías para los Doctorados de la UNED y Castilla­La Mancha 

Durante febrero se realizaron seis sesiones de tutorías para los alumnos que realizan sus tesis 
en la UNED y en la UCLM. 

5. Eventos organizados por el Centro Nacional de Derechos Humanos 

Con la finalidad de fortalecer la divulgación de los Derechos Humanos se realizaron los siguien- GACETA 
tes eventos de promoción de la cultura en la materia: 1990/2010 
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A. Eventos académicos del CENADEH: 

Evento Fecha 
Área 

responsable 
Número de 
asistentes 

1. Conferencia “Atención integral a víctimas del 
secuestro” 

11 de febrero CENADEH 22 

2. Conferencia “Incorporación de los tratados 
internacionales sobre Derechos Humanos en 
México y España” 

25 de febrero CENADEH 33 

B. Eventos organizados por otras áreas de la CNDH realizados en el CENADEH: 

Evento Fecha Área responsable 
Número  

de asistentes 

1. Comité para la Defensa y Promoción 
de los Derechos Humanos, el 
Estado de Derecho y la Cultura de la 
Legalidad y Civilidad 

18 de febrero Primera Visitaduría General 16 

2. Reunión de trabajo sobre las Mujeres 
en Reclusión 

24 de febrero 

Primera Visitaduría General 
Coordinación del Programa 
sobre Asuntos de la Mujer, 

la Niñez y la Familia 

39 

Adicionalmente a las actividades de divulgación que organizó el Centro Nacional en el 
periodo sobre el que se informa, el personal académico participó como conferencista en di­
versas actividades y/o como docente en programas académicos organizados por el Centro, 
por otras áreas de la CNDH o en eventos externos. 

En la siguiente tabla se detalla el tipo y número de actividades en las que el personal aca­
démico participó en este periodo: 

Actividades de divulgación realizadas por el personal académico.
 
Lineal (programas académicos del CENADEH y/u otras áreas de la CNDH)
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Recomendación 5/2010 
Sobre el recurso de impugnación presentado por el señor 

Margarito Rolando Caporal Neri 

SÍNtESIS: El 3 de abril de 2009, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió el recurso de 
impugnación que presentó el señor Margarito Rolando Caporal Neri en contra de la no aceptación, por 
parte del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, de la Recomendación 87/2008, que 
emitió la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos de dicha entidad federativa, dentro del ex­
pediente CODDEHUM­VG/083/2008­III. 

El recurso de impugnación se radicó en este Organismo Nacional con el número de expediente 
CNDH/3/2009/107/RI, y una vez que fue analizado el conjunto de evidencias que lo integran se ad­
virtió que autoridades del enunciado municipio desmantelaron y desalojaron una caseta metálica 
propiedad del señor Caporal Neri; asimismo, decomisaron material de construcción de la misma. 

Los hechos descritos en esta Recomendación llevaron a concluir que se conculcaron los Derechos 
Humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica y a la propiedad, contenidos en los artículos 14, párra­
fo segundo; 16, párrafo primero, y 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

Por lo anterior, el 16 de febrero de 2010 esta Comisión Nacional dirigió la Recomendación 5/2010 
al Presidente de la LIX Legislatura del Congreso del estado de Guerrero y a los miembros del H. Ayun­
tamiento de Chilpancingo de los Bravo, de dicha entidad federativa; al primero con objeto de que dé 
vista a la instancia competente, a fin de que inicie y determine, conforme a Derecho, una investigación 
para establecer la responsabilidad administrativa de quien resulte responsable respecto del incumpli­
miento de la Recomendación 87/2008, así como por la omisión en que incurrieron las autoridades del 
municipio de Chilpancingo de los Bravo durante la tramitación de la inconformidad que nos ocupa, 
en atención a las consideraciones expuestas en el capítulo de observaciones de este documento, y 
que se informe de esta circunstancia a este Organismo Nacional; y a los segundos para que giren 
instrucciones a quien corresponda para que se dé cumplimiento en todos sus términos a la citada 
Recomendación y se informe de esta circunstancia a esta Institución. 

México, D. F., a 16 de febrero de 2010 

Sobre el recurso de impugnación presentado 
por el señor Margarito Rolando Caporal Neri 

Dip. Celestino Cesáreo Guzmán 
Presidente de la Mesa Directiva de la LIX Legislatura del Congreso del Estado de Guerrero 

Miembros Del H. Ayuntamiento de Chilpancingo de Los Bravo, Guerrero. 

GACETA 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

Distinguidos señores: 1990/2010 

71 



                      

 

 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 3, último párrafo; 6, fracción 
IV; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55, 61, 62, 63, 64, 65 y 66, inciso a) de la Ley de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, así como 159, fracción IV, 160, 162, 167, 168 y 170 de su Reglamento Inter­
no, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/3/2009/107/RI, relacionado con el 
recurso de impugnación interpuesto por el señor Margarito Rolando Caporal Neri, y visto los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 17 de abril de de 2008, la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado 
de Guerrero radicó la queja interpuesta por el señor Margarito Rolando Caporal Neri, en la 
que expuso que en el mes de enero de 2008, acudió a la Delegación de la Comisión Nacional 
del Agua en dicha entidad federativa, con el objeto de solicitar autorización para instalar una 
caseta metálica para venta de miscelánea en un terreno baldío que se ubicaba sobre la calle 
Juan Jiménez Sánchez sin número, esquina con el Boulevard René Juárez Cisneros, colonia 
Balcones de Tepango, en Chilpancingo de los Bravo, ya que dicho predio se encontraba sobre 
terreno federal al margen de la barranca de Ocotepec, por lo que el 13 de febrero de ese 
mismo año se le informó que para aprobar tal solicitud debía exhibir un estudio de impacto 
ambiental expedido por la Secretaría del Medio Ambiente y Recursos Naturales, cuyos resul­
tados presentó en un documento el 13 de marzo de 2008, por lo que de manera verbal 
personal de la aludida Delegación le indicó que hiciera los pagos de derechos y que podía 
iniciar la construcción respectiva, la cual debía ser con material de herrería y lámina galvani­
zada, en tanto se emitiría el respectivo acuerdo de autorización; por lo que a mediados del 
mes de marzo de ese año inició la construcción de la caseta, terminándola los primeros días 
del mes de abril de 2008. 

No obstante lo anterior, el 15 de abril de 2008, personal adscrito a las áreas de Protección 
Civil y Gobernación del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, desmantelaron la caseta 
sin orden de autoridad competente para ello y sólo le manifestaron que ello se debía a la 
solicitud que el procurador general de Justicia del estado de Guerrero realizó al presidente 
municipal de esa localidad, en el sentido de que quitara dicha obra; que al terminar de des­
baratarla les solicitó se realizara el inventario correspondiente pero se negaron a ello, y sí, en 
cambio, lo subieron todo a una camioneta oficial y se lo llevaron. 

Que el 16 de abril de 2008, se entrevistó con el presidente y el síndico procurador del Ayun­
tamiento de Chilpancingo de los Bravo indicándole el primero que el desalojo en cuestión se 
debió a la petición que recibieron del procurador general de Justicia del estado de Guerre­
ro; que todas las zonas federales de esa ciudad estaban concesionadas a ese Municipio, por 
lo que aunque se le hubiera otorgado la autorización respectiva para instalarse en el sitio de 
referencia, ésta no tenía validez, y en consecuencia, no procedía la reparación del daño, pero 
si requería el material “dañado” se lo podía llevar. 

La queja presentada por el señor Caporal Neri dio origen al expediente CODDEHUM-VG/ 
083/2008-III de la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero. 

B. Una vez realizada la investigación correspondiente, al haberse acreditado violaciones a los 
derechos humanos a la legalidad, a la seguridad jurídica y a la propiedad, el 23 de diciembre de 
2008, la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero dirigió la 
recomendación 87/2008 al presidente municipal de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, en 
los siguientes términos: 

“PRIMERA. Se recomienda respetuosamente a usted presidente municipal Constitucio-GACETA 
FEB/2010 nal, ordenar a quien corresponda inicie y determine el procedimiento administrativo que 
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establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del estado, en contra 
de los licenciados Marco Antonio Hernández Valle, director de gobernación y asuntos 
políticos, José Luis Longinos Ramírez, director de Protección Civil, Valentín de los Ánge­
les Moreno, subdirector de Desarrollo Urbano y Ecología; así como a los señores Carlos 
Gaspar Beltrán y Francisco Montesinos Baños, dependientes de la Dirección de Gober­
nación y Asuntos Políticos; Ricardo Cabañas Millán y Santiago Vázquez Antúnez, de­
pendientes de la Dirección de Protección Civil, todos del H. Ayuntamiento Municipal de 
Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, por violar los derechos humanos del señor Mar-
garito Rolando Caporal Neri, consistentes en vulneración al derecho a la seguridad jurí­
dica y a la propiedad, imponiéndoles la sanción que legalmente corresponda. Debiendo 
informar a esta Comisión del inicio hasta la conclusión del procedimiento indicado. 

SEGUNDA. Asimismo, se le recomienda instruir a quien corresponda se cuantifique y 
se realice el pago de la reparación del daño, a favor del señor Margarito Rolando Ca­
poral Neri, como consecuencia de los actos de servidores públicos de ese municipio, de 
acuerdo con las consideraciones jurídicas de este documento. Debiendo informar a esta 
Comisión del cumplimiento a lo recomendado”. 

C. El 3 de abril de 2009, esta Comisión Nacional recibió el escrito del señor Margarito Rolan­
do Caporal Neri, por medio del cual presentó recurso de impugnación en contra de la omisión 
en la respuesta de aceptación por parte del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, a 
la recomendación 87/2008. 

D. El recurso se sustanció en esta Comisión Nacional en el expediente CNDH/3/2009/107/ 
RI, al que se agregó el informe y las constancias que obsequió la Comisión de Defensa de los 
Derechos Humanos del estado de Guerrero, los cuales serán valorados en el capítulo de 
observaciones del presente documento. 

II. EVIDENCIAS 

A. Escrito del señor Margarito Rolando Caporal Neri, mediante el cual interpuso recurso de 
impugnación ante la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero, 
el 19 de marzo de 2009. 

B. Oficio 454/2009, de fecha 30 de marzo de 2009, signado por la secretaria ejecutiva del 
enunciado organismo local, a través del cual remitió a esta Comisión Nacional copia certifi­
cada del expediente de queja CODDEHUM- VG/083/2008-III: 

C. Copia del acta circunstanciada del 15 de abril de 2008, en la que personal de la Comisión 
de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero asentó que se constituye­
ron en la calle Juan Jiménez Sánchez, Chilpancingo de los Bravo, a petición del señor Margari­
to Rolando Caporal Neri, en calidad de observadores, con el objeto de constatar el desalojo de 
un bien inmueble ubicado en ese sitio, así como del desmantelamiento de la caseta metálica 
propiedad del agraviado el cual era efectuado en esos momentos por personal de las Direc­
ciones de Gobernación y Asuntos Políticos, así como de Protección Civil del Ayuntamiento de 
esa localidad, estableciéndose que al finalizar el mismo, el material fue trasladado en una 
camioneta con logotipo de la unidad administrativa señalada en segundo término, acotando 
que a pesar de la petición expresa del agraviado, los servidores públicos en cuestión se nega­
ron a entregarle copia del inventario, que en su caso, se hubiera realizado. Agregaron que en 
el sitio en comento únicamente quedaron algunos postes y parte de los tubulares que sostu-
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D. Copia del escrito de queja, del 17 de abril de 2008, suscrito por el señor Margarito Rolan­
do Caporal Neri, al que anexó: 

E. Copia de la solicitud de servicios para la instalación de una caseta de herrería armada para 
venta de miscelánea en la calle de Juan Jiménez Sánchez, colonia Balcones de Tepango, Chil­
pancingo de los Bravo, el cual fue recibido en la Comisión Nacional del Agua, el 17 de enero 
de 2008. 

F. Copia del oficio DFG-UGA-DIRA-043-2008, del 31 de enero de 2008, firmado por el dele­
gado federal de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales en el estado de Gue­
rrero, mediante el cual otorgó la exención de la presentación de la manifestación de impacto 
ambiental (MIA) para las obras de servicio que se proponía desarrollar en la barranca de Oco­
tepec, colonia Balcones de Tepango, Chilpancingo de los Bravo. 

G. Copia del oficio BCO.00.R.5.04.3/000288, del 13 de febrero de 2008, signado por el di­
rector de Administración del Agua del Organismo de Cuenca Balsas de la Comisión Nacional 
del Agua, por medio del cual se le solicitó al señor Caporal Neri la manifestación de impacto am­
biental o exención de la misma, expedida por la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na­
turales, de conformidad a lo establecido en el artículo 21 Bis, fracción III de la Ley de Aguas 
Nacionales. 

H. Copia del oficio PM/187/2008, del 28 de abril de 2008, suscrito por el presidente muni­
cipal de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, a través del cual informó que era falso que la 
autoridad que representa hubiera dado la orden de desalojar el inmueble que poseía el señor 
Caporal Neri. 

I. Copia del oficio DGM/026/2008, del 7 de abril de 2008, firmado por el director de Gober­
nación Municipal de Chilpancingo de los Bravo, mediante el cual mencionó que no había 
ordenado el desmantelamiento ni el retiro de la caseta que refirió el quejoso. 

J. Copia del oficio sin número, del 7 de mayo de 2008, signado por el director de Protección 
Civil del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, en el que manifestó que no emitió acto 
alguno en contra del señor Caporal Neri. 

K. Copia de la comparecencia del 6 de junio de 2008, del señor Margarito Rolando Caporal 
Neri, ante personal de la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Gue­
rrero, aportando copias de 8 notas de remisión y 4 facturas de la tienda comercial “Perfia­
ceros de Chilpancingo”, con los que acreditaba la preexistencia del material de construcción 
que utilizó para su caseta; de igual forma, señaló que presentó denuncia de hechos en la 
Procuraduría General de Justicia de dicha entidad federativa, radicándose la averiguación 
previa BRA/SC/03/1035/2008. 

L. Copia de la comparecencia del 6 de junio de 2008, de los señores Javier Ramiro Caporal 
Sánchez y Mayra García Cerezo, quienes fueron testigos de los hechos narrados por el agra­
viado. 

M. Copia del oficio sin número y fecha, suscrito por personal de la Subsecretaría de Desarro­
llo Urbano del Municipio de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, al que anexó: 

N. Copia de la orden de supervisión de obra SSDU/DJ/0074/2008, del 28 de marzo de 2008, GACETA 
FEB/2010 signado por el secretario de Desarrollo Urbano. 
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O. Copia del acta administrativa circunstanciada del 28 de marzo de 2008, suscrita por per­
sonal de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano, el cual se constituyó en la calle Juan Jiménez 
Sánchez, esquina Boulevard René Juárez Cisneros, colonia Balcones de Tepango, en esa lo­
calidad, asentándose que sobre la zona federal existía una caseta metálica en proceso de 
construcción la cual no contaba con el permiso o licencia de construcción, ni los planos auto­
rizados, por lo que se le impuso a su poseedor, el señor Margarito Rolando Caporal Neri una 
multa de 30 salarios mínimos, equivalente a $1500.00 (mil quinientos pesos 00/100 M.N.), de 
conformidad a lo establecido por el artículo 149, fracción I, incisos a) y a.2 del Reglamento 
de Construcciones para el Municipio de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, indicándole que de 
no regularizar su situación se iniciaría el procedimiento administrativo correspondiente. 

P. Copia del oficio SG/DAJ/255/2008, del 1° de abril de 2008, firmado por la secretaria ge­
neral del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, por medio del cual le solicitó al subse­
cretario de Desarrollo Urbano y Ecología que, en coordinación con las Direcciones de Goberna­
ción y Asuntos Políticos, así como Protección Civil de ese Municipio, y en atención a la petición 
formulada por el procurador general de Justicia del estado de Guerrero, realizaran las accio­
nes necesarias a fin de retirar la estructura metálica que fue construida en la barranca y 
banqueta de la calle Juan Jiménez Sánchez, esquina Boulevard René Juárez Cisneros, en esa 
localidad. 

Q. Copia de la comparecencia del 12 de agosto de 2008, de los señores Carlos Gaspar Beltrán 
y Francisco Montesinos Baños, quienes manifestaron a personal de la Comisión de Defensa 
de los Derechos Humanos del estado de Guerrero, que el 15 de abril de 2008 recibieron ins­
trucciones del director de Gobernación de estar presentes en el desmantelamiento y desalo­
jo ordenado por la secretaria general del Ayuntamiento en cuestión de una caseta ubicada 
en la calle Juan Jiménez Sánchez, lo que fue realizado por personal de la Dirección de Pro­
tección Civil. 

R. Copia de la comparecencia del 12 de agosto de 2008, de los señores Ricardo Cabañas 
Millán y Santiago Vázquez Antúnez, quienes señalaron a personal del enunciado organismo 
local, que en el mes de abril de 2008 el director de Protección Civil les ordenó desmantelar 
y desalojar una caseta metálica colocada en forma irregular en la calle Juan Jiménez Sánchez, 
lo cual harían conjuntamente con personal de la Dirección de Desarrollo Urbano, por lo que 
al terminar el trabajo encomendado realizaron el inventario respectivo y trasladaron el mate­
rial a la bodega del Ayuntamiento conocida como “La Bloquera”. 

S. Copia del oficio SG/DAJ/767/2008, del 23 de julio de 2008, signado por la secretaria ge­
neral del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, a través del cual indicó que solamente 
giró instrucciones a las autoridades respectivas para que en ámbito de su competencia apo­
yaran la solicitud de la Procuraduría General de Justicia del estado de Guerrero, en el sentido 
de retirar la aludida caseta de estructura metálica por estar ocupando ilegalmente una zona 
federal, anexando parta tal efecto copia del diverso PGJE/215/2008, del 27 de marzo del 
año en cita, suscrito por el titular de la mencionada Procuraduría. 

T. Copia de la recomendación 87/2008 que la Comisión de Defensa de los Derechos Huma­
nos del estado de Guerrero dirigió el 23 de diciembre de 2008 al presidente municipal de Chil­
pancingo de los Bravo, en dicha entidad federativa. 

U. Oficio PM/216/2009, del 3 de junio de 2009, a través del cual el titular del aludido Ayun­
tamiento informó que no aceptaba la recomendación de referencia. GACETA 
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V. Oficio BOO.00.02.03, del 6 de julio de 2009, firmado por la gerente de Procedimientos 
Administrativos de la Comisión Nacional del Agua, mediante el cual informó que el 8 de di­
ciembre de 2003 se otorgó al señor Margarito Rolando Caporal Neri título de concesión 
número 04GRO114987/20EGGEO4, con vigencia de 10 años, respecto de una fracción de 
terreno de 21.92 metros cuadrados sobre el margen izquierdo de la barranca de Ocotepec. 

Agregó que se dependencia federal no fue notificada por las autoridades estatales y mu­
nicipales de Guerrero sobre el desalojo de la obra que el señor Margarito Rolando Caporal 
Neri construyó en zona federal bajo su administración. 

W. Oficio PGJE/50/2009, del 9 de julio de 2009, signado por el procurador general de Jus­
ticia del estado de Guerrero, por medio del cual informó que en su consideración la caseta 
construida por el señor Margarito Rolando Caporal Neri constituía un riesgo para la seguridad 
del personal que labora en esa institución por su cercanía con el edificio principal, por lo que 
solicitó la intervención del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo por ser la autoridad 
administrativa competente para tomar las medidas pertinentes, sin que tal situación la hubie­
ra hecho del conocimiento de la Comisión Nacional del Agua. 

X. Oficios V3/27665 y V3/31135, del 25 de junio y 15 de julio de 2009, respectivamente, a 
través de los cuales este organismo nacional solicitó al presidente municipal de Chilpancingo 
de los Bravo, Guerrero, un informe fundado y motivado en el que indicara cuál era el procedi­
miento que lleva a cabo ese Ayuntamiento para retirar construcciones que ocupan la vía pú­
blica, y si en el caso que nos ocupa, se instauró el mismo; si se efectuó inventario de las cosas 
que se hallaban en la caseta ubicada en la calle de Juan Jiménez Sánchez, el lugar al que 
fueron llevadas las mismas y si, en su momento, fueron entregadas al agraviado; si para estar 
en posibilidad de llevar a cabo el retiro y/o desmantelamiento del aludido inmueble se con­
sultó a la Comisión Nacional del Agua les informará sobre la concesión del señor Caporal Neri 
para instalar su negocio en el sitio en comento, al tratarse de una zona federal, así como los 
acuses de recibo 24404 y 27539 del 3 y 22 de julio del año próximo pasado. 

Y. Cuatro actas circunstanciadas de fechas 20 de agosto, 12, 28 de octubre y 10 de diciem­
bre de 2009, en las que se hizo constar las gestiones realizadas por personal adscrito a esta 
Comisión Nacional ante la Presidencia Municipal de Chilpancingo de los Bravo, a efecto de co­
nocer si se dio respuesta a los informes solicitados. 

III. SITUACIóN JURÍDICA 

El 17 de abril de 2008, se recibió en la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del 
estado de Guerrero, ocurso suscrito por el señor Margarito Rolando Caporal Neri, en contra 
de autoridades del Ayuntamiento de Chilpancingo, Guerrero, por el desmantelamiento de una 
caseta metálica que tenía en posesión para venta de miscelánea sobre terreno federal, ubica­
do en la calle Juan Jiménez Sánchez sin número, esquina con el Boulevard René Juárez Cis­
neros, colonia Balcones de Tepango, en Chilpancingo de los Bravo. 

La Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero inició el expe­
diente CODDEHUM-VG/083/2008-III y, una vez agotada la investigación correspondiente, el 
23 de diciembre de 2008 dirigió la recomendación 87/2008 al presidente municipal de Chil­
pancingo de los Bravo. 

La referida autoridad municipal ante el enunciado organismo local fue omisa en contestar 
sobre la aceptación o no del pronunciamiento en cuestión, por lo que el 19 de marzo de 2009 GACETA 

FEB/2010 el señor Margarito Rolando Caporal Neri presentó el recurso de impugnación de mérito. 
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IV. OBSERVACIONES 

Esta Comisión Nacional considera que el recurso de impugnación en contra de la no acepta­
ción de la recomendación 87/2008 por parte del presidente municipal de Chilpancingo de 
los Bravo, Guerrero, promovido por el señor Margarito Rolando Caporal Neri, el cual fue sus­
tanciado en el expediente CNDH/3/2009/107/RI, es procedente y fundado, ya que de la valo­
ración lógico-jurídica que se realizó al conjunto de evidencias que integran el presente asunto 
quedó acreditado que se transgredieron los derechos humanos a la legalidad, a la seguridad 
jurídica y a la propiedad, en agravio del señor Caporal Neri; lo anterior, en atención a las si­
guientes consideraciones: 

De las constancias existentes en el sumario CODDEHUM-CRM/038/2008-II se desprende 
que la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero observó que el 
15 de abril de 2008, personal adscrito a las áreas de Protección Civil y Gobernación del Ayun­
tamiento de Chilpancingo de los Bravo, desmantelaron y desalojaron una caseta metálica, 
evento cuyas circunstancias de tiempo, modo, lugar y ocasión quedaron precisadas en el con­
texto de la presente recomendación. 

Así, en primer término es oportuno señalar que el desmantelamiento ilegal de la caseta 
metálica, constituye un acto de molestia sin motivación y fundamentación legal que afectó 
directa y gravemente el patrimonio del quejoso. 

Sobre el particular, cabe decir que la acción que origina el acto de molestia debe prever 
la situación concreta y aducir los motivos que justificaran su aplicación, basándose en las cir­
cunstancias y modalidades objetivas del asunto en específico, las cuales deben estar estrecha­
mente relacionadas con una norma aplicable al caso concreto, pues en ella va a operar o 
surtir sus efectos; lo anterior, con la finalidad de que el afectado pueda conocerlos y estar 
en condiciones de producir su defensa, lo que en el asunto que nos ocupa no aconteció, toda 
vez que la aludida autoridad municipal emitió una orden sin que previamente se hubiera 
llevado a cabo el procedimiento previsto por los artículos 106, 107, 108 y 110, de la Ley de 
Desarrollo Urbano; así como 1, 337, 338, fracción IV y 340, fracción I, del Reglamento de Cons­
trucciones para los Municipios, ambos del estado de Guerrero, en el que se otorgara al que­
joso la garantía de audiencia y una vez agotada se hubiere determinado el desalojo del predio 
en cuestión, por lo que dejaron de observarse las formalidades esenciales del procedimiento 
administrativo y se conculcaron los derechos humanos a la legalidad y a la seguridad jurídica 
contenidos en los artículos 14, párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos. 

El primero de los mencionados preceptos indica que la autoridad únicamente puede afec­
tar la esfera jurídica del gobernado cuando existe una ley vigente que permite encuadrar los 
hechos a la hipótesis normativa, siguiendo las formalidades que para el efecto señala la pro­
pia legislación. En tanto, el segundo establece las condiciones que ha de satisfacer todo acto 
de autoridad para que tenga validez y produzca efectos jurídicos, como son que provenga de 
autoridad competente y se encuentre debidamente fundado y motivado, de manera que la 
decisión de desmantelar y desalojar la referida caseta metálica constituye la vulneración de 
tales derechos. 

Es imperativo acotar que el derecho humano a la seguridad jurídica deviene de la confian­
za que se deposita en el irrestricto respeto del orden jurídico y el correcto y oportuno funcio­
namiento de los mecanismos que hacen válida su observancia, lo cual tampoco aconteció en 
el caso. 

El derecho humano de audiencia consiste en que se debe otorgar garantía a toda persona 
para que acuda en su defensa ante los órganos decisorios competentes, los cuales deben 
ajustar su proceder a las formalidades contempladas por la legislación de la materia y, por 
regla general, esa audiencia debe ser previa a la emisión del acto resolutorio de autoridad, GACETA 
así como a la protección de la ley contra quien no reconozca y respete esos derechos, previs- 1990/2010 
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tos en los numerales 12 y 17.2, de la Declaración Universal de Derechos Humanos; 14.1 y 26, 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así como 1, 8.1 y 11. 2, de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, reconocidos en nuestro país como ley suprema, 
en términos del artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

A mayor abundamiento, tomando en cuenta la interpretación del artículo 16 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contenida en la jurisprudencia obligatoria 
generada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el apén­
dice 1985, del Semanario Judicial de la Federación, en el sentido de que “las autoridades sólo 
pueden hacer lo que la ley les permite”, es indudable que al realizar personal de las Direccio­
nes de Gobernación y Asuntos Políticos y de Desarrollo Urbano y Ecología, así como Protección 
Civil del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo un acto de molestia en contra del agra­
viado, que no estaba debidamente fundado y motivado en alguna ley, vulneró el principio 
de legalidad antes mencionado, contraviniendo con ello lo establecido en el artículo 46, frac­
ciones I y XXI de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del estado de Gue­
rrero, en virtud de que los servidores públicos sólo pueden realizar aquellos actos derivados 
del ejercicio de las facultades específicas que la ley les otorga, y al no acatar dicho principio, 
se violentó el Estado de derecho. 

La actuación irregular acreditada no puede ser consentida dentro del Estado de derecho, 
entendido como aquel régimen que cuenta con un cuerpo normativo que, en el caso, tuvo 
que ser respetado, sobre todo, por el propio estado, a través de sus funcionarios o servidores 
públicos, quienes deben obrar en virtud de la ley y conforme a sus atribuciones para ejercer 
la autoridad necesaria en el debido desempeño de sus tareas. 

Independientemente de lo anterior, es pertinente mencionar, que para esta Comisión Na­
cional no pasa desapercibido que la Comisión Nacional del Agua otorgó al señor Margarito 
Caporal Neri título de concesión número 04GRO114987/20EGGEO4, con vigencia de 10 años, 
respecto de una fracción de terreno de 21.92 metros cuadrados sobre el margen izquierdo 
de la barranca de Ocotepec. 

Por lo que la autoridad competente para efectuar el retiro de la construcción en cita, de 
conformidad a lo dispuesto por los artículos 119, fracciones IV y VIII, 22, de la Ley de Aguas 
Nacionales; así como 81 y 82 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, era dicha 
institución nacional, aún más, no obstante esta particularidad conocida por las autoridades 
municipales y como muestra de su irregular proceder omitieron dar aviso a la Comisión Na­
cional del Agua sobre la petición de la Procuraduría General de Justica del estado de Guerre­
ro con el objeto de que se llevara a cabo el desalojo de la obra en cuestión como medida de 
seguridad pública. 

Respecto a la afirmación del señor Caporal Neri, en el sentido de que los bienes que le con­
fiscó personal de las Direcciones de Gobernación y Asuntos Políticos, así como de Protección 
Civil del Ayuntamiento de Chilpancingo de los Bravo, fueron trasladados a las instalaciones de 
dicho Municipio, sin contar con mandamiento alguno expedido por autoridad competente. 

Del análisis de las constancias que existen en el expediente en que se actúa, se desprende 
que tal situación se robustece con la diligencia del 15 de abril de 2008, efectuada por perso­
nal de la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del estado de Guerrero, en la que 
observaron que posterior a la destrucción de la referida caseta metálica, el material de la 
misma fue trasladado en una camioneta con logotipo de la segunda de las autoridades mu­
nicipales invocada; de igual forma, con lo declarado por los señores Ricardo Cabañas Millán 
y Santiago Vázquez Antúnez, ante servidores públicos del enunciado organismo local, quienes 
fueron similares en señalar que en el mes de abril de 2008 el director de Protección Civil les 
ordenó desmantelar y desalojar dicho inmueble, por lo que al terminar el trabajo encomen­
dado trasladaron el material a una bodega del Ayuntamiento conocida como “La Bloquera”. 

Lo anterior, se corrobora con los testimonios de los señores Javier Ramiro Caporal Sánchez 
y Mayra García Cerezo, quienes señalaron a servidores públicos de esa institución estatal, que 

GACETA 
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cingo de los Bravo desmantelaron una caseta metálica propiedad del señor Margarito Ro­
lando Caporal Neri, llevándose el material respectivo en camionetas oficiales, sin darle a la 
persona afectada algún recibo o inventario de lo que trasladaban. 

Por lo tanto, es evidente que la actuación de los referidos servidores públicos es violatoria 
de los derechos de legalidad y de seguridad jurídica establecidos en los artículos 14, párrafo 
segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Al respecto, el derecho de seguridad jurídica implica la existencia de un orden que regule la 
actuación de las autoridades y dé certeza a los gobernados de que dichas autoridades res­
petarán ese orden, y que el individuo tendrá la seguridad de que su situación jurídica no será 
modificada más que por procedimientos regulares establecidos previamente. Sin embargo, 
en el caso que nos ocupa la referida autoridad municipal se apropió de forma violenta de los 
bienes existentes en el predio desalojado sin título legítimo y sin contra prestación alguna, lo 
cual se encuentra prohibido en el artículo 22, primer párrafo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos. 

Por otra parte, el derecho a la legalidad exige que todo acto emanado de los órganos del 
Estado debe estar debidamente fundado y motivado, lo cual, evidentemente, tampoco sucedió 
en el presente caso, pues, como ya se explicó, no se contaba con la correspondiente orden. 

Asimismo, se transgreden los numerales 17.1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos; así como 21, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; los cua­
les señalan que nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su fa­
milia, domicilio o su correspondencia. 

Resulta importante señalar que los días 25 de junio y 15 de julio de 2009, esta Comisión 
Nacional solicitó al presidente municipal de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero, que infor­
mará el procedimiento que lleva a cabo ese Ayuntamiento para retirar construcciones que 
ocupan la vía pública, y si en el caso, se instauró el mismo; si se efectuó inventario de las co­
sas que se hallaban en la aludida caseta metálica y el lugar al que fueron llevadas las mismas; 
si se consultó a la Comisión Nacional del Agua sobre la concesión o no al señor Caporal Neri 
para instalar su negocio en el sitio en que se encontraba al tratarse de una zona federal; 
empero, aun cuando la instancia referida acusó recibo de las peticiones formuladas por este 
organismo nacional, no se dio respuesta a tales requerimientos, por lo que, en términos del 
artículo 65 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se presumen como 
ciertos los hechos manifestados por el señor Margarito Rolando Caporal Neri. 

Por lo expuesto, esta Comisión Nacional considera que el incumplimiento por parte de la 
autoridad municipal en cuestión a proporcionar de forma oportuna y veraz toda la información 
y datos solicitados se traduce en una infracción grave que conlleva un repudio al orden jurí­
dico establecido, lo que podría derivar en responsabilidad administrativa, de conformidad a 
lo previsto por los artículos 70 y 72 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos; así como 46, fracciones I y XXI, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos; 
244, párrafo segundo y 246, de la Ley Orgánica Municipal, ambas del estado de Guerrero. 

La citada recomendación al estar debidamente fundada y motivada, debió ser aceptada 
en sus términos por la autoridad responsable, pues lo contrario, en opinión de esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos se puede interpretar como una actitud de desprecio a la 
cultura de la legalidad, y una falta de colaboración en la tarea de la protección no jurisdiccio­
nal de los Derechos Humanos. 

Las recomendaciones emitidas por los organismos protectores de derechos humanos, re­
quieren de la buena voluntad, disposición política y los mejores esfuerzos de las autoridades 
a quienes se dirigen para su aceptación y cumplimiento. 

Ante el panorama descrito, resulta necesario que usted, señor diputado en calidad de 
presidente de la LIX Legislatura del Congreso del estado de Guerrero se imponga de las accio­
nes y omisiones descritas en el cuerpo de esta recomendación, atribuidas al presidente mu­
nicipal de Chilpancingo de los Bravo, para que, en el ámbito de sus facultades y atribuciones, 

GACETA 
determine lo que en derecho proceda, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 47, 1990/2010 
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fracciones XXVI y XXIX Bis, 112 y 113, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Guerrero, así como 8, fracciones XXVI y XXX, 162 y 167, de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo de dicha entidad federativa. 

Por lo expuesto y fundado, esta Comisión Nacional confirma la recomendación 87/2008, 
del 23 de diciembre de 2008, que la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del 
Estado de Guerrero dirigió al presidente municipal de Chilpancingo de los Bravo, y en térmi­
nos de lo previsto por los artículos 66, inciso a), de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 168 de su Reglamento Interno. 

Por lo tanto, esta Comisión Nacional se permite formular respetuosamente a ustedes, las 
siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

A usted señor presidente de la LIX Legislatura del Congreso del estado de Guerrero: 

ÚNICA. Se dé vista a la instancia competente, a fin de que inicie y determine, conforme a de­
recho, una investigación para establecer la responsabilidad administrativa respecto del incum­
plimiento de la recomendación en cita, así como por la omisión en que incurrieron las auto­
ridades del municipio de Chilpancingo de los Bravo durante la tramitación de la inconformidad 
que nos ocupa, en atención a las consideraciones expuestas en el capítulo de observaciones 
de este documento y se informe de esta circunstancia a la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos. 

A los miembros del H. Ayuntamiento Constitucional de Chilpancingo de los Bravo, Guerrero. 

ÚNICA. Instruyan a quien corresponda para que se dé cumplimiento en todos sus términos 
a la recomendación 87/2008 emitida por la Comisión de Defensa de los Derechos Humanos del 
estado de Guerrero el 23 de diciembre de 2008 y se informe de esta circunstancia a la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conducta 
irregular por parte de servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente 
les confiere la ley, como de obtener la investigación que proceda por parte de las dependen­
cias administrativas o cualesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus 
atribuciones apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con los artículos 46, párrafo segundo, y 66, inciso a), de la Ley de la Co­
misión Nacional de los Derechos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta sobre la acep­
tación de esta recomendación, en su caso, se informe dentro del término de quince días hábiles 
siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se solicita, en su caso, que las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la recomendación que se les dirige, se envíen a esta 
Comisión Nacional dentro de un término de quince días hábiles siguientes a la fecha en que 
haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la presente reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esta circunstancia. 

EL PRESIDENTE 
GACETA 

DR. RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA FEB/2010 
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Recomendación 6/2010 
Caso de atención médica inadecuada en agravio de V1 

SÍNtESIS: El 24 de octubre de 2008, esta Comisión Nacional recibió la queja de Q1, en la que mani­
festó presuntas violaciones a los Derechos Humanos, cometidas en agravio de V1, por servidores pú­
blicos del Hospital Juárez de México, por lo que se inició el expediente CNDH/1/2008/5301/Q. 

Del análisis lógico­jurídico realizado a las constancias que integraron el expediente respectivo, se ad­
virtió que el 24 de octubre del 2008, personal de esta Comisión Nacional se presentó en ese hospital, 
dando fe de que V1 tenía un cuidado médico inadecuado, sin que hubiera algún médico de base que 
lo atendiera, dejando su cuidado a médicos residentes del Servicio de Nefrología, quienes ignoraban 
sus condiciones clínicas y omitieron la recolocación de venoclisis, para hidratar y pasar el medicamen­
to. Por lo anterior, se le pidió a un médico residente de Nefrología que atendiera a V1 para que lo ca­
nalizara nuevamente y le suministrara alimento en papilla, en espera de que mejoraran sus condiciones 
clínicas. 

Al día siguiente, el personal de esta Comisión Nacional encontró a V1 en franco estado de ence­
falopatía urémica, sin que respondiera a ningún estímulo externo, y al no encontrar médicos de base 
solicitó a los residentes que le colocaran un catéter rígido para la realización de diálisis peritoneal ur­
gente con la finalidad de salvar su vida, toda vez que la encefalopatía urémica es considerada una 
urgencia quirúrgica, la cual pasó inadvertida por los médicos y residentes tratantes. 

En este contexto, por no haberse realizado la diálisis de forma urgente, V1 presentó una evolución 
desfavorable, ya que presentó sangrados por baja en las plaquetas, no obstante que recibió transfu­
siones de plasma fresco congelado; sin embargo, V1 sufrió un paro cardiorrespiratorio, por lo que lo 
trasladaron a terapia intensiva, en donde permaneció hasta su fallecimiento el 25 de noviembre de 
2008. Todo lo anterior era previsible y no se evitó, debido a la inadecuada atención médica que recibió 
V1 durante su estancia en el citado hospital. 

Ahora, si bien es cierto que V1 presentaba insuficiencia renal crónica avanzada, sin opción de ser 
reversible al ingresar al Hospital Juárez de México, también lo es que tenía el derecho a que se le brin­
dara atención médica adecuada para mejorar sus condiciones de vida, puesto que de haber ingresado 
al programa de diálisis peritoneal ambulatoria tendría posibilidades de vivir más tiempo y en buenas 
condiciones, posibilidad que le negó el personal médico de dicho hospital. 

Para esta Comisión Nacional el hecho de que V1, dada la gravedad de su estado de salud, no reci­
biera la atención por parte de los médicos de base o, en su defecto, de los médicos residentes bajo la 
supervisión de médicos de base, contraviene lo dispuesto por la Norma Oficial Mexicana NOM­090­
SSA1­1994 Para la Organización y Funcionamiento de Residencias Médicas. 

En este orden de ideas, esta Comisión Nacional consideró que la actuación de los médicos del cita­
do hospital, responsables de la atención proporcionada a V1, vulneró el derecho a la protección de la 
salud y pusieron en riesgo su vida, contrario a lo previsto en los artículos 4o., párrafo tercero, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2, fracción V; 19; 21; 23; 27, fracción III; 32; 33, 
fracciones I y II; 34, fracción I; 35, y 51, de la Ley General de Salud, así como 48 del Reglamento de la 
Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, e incumplieron con las 
obligaciones contenidas en el artículo 8, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Ad­
ministrativas de los Servidores Públicos. 

Igualmente, los médicos de ese hospital no atendieron las disposiciones relacionadas con el derecho GACETA 
a la protección de la salud, previstas en los artículos 12.1, y 12.2, inciso d), del Pacto Internacional de 1990/2010 
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Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
así como 10.1, y 10.2, inciso a), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena efectividad 
y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos, preceptos que ratifican el contenido 
del artículo 4o., párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Acorde con el Sistema No Jurisdiccional de Protección de los Derechos Humanos, se considera 
procedente que se repare el daño a los familiares de V1, de conformidad con los artículos 113, segun­
do párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 44, párrafo segundo, de la 
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 1915, 1917 y 1918 del Código Civil Federal, 
así como 1, 2 y 9 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado. 

En consecuencia, el 18 de febrero de 2010 este Organismo Nacional emitió la Recomendación 
6/2010, dirigida al Director General del Hospital Juárez de México, a fin de que se proceda a la repa­
ración del daño en términos del artículo 20, apartado B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como de los preceptos reconocidos en la Declaración sobre los Principios Fun­
damentales de Justicia para las Víctimas del Delitos y del Abuso del Poder, ocasionado a los familiares 
de V1; asimismo, que se diseñe e imparta al personal médico y de enfermería un programa integral de 
capacitación y formación en materia de Derechos Humanos, con especial énfasis en el contenido, 
manejo y observancia de las Normas Oficiales Mexicanas en materia de Salud; de igual manera, que 
instruya a quien corresponda para colaborar ampliamente con esta Comisión Nacional en el inicio y 
trámite de la queja que se promueva ante el Órgano Interno de Control de ese Hospital, así como en 
las investigaciones derivadas de la denuncia que con motivo de los hechos se presente ante la Procu­
raduría General de la República, por tratarse de servidores públicos federales los involucrados. 

México, D.F., a 18 de febrero de 2010 

Caso de atención médica inadecuada en agravio de V1 

Dr. José Adrián Rojas Dosal 

Director General del Hospital Juárez de México
 
Presente
 

Distinguido señor director general: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en los artículos 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 3, párrafo primero; 6º fracciones I, II y III; 15, 
fracción VII; 24, fracciones II y IV; 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 
así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su reglamento interno, ha examinado los elementos 
contenidos en el expediente CNDH/1/2008/5301/Q, relacionados con la queja presentada por Q1 y 
visto los siguientes: 

I. HECHOS 

El día 24 de octubre de 2008 la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió vía te­
lefónica, la queja de Q1 por la que dio a conocer presuntas violaciones en agravio de V1, 
hombre de 52 años de edad quien ingresó al área de urgencias del Hospital Juárez de Méxi­
co en el Distrito Federal el día 6 de octubre de 2008, por sufrir, según el dicho de Q1, un paro 
cardíaco y que fue dado de alta ese mismo día, después de haber sido atendido por los mé­
dicos de dicho hospital. 

Agregó que al día siguiente, V1 reingresó al Hospital Juárez de México por presentar otras 
complicaciones de salud, y esta vez, los médicos le diagnosticaron daño en los riñones y or-GACETA 

FEB/2010 denaron su internamiento en el servicio de nefrología de ese hospital. 
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Manifestó que el día 24 de octubre de 2008, los médicos que atendían a V1 le informaron 
que sería dado de alta por encontrarse en condiciones de salud estable, indicándole a V2, 
hijo de V1, que lo trasladara a otro hospital para que le practicaran un tratamiento de diálisis; 
en ese contexto, Q1 mencionó que V1, al momento de ser dado de alta del Hospital Juárez de 
México, no tenía control sobre su cuerpo, no podía hablar y en general estaba muy débil, por 
lo que pidió la intervención de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para evitar 
que dicho paciente fuera dado de alta hasta que sus condiciones de salud lo permitieran. 

Adicionalmente, con motivo de lo anterior, el 26 de octubre de 2008, V2 presentó una de­
nuncia de hechos ante la Procuraduría General de la República, por la probable comisión del 
delito de lesiones por responsabilidad médica, en contra de quien o quienes resultaran res­
ponsables. El 25 de noviembre de 2008, V1 falleció. 

II. EVIDENCIAS 

A. Queja de Q1, recibida vía telefónica por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
el 24 de octubre de 2008. 

B. Actas circunstanciadas elaboradas por personal de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, en las que se asentaron los resultados de las visitas realizadas a V1, en el Hospital 
Juárez de México en el Distrito Federal, los días 24 y 25 de octubre de 2008. 

C. Acta circunstanciada elaborada por personal de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos el 31 de octubre de 2008, en la que se hizo constar que V2 presentó una denuncia 
de hechos ante la delegación de la Procuraduría General de la República en el Distrito Federal. 

D. Oficio de 9 de diciembre de 2008, suscrito por el titular de la Unidad Jurídica y apoderado 
legal del Hospital Juárez de México, recibido en la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos el 11 de diciembre de ese año, enviado como respuesta al requerimiento formulado por 
la esta Comisión Nacional, al que anexó las copias de los resúmenes y del expediente clínico 
sobre la atención médica ofrecida a V1, destacando, entre otras, la nota médica del 25 de 
noviembre de 2008 sobre su fallecimiento. 

E. Oficio de 9 de febrero de 2009, suscrito por el director general de Promoción de la Cultu­
ra en Derechos Humanos, Atención a Quejas e Inspección de la Procuraduría General de la 
República, recibido en la Comisión Nacional de los Derechos Humanos el 10 de febrero de 
2009, con el cual, informó sobre la existencia y radicación de una denuncia en la delegación 
de esa procuraduría en el Distrito Federal. 

F. Oficio de 26 de mayo de 2009, suscrito por el titular de la Unidad Jurídica y apoderado 
legal del Hospital Juárez de México, recibido en la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos el 28 de mayo de ese año, en el que complementó la información solicitada por este 
organismo nacional. 

G. Oficio de 10 de junio de 2009, suscrito por el director general de Promoción de la Cultura 
en Derechos Humanos, Atención a Quejas e Inspección de la Procuraduría General de la Re­
pública, recibido en la Comisión Nacional de los Derechos Humanos el 11 de junio de ese 
año, con el cual informó sobre el estado que guardaba la averiguación previa derivada de la 
denuncia presentada por V2. 

H. Opinión médica emitida el 6 de agosto de 2009, por la Coordinación de Servicios Pericia­
les de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en la que expresa las consideraciones GACETA 
técnicas sobre la atención médica proporcionada a V1. 1990/2010 
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I. Acta circunstanciada de fecha 21 de enero de 2010, levantada por personal de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos con motivo de la llamada telefónica realizada al agente 
del Ministerio Público de la Federación, adscrito a la Subdelegación de Procedimientos Espe­
ciales de la Delegación de la Procuraduría General de la República en el D.F., en la que se 
hace constar que la averiguación previa iniciada por V2 aún se encontraba en trámite de 
integración. 

III. SITUACIóN JURÍDICA 

V1 ingresó al Hospital Juárez de México el 6 de octubre de 2008, fue dado de alta ese mismo 
día y reingresó al día siguiente; recibió atención médica en dicho hospital donde le diagnos­
ticaron un cuadro de diabetes mellitus, hipertensión arterial, insuficiencia cardiaca congestiva 
clase II-V y función renal deteriorada; sin embargo, el día 22 de octubre de 2008 el médico 
que lo estaba tratando, ordenó que le suspendieran el tratamiento que se le estaba propor­
cionando, por lo cual se le retiró el catéter rígido para casos de diálisis peritoneal y le suspen­
dieron las soluciones que le suministraban, para ser dado de alta ese mismo día por conside­
rarlo estable. 

V2 se opuso a dicha determinación del médico tratante, en virtud de que a simple vista, en 
su opinión, V1 no se encontraba en condiciones para suspenderle el tratamiento, mucho me­
nos para darlo de alta; por lo que, ante su insistencia, V1 continuó internado, pero con la 
salvedad de que se le reinició el tratamiento hasta el 25 de octubre de 2008, en que V1 
presentó un cuadro grave de encefalopatía urémica y plaquetomía, entre otros aspectos 
delicados. El 26 de octubre de 2008, V2 presentó una denuncia ante el agente del Ministerio 
Público de la Federación con motivo de los hechos hasta ese momento transcurridos, la cual, 
al día 21 de enero de 2010 continuaba en trámite para su integración. 

El 25 de noviembre de 2008, V1 falleció debido a la inadecuada atención que le propor­
cionaron los médicos que lo trataron en el Hospital Juárez de México. 

Con el propósito de proteger la identidad de las víctimas, a fin de asegurar que sus nom­
bres y datos personales no sean divulgados, se omitirá su publicidad, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 4, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos y 147 de su reglamento interno. Solamente se pondrán en conocimiento de 
las autoridades recomendadas, a través de un listado adjunto en que se describe el significa­
do de las claves utilizadas, con el compromiso de que éstas dicten las medidas de protección 
correspondientes. 

IV. OBSERVACIONES 

De las visitas realizadas por personal de la CNDH a V1, de la información solicitada al Hospi­
tal Juárez de México, y con base en el análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de evidencias 
que integran el expediente CNDH/1/2008/5301/Q, la Comisión Nacional de los Derechos Hu­
manos considera que existen elementos que acreditan violaciones a los derechos a la protec­
ción a la salud, y como consecuencia a la vida, en agravio de V1, por parte de los médicos que 
lo atendieron en el Hospital Juárez de México, en atención a las siguientes consideraciones: 

El 24 de octubre del 2008, visitadores adjuntos de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos se trasladaron al Hospital Juárez de México en el Distrito Federal, para verificar el 
estado de salud y tipo de atención médica proporcionada a V1. En ese acto, la subdirectora 
médica del Hospital Juárez de México, encargada de la guardia los fines de semana, permitió 
la visita de V1, así como la consulta del expediente clínico, en el que la nota médica sobre su GACETA 

FEB/2010 estado de salud contenía la información relativa a la atención médica proporcionada: 
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a) Nota de egreso hospitalario: V1 Ingreso: 07 de octubre 2008. Egreso octubre 2008. Diag­
nóstico de ingreso: Síndrome urémico/Síndrome anémico secundario a ERC estadio V, insu­
ficiencia cardiaca clase funcional II, acidosis metabólica descompensada/neuropatía diabéti­
ca, hipertensión arterial sistémica, neumonía adquirida en la comunidad resuelta. 

b) Diagnóstico de egreso: Síndrome urémico remitido, enfermedad renal crónica estadio 
V, neuropatía diabética, acidosis metabólica compensada, síndrome urémico, insuficiencia 
cardiaca clase funcional II, hipertensión en control. Masculino de 52 años de edad el cual 
tiene como antecedentes de importancia: Diabetes Mellitus tipo 2, desde hace 10 años, hi­
pertensión arterial de recién diagnóstico. Ingresa inicialmente al servicio de medicina interna 
por iniciar PA con un mes previo a su ingreso caracterizado por disnea, astenia, adinamia, agu­
dizándose el cuadro y agregándose disnea paroxística nocturna, edema de miembros infe­
riores, tos, expectoración, esputo verdoso, en el servicio de medicina interna. 

c) Que V1 fue manejado con diurético por falla cardiaca, respondiendo parcialmente al tra­
tamiento a base de ceftriaxona por neumonía adquirida en la comunidad, con resolución de 
cuadro; sin embargo con incremento progresivo de azoados y disminución de flujos urinarios 
con repercusión del equilibrio ácido base. Motivo por lo que ingresó al servicio por síndrome 
urémico colocándose catéter rígido previo con consentimiento informado, con balance ne­
gativo y resolución de síndrome, sus laboratorios de control 13,330 leucocitos, Hb 11.4; crea­
tinina 7.2; urea 145, se realizó estudio socioeconómico por trabajo social; sin embargo, no 
cumplió con todas las condiciones por lo que se egresó del servicio con referencia a segundo 
nivel de atención para continuar tratamiento sustitutivo de la función renal. 

d) Que el 22 octubre 2008 fue dado de alta por mejoría, pero V2 no quiso llevárselo, ale­
gando que no estaba en condiciones de salir; además, los médicos refirieron que por continuar 
éste en conflicto con el área médica, esperaban indicaciones de la dirección médica pues V2 
fue a hablar con el doctor Conde Mercado. Laboratorio: Creatinina 9.4; glucosa 181 mg/dl; 
Na 138. K 4.1; urea 171. Hb 13.1; Hto 38.1, plaquetas 171 ml, leucos 12,480. Medicamento: 
Aloperidol, prazocina, metoprolol y amilodipino. 

El 24 de octubre de 2008, personal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos al 
verificar el estado de salud de V1, lo encontró somnoliento, con dificultad para hablar y sin 
poder ingerir alimentos, observaron además que éstos no correspondían con la dieta reque­
rida. Asimismo, dieron fe de que V1, al intentar tomar líquidos, se le escurrían por la comi­
sura labial; advirtieron también que en la hoja de control levantada por el servicio de enfer­
mería del hospital se señalaba que desde el 22 de octubre se le suministraba medicamento 
molido, a través de una jeringa; además de verificar que permanecía recostado con edema 
en miembros inferiores y superiores y sin poder caminar. 

Posteriormente, los visitadores de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos acudie­
ron al área de descanso de los médicos a entrevistarse con el médico de guardia de fin de 
semana, que ese día era el doctor César Urtiz, médico residente, al que hicieron de su cono­
cimiento que V1 no estaba en condiciones de ser dado de alta, ya que presentaba un cuadro 
de deshidratación, y las cifras de urea y creatinina eran demasiado elevadas, por lo que ame­
ritaba un procedimiento de diálisis peritoneal o hemodiálisis urgente, que le colocaran nue­
vamente soluciones vía venosa, así como una sonda naso gástrica para alimentación paren­
teral especial por papilla, y que le administraran alimentación licuada. 

El doctor César Urtiz respondió que no estaban presentes médicos de base que pudieran 
resolver problemas urgentes como el de V1, por lo que los visitadores de la CNDH decidieron 
solicitar a la subdirectora médica de guardia, que tomara las medidas necesarias para que se 
le otorgara a V1 la atención médica que requería; sin embargo, al acudir a su oficina en ese mo­
mento solamente se encontraba su secretaria, quien informó que dicha subdirectora había 
salido a comer, tomó nota de los datos de V1 y de los requerimientos, señalando que poste­
riormente lo revisarían. 

El 25 de octubre del 2008, personal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
GACETA 

acudió al Hospital Juárez de México, con la finalidad de dar seguimiento a la atención médica 1990/2010 
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que se le estaba proporcionando a V1. El subdirector médico en turno ese día informó que 
V1 se encontraba grave por complicaciones renales, y que estaba en espera de los resultados 
de laboratorio, además indicó que ya había comido, que había sido canalizado nuevamente, 
y se le estaban suministrando medicamentos vía endovenosa. Por otra parte, la doctora Edith 
Flores, médico adscrito al servicio de medicina interna del Hospital Juárez de México, indicó 
que los resultados de la química sanguínea reportaron que la urea y creatinina estaban ele­
vados, y trataría que al día siguiente le realizaran una hemodiálisis o se le trasladaría a un 
hospital de segundo nivel para tal fin. 

Posteriormente, los visitadores adjuntos de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
se trasladaron al área de medicina interna de ese hospital para revisar a V1, pero al intentar 
hablar con él se dieron cuenta que se encontraba dormido y al revisarlo, observaron que pre­
sentaba estado de encefalopatía urémica, sin responder a estímulos de tipo externo, verbal, 
doloroso y luminoso, por lo que determinaron que esas condiciones ponían en riesgo su vida, e 
informaron dicho cuadro al subdirector del área, quien era acompañado por la doctora Va­
lerio y el doctor Alejandro Salas, ambos médicos residentes del servicio de nefrología, quienes 
se comprometieron a realizarle una diálisis urgente con catéter rígido, teniendo para tal efec­
to el consentimiento informado de V2. 

Ahora bien, resulta importante valorar los informes y el expediente clínico solicitados por 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos al Hospital Juárez de México, así como la 
opinión de los peritos médicos adscritos a la coordinación de servicios periciales de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, de los que se concluye que V1 recibió una inadecuada 
atención médica. 

El 24 de octubre del 2008, personal de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
se constituyó en el hospital, dando fe que V1 tenía un cuidado médico inadecuado, sin que hu­
biera médico de base que lo atendiera dejando su cuidado a médicos residentes del servicio 
de nefrología, quienes ignoraban sus condiciones clínicas y omitieron la recolocación de ve­
noclisis, para hidratar y pasar el medicamento. Por lo anterior, se le pidió a un médico resi­
dente de nefrología que atendiera a V1 para que lo canalizara nuevamente y le suministrara 
alimento en papilla, en espera de que mejoraran sus condiciones clínicas. 

Al día siguiente, el personal de esta Comisión Nacional encontró a V1 en franco estado de 
encefalopatía urémica, sin que respondiera a ningún estímulo externo y al no encontrar mé­
dicos de base, solicitó a los residentes que le colocaran un catéter rígido para la realización 
de diálisis peritoneal urgente con la finalidad de salvar su vida, toda vez que la encefalopatía 
urémica es considerara una urgencia quirúrgica, la cual pasó desapercibida por los médicos 
y residentes tratantes. 

En este contexto, por no haberse realizado la diálisis de forma urgente, V1 presentó una 
evolución desfavorable ya que, presentó un cuadro con diversas complicaciones como fueron 
sangrados por la baja en las plaquetas, no obstante que recibió transfusiones de plasma 
fresco congelado, la perforación de úlcera duodenal que le fue reparada, sin embrago, V1 
sufrió un paro cardiorrespiratorio por lo que lo trasladaron a terapia intensiva, en donde per­
maneció hasta su fallecimiento. Todo lo anterior era previsible y no se evitó, debido a la inade­
cuada atención médica que recibió V1 durante su estancia en el Hospital Juárez de México. 

Ahora si bien es cierto, que V1 presentaba insuficiencia renal crónica avanzada, sin opción 
de ser reversible al ingresar al Hospital Juárez de México, también lo es que tenía el derecho 
a que se le brindara atención médica adecuada para mejorar sus condiciones de vida, puesto 
que de haber ingresado al programa de diálisis peritoneal ambulatoria tenía posibilidades de 
vivir más tiempo y en buenas condiciones, posibilidad que le negó el personal médico de dicho 
hospital. 

Para la Comisión Nacional de los Derechos Humanos el hecho de que V1, dada la gravedad 
de su estado de salud, no recibiera la atención por parte de médicos de base o, en su defec-GACETA 

FEB/2010 to, de médicos residentes bajo la supervisión de médicos de base, se traduce en una vulne-
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ración al derecho a la protección de su salud, que contraviene lo dispuesto por la Norma 
Oficial Mexicana NOM-090-SSA1-1994, para la Organización y Funcionamiento de Residencias 
Médicas, que establece que, durante el adiestramiento clínico o quirúrgico, los médicos resi­
dentes participarán en el estudio y tratamiento de los pacientes que se les encomienden, 
siempre sujetos a las indicaciones y a la supervisión de los médicos adscritos a la unidad 
médica. 

En este orden de ideas, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos considera que la 
actuación de los médicos del Hospital Juárez de México, responsables de la atención propor­
cionada a V1, vulneró el derecho a la protección de la salud y pusieron en riesgo su vida, 
contrario a lo previsto en los artículos 4, párrafo tercero, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción V, 19, 21, 23, 27, fracción III, 32, 33, fracciones I 
y II, 34, fracción I, 35 y 51, de la Ley General de Salud; así como 48 del Reglamento de la Ley 
General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, e incumplieron 
con las obligaciones contenidas en el artículo 8, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, que disponen que los servidores 
públicos deben cumplir con el servicio encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión 
que cause su suspensión o deficiencia, o implique el incumplimiento de cualquier disposi­
ción legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio público. 

Es importante señalar que una de las finalidades del derecho a la protección de la salud 
reconocido en la Constitución General de la República es que el Estado satisfaga eficaz y 
oportunamente las necesidades de los usuarios que acudan a los centros de salud públicos; 
protegiendo, promoviendo y restaurando la salud de las personas, para lo cual en un caso 
como el que motivó la presente recomendación los médicos del Hospital Juárez de México 
debieron atender a V1, tomando en cuenta, en todo momento, el interés superior del pacien­
te en función de la gravedad de su padecimiento, realizando un diagnóstico certero que les 
permitiera proporcionarle un tratamiento pertinente, con la calidad y calidez que deben impe­
rar en la prestación de dicho servicio de salud, situación que de acuerdo con las considera­
ciones expuestas no se llevó a cabo. 

Igualmente, los médicos del Hospital Juárez de México no atendieron las disposiciones 
relacionadas con el derecho a la protección de la salud, previstas en los artículos 12.1 y 12.2, 
inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 4.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como 10.1 y 10.2, inciso a), del Proto­
colo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena efectividad y alcance del más alto 
nivel de salud para todos los individuos, que establecen el margen mínimo de calidad en los 
servicios médicos que proporciona el Estado a su población, preceptos que ratifican el con­
tenido del artículo 4, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, en cuanto al disfrute de un servicio médico de calidad, y de adoptar para ello las 
medidas necesarias para la plena efectividad de esos derechos. 

Acorde con el sistema no jurisdiccional de protección de derechos humanos, se prevé la 
posibilidad de que al acreditarse una violación a los mismos, imputable a un servidor público 
del Estado mexicano, la recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir 
las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución de los afectados en sus derechos 
fundamentales y las relativas a la reparación de los daños que se hubiesen ocasionado, por 
lo que en el presente caso resulta procedente que se repare el daño a los familiares de V1, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 113, segundo párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 44, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos; 1915, 1917 y 1918 del Código Civil Federal, así como 
1, 2 y 9 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado. 

Con fundamento en los artículos 102, Apartado B, de la Constitución Política de los Esta- GACETA 
dos Unidos Mexicanos; 6, fracción III, 71, párrafo II, y 72 de la Ley de la Comisión Nacional 1990/2010 
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de los Derechos Humanos, existen elementos de convicción suficientes para que esta Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, en ejercicio de sus atribuciones, presente formal queja 
ante el Órgano Interno de Control del Hospital Juárez de México, a fin de que se inicie el pro­
cedimiento administrativo de investigación correspondiente, así como la denuncia de hechos 
ante el agente del Ministerio Público de la Federación, en contra de los médicos que intervinie­
ron en los hechos que se consignan en este caso y que resultaron en el fallecimiento de V1. 

En virtud de lo anterior, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos formula a usted 
señor director general del Hospital Juárez de México, respetuosamente, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Instruya a quien corresponda a efecto de que se proceda a la reparación del daño 
en términos de lo que establece el artículo 20, apartado B, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como de los preceptos reconocidos en la Declaración Sobre 
los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas del Delito y del Abuso de Poder, 
ocasionado a los familiares de V1, como consecuencia de la responsabilidad institucional en 
que incurrieron los médicos del hospital a su cargo, con base en las consideraciones plantea­
das en el cuerpo de la presente recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las cons­
tancias con las que se acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Se diseñe e imparta en el Hospital Juárez de México un programa integral de capa­
citación y formación en materia de derechos humanos, con especial énfasis en el contenido, 
manejo y observancia de las Normas Oficiales Mexicanas en materia de Salud, a fin de que el 
servicio público que proporcionen, tanto el personal médico como el de enfermería, se ajus­
te al marco de legalidad y las sanas prácticas administrativas que deben de observar en el 
ejercicio de sus funciones, garantizando que se apliquen los protocolos de intervención pre­
cisos, y evitando de esta manera actos como los que dieron origen al presente pronuncia­
miento, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cum­
plimiento. 

TERCERA. Gire instrucciones a quien corresponda para colaborar ampliamente con la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos en el inicio y trámite de la queja que este organismo pú­
blico, promueva ante el Órgano Interno de Control de ese Hospital, en contra de los médicos 
que intervinieron en el tratamiento de V1, y envíe a esta Comisión Nacional las constancias 
con las que se acredite su cumplimiento. 

CUARTA. Instruya a quien corresponda para cooperar debidamente en las investigaciones de­
rivadas de la denuncia que con motivo de los hechos presente la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos ante la Procuraduría General de la República, por tratarse de servidores pú­
blicos federales los involucrados, y remita a esta Comisión Nacional las constancias con las 
que se acredite su cumplimiento. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se 
emite con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conduc­
ta irregular cometida por servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresa­
mente les confiere la ley, como de obtener la investigación que proceda por parte de las de­
pendencias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus GACETA 

FEB/2010 atribuciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate. 
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De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se solicita que la respuesta sobre la aceptación de esta recomendación, 
en su caso, sea informada dentro del término de quince días hábiles siguientes a esta notifi­
cación. 

Igualmente y con el mismo fundamento jurídico, se solicita que, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la recomendación se envíen a la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos dentro de un término de quince días hábiles siguientes a la fecha en 
que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la presente reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos que­
dará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA
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Recomendación 7/2010 
Caso de negligencia médica con pérdida 

de la vida en agravio de V1 y V2 

SÍNtESIS: El 23 de febrero de 2009, esta Comisión Nacional recibió la queja de V1, en la cual hizo 
valer presuntas violaciones a los Derechos Humanos en su agravio y de su descendiente V2. V1 expre­
só que el 15 de octubre de 2008 se encontraba con un embarazo de ocho meses, y debido a que em­
pezó a arrojar líquido transvaginal, al día siguiente acudió al Hospital General de Zona Número 68 del 
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), ubicado en el municipio de Ecatepec, Estado de México, 
donde le realizaron un ultrasonido y le practicaron una cesárea sin informarle cuál era el estado de 
salud de V2; que al tercer día fue dada de alta a pesar de tener infectada la herida de la cesárea, y que 
a los cinco días de nacida V2 falleció sin que se le informara la causa real de su muerte. Además, in­
dicó que no le proporcionaron la constancia de alumbramiento porque el personal del hospital no tenía 
papel, siendo que dicho documento era un requisito para poder inhumar a V2. Por lo anterior, solicitó 
la intervención de esta Comisión Nacional para investigar los hechos y la causa de la muerte de V2. 

Del análisis lógico­jurídico realizado al conjunto de evidencias que obran en el expediente de queja, 
esta Comisión Nacional pudo acreditar violaciones a los Derechos Humanos en agravio de V1 y V2 por 
parte de personal del IMSS, ya que fueron objeto de negligencia médica al grado de que V2 perdió 
la vida. 

Por ello, para esta Comisión Nacional quedó acreditado que, con su conducta, personal del IMSS 
vulneró el contenido del artículo 4o., párrafos tercero y séptimo, de la Constitución Política de los Esta­
dos Unidos Mexicanos. 

Por lo anterior, el 19 de febrero de 2010 este Organismo Nacional emitió la Recomendación 7/2010, 
dirigida al Director General del IMSS, en la que se le solicitó que instruya a efecto de que se indemni­
ce a los familiares de V2; que en el Hospital General de Zona Número 68 del IMSS se diseñe un pro­
grama integral de capacitación y formación en materia de Derechos Humanos dirigido a personal 
médico y de enfermería, con la finalidad de evitar actos como los de la presente queja; que se cola­
bore ampliamente con la CNDH en el inicio y trámite de la queja ante el Órgano Interno de Control 
en el IMSS, y que también se colabore con la CNDH en la presentación de la denuncia de hechos ante 
la Procuraduría General de la República. 

México, D. F., a 19 de febrero de 2010 

Caso de negligencia médica con pérdida de la vida en agravio de V1 y V2 
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Presente 

GACETA 
Distinguido señor director general: 1990/2010 

91 



 

 

                 
                  

 

 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, 3, primer párrafo, 6, fraccio­
nes I, II y III, 15, fracción VII, 24, fracciones II y IV, 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su reglamento interno, ha exa­
minado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2009/939/Q, relacionado con el caso de V1 
y V2, y visto los siguientes: 

I. HECHOS 

El 23 de febrero de 2009, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió de la Co­
misión de Derechos Humanos del Estado de México, el escrito de queja presentada por V1, 
en el cual manifestó que el 15 de octubre de 2008, se encontraba con un embarazo de ocho 
meses, y debido a que empezó a arrojar líquido trasvaginal, al día siguiente acudió al Hospi­
tal General de Zona número 68 del Instituto Mexicano del Seguro Social IMSS, ubicado en 
el municipio de Ecatepec, estado de México, donde le realizaron un ultrasonido y le practica­
ron una cesárea, sin informarle cuál era el estado de salud de V2 (bebé); que al tercer día fue 
dada de alta a pesar de tener infectada la herida de la cesárea, y que a los cinco días de na­
cida V2 falleció sin que se le informara la causa real de su muerte. 

Además, indicó que no le proporcionaron la constancia de alumbramiento porque el per­
sonal del hospital no tenía papel, siendo que dicho documento era un requisito para poder 
inhumar a V2. 

Por lo anterior, V1 solicitó la intervención de la Comisión Nacional de los Derechos Huma­
nos para investigar los hechos y la causa de la muerte de V2. 

II. EVIDENCIAS 

A. Escrito de queja de 18 de febrero de 2009, presentado por V1 ante la Comisión de Dere­
chos Humanos del Estado de México, remitida el 23 de febrero a la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. 

B. Oficios de 27 de abril, 7 de mayo y 28 de agosto de 2009, respectivamente, recibidos en 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a través de los cuales la Coordinación Téc­
nica de Atención a Quejas e Información Pública de la Coordinación de Atención a Quejas y 
Orientación al Derechohabiente del IMSS, remitió copia simple del expediente clínico relacio­
nado con la atención médica proporcionada a V1 y a V2 en el Hospital General de Zona nú­
mero 68 del IMSS, y envió un informe sobre los hechos de la queja, así como los informes de 
los médicos tratantes. 

C. Oficio de 25 de junio de 2009, a través del cual la Coordinación Técnica de Atención a 
Quejas e Información Pública de la Coordinación de Atención a Quejas y Orientación al De­
rechohabiente del IMSS, comunicó a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos que el 
caso se sometería a la Comisión Bipartita de Atención al Derechohabiente del Consejo Téc­
nico, cuya determinación sería dada a conocer en su oportunidad, e informó que se dio vista 
al titular del Área de Quejas del Órgano Interno de Control en ese Instituto para valorar la 
procedencia de una investigación administrativa, en términos de lo dispuesto en la Ley Fede­
ral de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

D. Opinión médica de 21 de septiembre de 2009, emitida por la Coordinación de Servicios GACETA 
FEB/2010 Periciales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre la atención brindada a V1 
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y V2 en el Hospital General de Zona número 68 del IMSS ubicado en Ecatepec, estado de 
México. 

E. Oficio de 23 de noviembre de 2009, por el que la Coordinación Técnica de Atención a 
Quejas e Información Pública de la Coordinación de Atención a Quejas y Orientación al De­
rechohabiente del IMSS anexó copia del oficio de 12 de noviembre de 2009, mediante el cual 
indicó que la Comisión Bipartita de Atención al Derechohabiente del H. Consejo Técnico resol­
vió, mediante acuerdo de 18 de septiembre de 2009, la improcedencia de la queja presen­
tada por V1. 

III. SITUACIóN JURÍDICA 

El 15 de octubre de 2008, V1 en tercer trimestre de embarazo presentó derrame de líquido 
trasvaginal y dolor tipo obstétrico irregular; el día 26 del mismo mes y año acudió al Servicio de 
Urgencias de Tococirugía del Hospital General de Zona número 68 del IMSS en el estado de Mé­
xico, donde fue atendida por un médico, cuya identidad se desconoce, ya que en la nota 
médica no aparece su nombre, rango, cargo, especialidad ni matrícula; quien le practicó una 
inadecuada exploración obstétrica, y casi veinte horas después de la ruptura de membranas, 
el doctor Alberto Crespo Ávila, vía quirúrgica abdominal y bajo bloqueo peridural, le practicó 
una cesárea, dando alumbramiento a V2 en posición pélvica de nalgas, con apnea inmediata 
posterior al nacimiento, cuya calificación de Apgar era de 5/8; diagnóstico de asfixia mode­
rada recuperada, acondroplasia, dificultad respiratoria, macrocefalia, con probable cardiopa­
tía y riesgo de síndrome de distrés respiratorio. 

V1 cursó el momento postquirúrgico estable y sin complicaciones, por lo que la dieron de 
alta el 18 de octubre de 2008, sin embargo V2 fue hospitalizada debido a su estado grave. 
El 20 de octubre de ese año, V2 perdió la vida mientras estaba internada en el hospital refe­
rido, y tuvo como causas de muerte: cardiopatía cianógena, hidrocefalia congénita, membra­
na hialina grado II y acondroplasia. 

Respecto a la constancia de alumbramiento, el IMSS informó que la misma no se entregó 
con oportunidad a V1, por la irregularidad en la dotación de esos documentos al Hospital 
General de Zona número 68 del IMSS. 

La Comisión Bipartita de Atención al Derechohabiente del Consejo Técnico del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, informó a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, que 
mediante el acuerdo de 18 de septiembre de 2009, determinó la improcedencia de la queja 
que V1 presentó por los hechos antes narrados. 

Con el propósito de proteger la identidad de las víctimas, a fin de asegurar que sus nombres 
y datos personales no sean divulgados, se omitirá su publicidad, de conformidad con lo dis­
puesto en los artículos 4, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y 147 de su reglamento interno. Solamente se pondrán en conocimiento de las 
autoridades, a través de un listado adjunto en que se describe el significado de las claves uti­
lizadas, con el compromiso de que éstas dicten las medidas de protección correspondientes. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico realizado al conjunto de evidencias que integran el presente expe­
diente, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos cuenta con elementos que acreditan 
violaciones al derecho a la protección a la salud y como consecuencia a la vida en agravio de 
V1 falleciendo V2, por parte de servidores públicos del Instituto Mexicano del Seguro Social, GACETA 
en razón de las siguientes consideraciones: 1990/2010 
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Cuando V1 ingresó al Servicio de Urgencias de Tococirugía del Hospital General de Zona 
número 68 del IMSS, se encontraba con presión arterial normal, buen estado de salud; le 
diagnosticaron embarazo de treinta y seis semanas de gestación y la indujeron a labor de 
parto. 

El médico tratante, cuya identidad se desconoce no realizó una adecuada exploración obs­
tétrica, ni le prescribió una prueba de cristalografía y fórmula leucocitaria (para detectar un 
proceso infeccioso secundario a la ruptura), además de no detectar la posición en la que se 
encontraba acomodada V2; omitió también pedir la realización de la prueba sin estrés y/ó 
evaluación fetal mediante cardiotocografía para detectar la baja reserva fetal, la cual presen­
tó posteriormente, y que ameritaba la extracción lo más pronto posible mediante cesárea, 
para evitar el sufrimiento fetal intraparto; tampoco solicitó tomar muestras del líquido tras-
vaginal para realizar un estudio citológico y cultivo e indicar, oportunamente, una adecuada 
cobertura antibiótica al binomio madre-hijo, potencialmente infectado ya que pasaron mucho 
tiempo con ruptura de membranas. 

Fue casi veinte horas después de esa ruptura de membranas, cuando el doctor Alberto Cres­
po Ávila, vía quirúrgica abdominal y bajo bloqueo peridural, practicó una cesárea a V1 dando 
alumbramiento a V2, quien venía en posición pélvica con apnea inmediata posterior al naci­
miento, con calificación de Apgar de 5/8, indicativo de compromiso severo en su estado de 
salud, diagnosticando asfixia moderada recuperada, acondroplasia, dificultad respiratoria, 
macrocefalia, probable cardiopatía y riesgo de síndrome de distrés respiratorio. 

En virtud de que V1 se encontraba en buen estado de salud posterior a la cirugía, la dieron 
de alta el 18 de octubre de 2008, pero V2 quedó hospitalizada debido a su grave estado de 
salud. El 20 de octubre de 2008 a la 1:00 a.m., V2 presentó paro cardiaco refractario a ma­
niobras de resucitación cardiopulmonar, y murió a la 01:06 a.m. de ese mismo día. 

En opinión de los médicos de la Coordinación de Servicios Periciales de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, la atención médica brindada a V1 y V2 en el Hospital General 
de Zona número 68 del IMSS, en el estado de México, fue inadecuada por las razones ex­
puestas, además de que el médico que las trató, no indicó un ultrasonido a V1, estudio que 
debió realizarse inmediatamente. Como consecuencia de tal omisión, no se detectó la pre­
maturez de V2, y tampoco se aceleró la biosíntesis de los factores tensioactivos del pulmón 
fetal aplicando esteroides a V1 para evitar la enfermedad de membrana hialina, padecimien­
to grave que presentó posteriormente V2, y la llevó a la muerte. 

Dicha conducta médica vulneró lo dispuesto por la Norma Oficial Mexicana NOM-007­
SSA2-1993, Atención de la Mujer Durante el Embarazo, Parto y Puerperio y del Recién Nacido, 
así como con lo dispuesto por la Norma Oficial Mexicana NOM-168-SSA1-1998, del Expedien­
te Clínico. 

Aunado a lo anterior, el especialista en ginecología doctor Alberto Crespo Ávila, con ma­
trícula 99157950, a pesar de reportar a V1 con embarazo de treinta y seis semanas de gesta­
ción, con presentación de nalgas, ruptura prematura de membranas y baja reserva fetal; omitió 
cubrir con doble esquema de antibióticos a V1 y V2, desestimando el riesgo de una infección 
intramniótica potencialmente grave por la ruptura prematura de membranas, que en ese mo­
mento era de catorce horas, así mismo omitió también oxigenar a V1 para corregir la baja 
reserva fetal, solicitar ultrasonido urgente para valorar la edad gestacional y viabilidad fetal, 
que de haberlo realizado, se hubiera detectado la prematurez fetal y hubiera podido admi­
nistrar esteroides a V1 para acelerar la producción de surfactante pulmonar fetal, y reducir de 
este modo la gravedad del distrés respiratorio causado por enfermedad de membrana hialina 
que presentó V2 al nacer y le produjo la muerte; con ellos se incumplió también lo dispuesto 
por la Norma Oficial Mexicana NOM-007-SSA2-1993, Atención de la Mujer Durante el Emba­
razo, Parto y Puerperio y del Recién Nacido. 

Hasta casi veinte horas después, en las condiciones de salud antes descritas, se practicó la GACETA 
FEB/2010 cesárea; dicho retardo condicionó y favoreció la infección de V2, confirmada por análisis clí-
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nicos de 19 de octubre de 2008 (al reportarse leucocitosis de 12,500). Dicha complicación 
derivó de manera directa de una dilación en su extracción, siendo que ésta estaba indicada 
en las primeras doce horas del diagnóstico para evitar el riesgo de una infección bacteriana 
ascendente cervicovaginal. 

Al momento de nacer, V2 fue atendida por la pediatra, doctora Lozano, con matrícula 
99152246, quien la diagnosticó con asfixia moderada recuperada, acondroplasia, dificultad 
respiratoria, probable cardiopatía y riesgo de síndrome de distrés respiratorio, pero omitió 
continuar con la oxigenoterapia y monitoreo estrecho (por oximetría de pulso y gasometría 
arterial), administrar doble esquema de antibióticos y surfactante exógeno, canalizar una vía 
endovenosa con soluciones glucosadas, solicitar análisis clínicos básicos de control, monitoreo 
electrocardiográfico continuo, ecocardiograma, así como solicitar la valoración por cardiolo­
gía pediátrica, consejería genética y ordenar su ingreso a la unidad de cuidados intensivos 
neonatales, todo esto a pesar de los antecedentes de ruptura prematura de membranas; de 
riesgo de enfermedad de membrana hialina por su prematurez; de hipotermia; de persisten­
cia de la dificultad respiratoria de Apgar baja al nacimiento; de acondroplasia, y de probable 
cardiopatía congénita, contraviniendo con ello lo dispuesto por el Reglamento de Servicios 
Médicos del Instituto Mexicano del Seguro Social y la citada Norma Oficial Mexicana NOM– 
007-SSA2-1993. 

Durante los cuatro días que V2 permaneció en cuneros prematuros y patológicos, no le 
fue administrada oportunamente surfactante exógeno para evitar la enfermedad de mem­
brana hialina y el distrés respiratorio, tampoco se le valoró por parte de un especialista en 
cardiología pediátrica, ni se le practicó un monitoreo electrocardiográfico continuo, ecocar­
diograma, ultrasonido transfontanelar y finalmente, los médicos del citado Hospital General 
de Zona omitieron ingresarla a la unidad de cuidados intensivos neonatales o trasladarla a 
un hospital especializado. 

La muerte de V2 se debió a la enfermedad de membrana hialina, padecimiento grave que 
era previsible, cuya complicación resultó irreversible y mortal, secundaria a una inadecuada 
atención médica brindada a V1 y V2, por los médicos tratantes del servicio de tococirugía, 
ginecobstetricia, pediatría, cuneros prematuro y patológico del Hospital General de Zona No 
68 del IMSS ubicado en Ecatepec, estado de México. 

Derivado de las notas médicas donde se reportan: “fontanela anterior amplia de 2x3 cm” 
de 16 de octubre de 2008, “ruidos cardiacos rítmicos de buena intensidad, sin soplos” de 17 de 
octubre de 2008, “sin soplos cardiacos, extremidades con llenado capilar de un segundo” 
de 19 de octubre de 2008; así como del estudio radiológico del 16 de octubre de 2008, que 
no mostró malformación cardíaca, cardiomegalia, disminución del flujo pulmonar y de la omi­
sión en la realización de un adecuado protocolo de estudio (ecocardiograma, monitoreo elec­
trocardiográficos continuo, valoración por cardiología pediátrica, ultrasonido transfontanelar), se 
puede señalar que no hay sustento clínico que avale la presencia de hidrocefalia ó cardiopa­
tía cianógena congénita, y que la fontanela abierta es un hallazgo esperado en pacientes con 
acondroplasia, como en este caso, y la dificultad respiratoria persistente y la cianosis presen­
tadas por V2, que produjeron su muerte se debieron a la enfermedad de membrana hialina 
que no fue diagnosticada ni tratada oportunamente, además de que la acondroplasia no vie­
ne aparejada de malformaciones congénitas graves y mortales como la hidrocefalia y/o car­
diopatía cianógena. 

En este contexto, para la Comisión Nacional de los Derechos Humanos los médicos del 
Hospital General de Zona número 68 del IMSS incumplieron con la Norma Oficial Mexicana 
NOM–007-SSA2-1993, Atención de la Mujer Durante el Embarazo, Parto y Puerperio y del Re­
cién Nacido, al omitir el diagnóstico de embarazo de alto riesgo, el llenado completo del par­
tograma, la aceleración de la biosíntesis de los factores tensioactivos del pulmón fetal y su 
traslado a un hospital mejor equipado. 

Asimismo, considera que dichos médicos también incumplieron con lo establecido en la 
GACETA 
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tas médicas en el expediente referido son ilegibles, con exceso de abreviaturas, sin secuencia, 
con ausencia de algunas hojas de indicaciones médicas, de enfermería y clínicas, notas sin 
fechas, sin nombres completos, sin firmas, sin claves, sin matrículas de médicos tratantes; hay 
notas médicas breves, escuetas y sin signos vitales. 

Con relación a la constancia de alumbramiento, el propio informe del IMSS reconoce que 
ésta no se entregó con oportunidad a V1, debido a la falta de dotación de esos documentos, 
lo que retrasó la sepultura de V2. 

Por lo expuesto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos determina que personal 
médico del Hospital General de Zona número 68 del IMSS, vulneró lo dispuesto por los artícu­
los 4, párrafos tercero y séptimo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
1, 2, fracción V, 19, 21, 23, 27, fracción III, 32, 33, fracciones I, II y III, 34, fracción II, 37 y 
51 de la Ley General de Salud; así como 48 del Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Prestación de Servicios de Atención Médica, e incurrieron con su conducta en el 
probable incumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 8, fracciones I y XXIV, 
de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, que prevé 
la obligación de los servidores públicos de cumplir con el servicio encomendado y abstenerse 
de cualquier acto u omisión que cause su suspensión o deficiencia, o implique el incumplimien­
to de cualquier disposición legal, reglamentaria o administrativa relacionada con el servicio 
público. 

Igualmente, dicho personal omitió observar lo dispuesto por los artículos 12.1, y 12.2, 
incisos c) y d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; los 
numerales 10.1, y 10.2, incisos a) y d), del Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y los 
artículos 6.1 y 24.1 de la Convención sobre los derechos de los niños, para asegurar la plena 
efectividad y alcance del más alto nivel de salud para todos los individuos, que establecen el 
margen mínimo de calidad en los servicios médicos que proporciona el Estado a su población, 
y reconocen la más amplia protección y asistencia posibles a la familia como elemento natu­
ral y fundamental de la sociedad, especialmente para su constitución y mientras sea respon­
sable del cuidado y educación de sus hijos; que ratifican el contenido del artículo 4, párrafos 
tercero y séptimo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto al 
reconocimiento por parte del Estado a las personas al disfrute de un servicio médico de cali­
dad, y de adoptar para ello las medidas necesarias para la plena efectividad de ese servicio. 

Asimismo, se dejó de observar lo dispuesto por los artículos 1, 2, 3, 4, 7 y 11, apartado 
B, primer párrafo, 21 y 28 de la Ley para la Protección de los Derechos de los Niños y Ado­
lescentes, que tienen por objeto garantizar la tutela y el respeto de los derechos fundamen­
tales de los menores, contemplados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, y establecen la obligación de las personas que tengan a su cuidado a menores de edad 
de procurarles una vida digna, con el pleno y armónico desarrollo de su personalidad en el 
seno de la sociedad y las instituciones, así como a protegerlos contra toda forma de maltra­
to, daño, perjuicio, agresión y abuso que afecte su integrad física y mental, además de su 
pleno y armónico desarrollo. 

Es preciso señalar que la salud es un derecho humano indispensable para el ejercicio de otros 
derechos, que debe ser entendido como la posibilidad de las personas a disfrutar de una 
gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarias para alcanzar el más alto nivel 
de salud. 

En este sentido, la CNDH, emitió la recomendación general número 15, Sobre el Derecho 
a la Protección de la Salud, de fecha 23 de abril de 2009, en la que se precisa que ese dere­
cho, debe entenderse como la prerrogativa a exigir al Estado un sistema capaz de proteger 
y velar por el restablecimiento de la salud, que el desempeño de los servidores públicos de 
las instituciones es fundamental, ya que de sus acciones u omisiones, dependerá la eficacia GACETA 

FEB/2010 con que éste se garantice; la efectividad de dicho derecho demanda la observancia de ele-
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mentos esenciales que garanticen servicios médicos en condiciones de disponibilidad, acce­
sibilidad (física, económica y acceso a la información), aceptabilidad, y calidad. 

Es importante mencionar que una de las finalidades del derecho a la protección de la salud, 
reconocido en la Constitución General de la República, es que el Estado satisfaga eficaz y 
oportunamente las necesidades de los usuarios que acuden a los centros de salud públicos, 
protegiendo, promoviendo y restaurando la salud de las personas. En el presente caso los mé­
dicos que atendieron a V1, debieron considerar el interés superior del paciente, en función 
de la gravedad de su padecimiento, realizando un diagnóstico certero que les permitiera 
proporcionarle un tratamiento pertinente, con la calidad y calidez que deben imperar en la 
prestación de dicho servicio público de salud, situación que de acuerdo con las consideracio­
nes expuestas no se llevó a cabo. 

Con fundamento en los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 6, fracción III, 71, párrafo segundo, y 72 de la Ley de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, existen elementos de convicción suficientes para que la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, en ejercicio de sus atribuciones, presente formal 
queja ante el Órgano Interno de Control del Instituto Mexicano del Seguro Social, a fin de que 
se inicie el procedimiento administrativo de investigación correspondiente, así como la denun­
cia de hechos ante el agente del Ministerio Público de la Federación, en contra de los médicos 
que intervinieron en los hechos que se consignan en este caso y que resultaron en el falleci­
miento de V2. 

Finalmente, si bien es cierto que una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano 
para lograr la reparación del daño derivado de la actuación irregular de los servidores públi­
cos consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional competente, también lo 
es que el sistema no jurisdiccional de protección de los derechos humanos, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 113, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos; 44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 
1915, 1917 y 1918 del Código Civil Federal, así como 1º, 2º y 9º de la Ley Federal de Res­
ponsabilidad Patrimonial del Estado, prevén la posibilidad de que al acreditarse una violación 
a los derechos humanos atribuible a un servidor público del Estado, la recomendación que 
se formule a la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la 
efectiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la repa­
ración de los daños y perjuicios que se hubieran ocasionado, por lo cual resulta procedente 
se realice la indemnización conducente a quien mejor tenga derecho a ello. 

En consecuencia, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos le formula respetuosa­
mente a Usted, señor Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Instruya a quien corresponda, a efecto de que se proceda a indemnizar a los fa­
miliares de V2 o a quien tenga mejor derecho en los términos que establecen las leyes res­
pectivas, así como de los preceptos reconocidos en la Declaración Sobre los Principios Fun­
damentales de Justicia para las Víctimas del Delito y del Abuso de Poder, como consecuencia 
de la responsabilidad institucional en que incurrieron los médicos del Instituto Mexicano del 
Seguro Social que intervinieron en el caso, con base en las consideraciones planteadas en 
el cuerpo de la presente recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias 
con las que se acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Gire instrucciones a quien corresponda, para que en ese Hospital General de Zona 
No 68 del Instituto Mexicano del Seguro Social, se diseñe e imparta un programa integral de GACETA 
capacitación y formación en materia de derechos humanos, con especial énfasis en el conte- 1990/2010 
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nido, manejo y observancia de las Normas Oficiales Mexicanas en materia de salud, a fin de 
que el servicio público que proporcionen, tanto el personal médico como el de enfermería, 
se ajuste al marco de legalidad y las sanas prácticas administrativas que deben de observar 
en el ejercicio de sus funciones, garantizando que se apliquen los protocolos de intervención 
precisos, y evitando de esta manera actos como los que dieron origen al presente pronuncia­
miento, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su cum­
plimiento. 

TERCERA. Se colabore ampliamente con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en 
el inicio y trámite de la queja que este organismo público promueva ante el Órgano Interno 
de Control de ese instituto, en contra de los médicos que intervinieron en el tratamiento de 
V1 y V2, enviando a este organismo nacional las constancias que le sean requeridas. 

CUARTA. Se colabore debidamente en las investigaciones derivadas de la denuncia que con 
motivo de los hechos presente la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ante la Pro­
curaduría General de la República, por tratarse de servidores públicos federales los involucra­
dos, y remita a esta Comisión Nacional las constancias que le sean solicitadas 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conducta 
irregular cometida por servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente 
les confiere la ley, como de obtener la investigación que proceda por parte de las dependen­
cias administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos se le solicita que la respuesta sobre la aceptación de esta recomen­
dación, en su caso, sea informada dentro del término de quince días hábiles siguientes a su 
notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, se le solicita que, en su caso, las pruebas 
correspondientes al cumplimiento de la recomendación se envíen a esta Comisión Nacional 
dentro de un término de quince días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido el 
plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la presente reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos que­
dará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA
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Recomendación 8/2010 

Sobre el caso de internos del Centro de Reinserción 
Social Estatal de Ciudad Juárez, Chihuahua 

SÍNtESIS: Derivado de los hechos ocurridos el 4 de marzo de 2009 en el Centro de Reinserción Social 
Estatal de Ciudad Juárez, Chihuahua, resultaron 20 reclusos fallecidos, cuyos cadáveres presentaban 
heridas producidas por proyectiles de arma de fuego, y al parecer por armas punzocortantes. 

En la Agencia del Ministerio Público de Delitos contra la Vida de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Chihuahua se inició la carpeta de investigación 5683/2009­2103, dentro de la cual se 
ejerció acción penal, correspondiendo conocer del caso a un Juzgado del Tribunal de Garantías del 
Distrito Bravos Ciudad Juárez, el que radicó la causa penal 293/2009, y dentro de la misma, el 22 de 
abril de 2009, se dictó auto de vinculación a proceso en contra de seis reclusos como probables res­
ponsables en la comisión de delitos de homicidio cometidos en agravio de los internos que perdieron 
la vida en los sucesos ocurridos el 4 de marzo de 2009 en el mencionado establecimiento penitencia­
rio, destacando que en la citada indagatoria se continúan investigando los hechos por otros probables 
responsables. 

Los hechos descritos llevaron a concluir que se vulneraron los derechos a la seguridad personal, a 
la vida, a la legalidad y a la seguridad jurídica, al trato digno y a la reinserción social en agravio de los 
internos del Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, toda vez que las autoridades a 
cargo de ese lugar involucradas en los hechos que nos ocupan no cumplieron con eficacia la obligación 
de garantizar el respeto a la integridad física y mental de aquéllos, ni con la de propiciar condiciones 
adecuadas para su reinserción social. 

Por lo anterior, el 22 de febrero de 2010, esta Comisión Nacional dirigió la Recomendación 8/2010 
al Gobernador constitucional del estado de Chihuahua, a quien se recomendó que se proceda a la 
reparación del daño; que se dé vista al Órgano Interno de Control respectivo y al Agente del Ministe­
rio Público competente, a fin de que se inicien y determinen, conforme a Derecho, las investigaciones 
para establecer las responsabilidades administrativa y penal que pudiesen haber incurrido personal de 
ese lugar; que se ordene a quien corresponda que se asigne personal de seguridad y custodia sufi­
ciente para cubrir las necesidades de dicho establecimiento; que en un término perentorio se expida 
un manual de procedimientos para la atención de contingencias o motines en los centros de interna­
miento, a fin de que se garantice el irrestricto respeto a los Derechos Humanos por parte de personal 
de esas instituciones, y que se proporcione la capacitación correspondiente al mismo. 
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México, D. F., a 22 de febrero de 2010 

Sobre el caso de internos del Centro de Reinserción Social Estatal  
de Ciudad Juárez, Chihuahua 

Lic. Jose Reyes Baeza Terrazas GACETA 
Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua 1990/2010 
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Distinguido señor gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 3, párrafo segundo; 6, frac­
ciones I, II, III, y XII; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos; así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha exa­
minado los elementos contenidos en el expediente de queja CNDH/3/2009/987/Q, relacionados con el 
caso de internos del Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, Chihuahua, y visto los siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 4 de marzo de 2009 esta Comisión Nacional recibió una queja en favor de internos del 
Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, toda vez que ese día en ese lugar se 
suscitó un motín, por lo que ingresaron elementos de distintas corporaciones policiales, re­
sultando varios internos fallecidos y otros lesionados. 

B. Para la debida integración del expediente de referencia, se solicitó información a los direc­
tores generales de Derechos Humanos de las Secretarías de Seguridad Pública Federal y de 
la Defensa Nacional, al subprocurador de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios 
a la Comunidad de la Procuraduría General de la República; a la procuradora general de Jus­
ticia y al secretario de Seguridad Pública, ambos del estado de Chihuahua; al secretario de 
Seguridad Pública del Ayuntamiento de Ciudad Juárez y al director del establecimiento peni­
tenciario en cuestión, quienes remitieron diversas constancias relacionadas con los hechos 
que motivaron el inicio del expediente que nos ocupa. 

De igual modo, el 4 de marzo, 8 de septiembre y 27 de octubre de 2009 visitadores ad­
juntos adscritos a esta Comisión Nacional se constituyeron en el Centro de Reinserción Social 
en cuestión con el fin de recabar información relativa al caso. 

Finalmente, el 27 y 28 de octubre de 2009 personal de este organismo nacional consultó 
la carpeta de investigación número 5683/2009-2103 y la causa 293/09, relativas a los hechos 
ocurridos en el citado Centro Estatal, actualmente radicadas en la Agencia del Ministerio Pú­
blico de Delitos contra la Vida de la Procuraduría General de Justicia del estado de Chihuahua 
y el Tribunal de Garantías del Distrito de Bravos Ciudad Juárez, respectivamente. 

II. EVIDENCIAS 

A. Queja del 4 de marzo de 2009 formulada ante este organismo nacional en favor de inter-
nos del Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, Chihuahua. 

B. Actas circunstanciadas, del 4 de marzo y 9 de septiembre de 2009, suscritas por personal 
adscrito a esta Comisión Nacional, en las que se asentó que acudieron al mencionado esta­
blecimiento penitenciario y entrevistaron al director del mismo, quien refirió que con motivo 
de los hechos en cuestión, resultaron varios reclusos fallecidos y otros heridos, en virtud de 
que se suscitó un enfrentamiento entre internos, precisando que en cuanto tuvo conocimien­
to de los sucesos en cita solicitó el apoyo a distintas corporaciones y que no se inició proce­
dimiento administrativo alguno. 
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C. Oficio SUBDIR/025/03/2009, del 31 de marzo de 2009, signado por el director del men­
cionado Centro de Reinserción Social, a través del cual informó que a las 6:05 horas del 4 del 
mes y año en cita se suscitó un enfrentamiento entre internos, por lo que se solicitó el apoyo 
de distintas corporaciones, logrando controlar la situación en menos de 3 horas. 



 

 

        

 

 

 

D. Oficio DH-III-2935, del 2 de abril de 2009, rubricado por el director general de Derechos 
Humanos de la Secretaría de la Defensa Nacional, en el que se advierte entre otras cosas, 
que el día del evento en cuestión, personal militar acudió al Centro de referencia y realizó 
patrullajes en la periferia. 

E. Oficio 002522/09 DGPCDHAQI, del 6 de abril de 2009, firmado por personal de la Subpro­
curaduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Pro­
curaduría General de la República, a través del cual informó que en esa dependencia no se 
inició averiguación previa por los hechos en cita. 

F. Oficio DSAJ/DH-018-09, del 6 de abril de 2009, suscrito por el director de Servicios de 
Asesoría Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Chihuahua, en el que 
se asentó que el 4 de marzo de 2009 ocurrió una riña entre internos del Centro de Reinserción 
Social Estatal de Ciudad Juárez, que fue controlada por personal de distintas corporaciones 
policíacas. Añadió que cuentan con un manual que establece un procedimiento para inter­
venir en contingencias. 

G. Oficio SSP/DGDH72556/09, del 15 de abril de 2009, signado por el director general de De­
rechos Humanos de la Secretaría de Seguridad Pública Federal, a los que se anexó documen­
tación relativa al caso, de donde se desprende que aproximadamente a las 8:30 horas del 4 
de marzo de 2009 elementos de esa institución acudieron al mencionado establecimiento 
penitenciario con equipo antimotín y brindaron apoyo a las autoridades locales. 

H. Oficio SSPM/DJ/3298/09, sin fecha, firmado por el secretario de Seguridad Pública Mu­
nicipal y Protección Ciudadana de Ciudad Juárez. 

I.  Oficio SDHAVD-DADH-SP n. 413/09, del 6 de mayo de 2009, suscrito por el subprocurador de  
Derechos  Humanos  y  Atención  a  Víctimas  del  Delito  de  la  Procuraduría  General  de  Justicia  del 
estado de Chihuahua, al que anexó copia de la carpeta de investigación número 5683/2009­
2103, iniciada en la Agencia del Ministerio Público de la unidad de investigación mencionada, 
en la cual destacan por su importancia las siguientes diligencias: 

a) Inspecciones ministeriales del 4 de marzo de 2009, en las que se asentó que ese día en el 
establecimiento en cuestión se levantaron 19 cadáveres, algunos de los cuales presentaban 
heridas producidas por proyectiles de arma de fuego y otros por arma blanca, precisando 
que también fueron encontrados casquillos percutidos. 

b) Acta de aviso del 4 de marzo de 2009, por la que un agente de la Policía Ministerial ads­
crito a la Unidad Especializada en Investigación de Delitos Contra la Vida de la Procuraduría 
General de Justicia del estado de Chihuahua informó al agente del Ministerio Público de 
Hechos Probablemente Delictuosos que ese día ingresó al aludido establecimiento peniten­
ciario y encontró 19 cuerpos sin vida, así como diversos casquillos percutidos. 

J. Acta circunstanciada del 29 de octubre de 2009, signada por personal de esta Comisión 
Nacional, relativa a la visita realizada al Tribunal de Garantías del Distrito de Bravos Ciudad 
Juárez, Chihuahua, en la que se hizo constar en síntesis que el 22 de abril de 2009, dentro 
de la causa 293/09, se dictó auto de vinculación a proceso en contra de 6 reclusos, a quienes 
se les atribuyó la probable responsabilidad en la comisión de delitos de homicidio cometidos 
en agravio de los internos que perdieron la vida en los sucesos mencionados. 

K. Acta circunstanciada, del 29 de octubre de 2009, rubricada por un visitador adjunto de 
este organismo nacional, relativa a la consulta de la carpeta de investigación referida, actual­
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mente radicada en la Agencia del Ministerio Público de la Unidad Especializada referida e 
iniciada con motivo de los hechos ocurridos en el aludido Centro el 4 de marzo de 2009 en 
los que perdieron la vida 20 internos, en la que destacan por su importancia las siguientes 
constancias: 

a) Declaraciones ministeriales que rindieron en diversas fechas internos del aludido estable­
cimiento, quienes fueron contestes en señalar la forma en que ocurrieron los hechos suscita­
dos en el mencionado establecimiento penitenciario. 

b)  Declaraciones ministeriales que rindieron en distintas fechas miembros del personal de 
Seguridad y Custodia del aludido Centro, quienes manifestaron lo ocurrido en ese sitio el 4 
de marzo de 2009. 

c) Dictámenes de necropsia, practicados a los cadáveres encontrados el día del evento por 
peritos de la Procuraduría Estatal mencionada. 

d) Dictámenes en materia de balística, suscritos por personal de la citada Procuraduría. 

L. Acta circunstanciada del 29 de octubre de 2009, signada por personal de esta Comisión 
Nacional, relativa a la supervisión realizada el 27 del mes y año en cita a las instalaciones del 
Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez. 

M. Oficio SUB/114/09, del 5 de noviembre de 2009, rubricado por el subdirector del men­
cionado Centro de Reinserción Social, a través del cual se informó lo relativo a la población 
penitenciaria y el personal de seguridad y custodia. 

III. SITUACIóN JURÍDICA 

Derivado de los hechos ocurridos el 4 de marzo de 2009 en el Centro de Reinserción Social 
Estatal de Ciudad Juárez, Chihuahua resultaron 20 reclusos fallecidos, cuyos cadáveres pre­
sentaban heridas producidas por proyectiles de arma de fuego, y al parecer por armas pun­
zocortantes. 

En la Agencia del Ministerio Público de Delitos contra la Vida de la Procuraduría General 
de Justicia del estado de Chihuahua se inició la carpeta de investigación 5683/2009-2103, den­
tro de la cual se ejerció acción penal, correspondiendo conocer del caso a un Juzgado del 
Tribunal de Garantías del Distrito Bravos Ciudad Juárez, el que radicó la causa penal 293/2009, 
y dentro de la misma el 22 de abril de 2009 se dictó auto de vinculación a proceso en contra 
de 6 reclusos como probables responsables en la comisión de delitos de homicidio cometidos 
en agravio de los internos que perdieron la vida en los sucesos ocurridos el 4 de marzo de 
2009 en el mencionado establecimiento penitenciario. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico jurídico realizado a las constancias que integran el expediente de queja 
aludido esta Comisión Nacional concluyó que se vulneraron los derechos a la seguridad per­
sonal, a la vida, a la legalidad y a la seguridad jurídica, al trato digno y a la reinserción social 
en agravio de los internos del Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, toda vez 
que las autoridades a cargo de ese lugar involucradas en los hechos que nos ocupan no cum-GACETA 
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plieron con eficacia la obligación de garantizar el respeto a la integridad física y mental de aqué-



llos, ni con la de propiciar condiciones adecuadas para su reinserción social, en atención a las 
siguientes consideraciones: 

A. De acuerdo con la evidencia recabada de la carpeta de investigación referida, así como 
de las constancias que obran en la causa penal citada, y con base en los informes rendidos 
por las Secretarías de la Defensa Nacional, de Seguridad Pública Federal y Seguridad Pública 
del estado de Chihuahua y personal del enunciado Centro de Reinserción Social, así como de 
la visita de supervisión que visitadores adjuntos de esta Comisión Nacional realizaron a ese es­
tablecimiento penitenciario, el incidente suscitado en este último sitio el 4 de marzo de 2009 
derivó de un enfrentamiento entre internos pertenecientes a pandillas contrarias, cuyo desa­
rrollo ha quedado descrito en las circunstancias de modo, tiempo y lugar, ocasionando graves 
resultados como lo es la pérdida de la vida de 20 internos y otros más lesionados, evento que 
tuvo alto impacto social; ello provocó que los servidores públicos del citado establecimiento 
penitenciario, debido a que el personal de seguridad era insuficiente, solicitaran que acudie­
ran al  lugar  en  cuestión  elementos  de  otras  corporaciones  policiales,  reestableciéndose  el  con-
trol aproximadamente 3 horas después de iniciados los hechos. 

En ese orden de ideas y de acuerdo a las investigaciones realizadas por esta Comisión Na­
cional, se observó que el personal de Seguridad y Custodia asignado al aludido Centro de 
Reinserción Social Estatal no era suficiente en número para garantizar un ambiente de segu­
ridad entre la población carcelaria, ya que en el momento de los hechos se contaba única­
mente con 50 elementos para cuidar una población de 717 internos, y resulta evidente que 
se omitió dar cumplimiento a lo que señala el artículo 147 de la Ley de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad del estado de Chihuahua, que indica la obligación de que los estable­
cimientos penitenciarios deben contar con el personal administrativo y de vigilancia que sea 
necesario para su función. 

A la insuficiencia de personal de Seguridad y Custodia también se debe agregar la tardía 
reacción del personal de la Secretaría de Seguridad Pública del estado para atender eventos 
de tal naturaleza, ya que a pesar de que se encontraba en riesgo la vida e integridad física 
no sólo de la población penitenciaria, sino también de las autoridades, el personal de Segu­
ridad y Custodia del Centro en cita esperó a que acudieran elementos de otras instituciones 
para intervenir en los hechos, aunque en esos momentos los reclusos que participaron en los 
mismos ya habían regresado a sus estancias y habían liberado al personal de seguridad que 
mantuvieron como rehén, por lo que dicha acción fue tardía, tal como se advirtió de las de­
claraciones ministeriales del personal administrativo y de custodia, y se propició que los re­
clusos contaran con tiempo suficiente para que se enfrentaran, se lesionaran y provocaran 
decesos entre ellos. 

A ello se suman los informes rendidos por el titular del mencionado establecimiento peni­
tenciario y el director de Asesoría Jurídica de la Secretaría de Seguridad Pública del estado 
de Chihuahua, respectivamente, de los que se desprende que aproximadamente a las 6:00 
horas del 4 de marzo de 2009 ocurrió una riña entre internos, por lo que se solicitó apoyo 
de distintas corporaciones, siendo 3 horas después cuando se logró reestablecer el orden en 
ese lugar, destacando que fueron los propios internos que iniciaron el evento quienes regre­
saron a sus estancias y dejaron en libertad al personal que mantenían como rehén. 

En este contexto resultan determinantes los certificados de necropsia emitidos por peritos 
de la Procuraduría del estado, donde se concluyó que varios internos fallecieron como con­
secuencia de las agresiones de que fueron objeto y de heridas producidas por proyectiles de 
arma de fuego; así como que en las inspecciones que practicó personal ministerial del cono­
cimiento se hizo constar el hallazgo de varios cadáveres, algunos de los cuales presentaban 
heridas producidas por proyectiles de arma de fuego, hematomas y múltiples heridas ocasio­
nadas, al parecer, por armas punzocortantes en brazos, abdomen, tórax y cabeza, además GACETA 
de armas blancas y diversos casquillos percutidos calibres “.357”, “22” y “9 milímetros”, res- 1990/2010 
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pectivamente, y otros de color dorado, sin determinar calibre, así como objetos prohibidos 
entre otros, 3 tubos metálicos que utilizaron los internos como cañones para percutir proyec­
tiles de arma de fuego, tal como lo aseveró la población penitenciaria y el personal de segu­
ridad y custodia al rendir sus declaraciones ministeriales. 

Por lo precedente se observa que la omisión grave de la autoridad para asumir y cumplir 
su obligación en el manejo y control del Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, 
en atención a lo previsto por la legislación de la materia, ocasionó que los internos agresores 
ejercieran un control por el tiempo necesario para violentar físicamente a otro grupo de re­
clusos, y ocasionaron el fallecimiento de varios de ellos, vulnerándose con ello sus derechos 
a recibir un trato digno y a la protección de su integridad física y psíquica, en clara contra­
vención  a  lo  dispuesto  por  el  artículo  19,  último  párrafo,  de  la  Constitución  Política  de  los  Es
tados Unidos Mexicanos, el cual señala que todo maltratamiento en la aprehensión o en las 

­

prisiones, toda molestia que se infiera sin motivo legal, toda gabela o contribución en las cár­
celes, son abusos que serán corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades. 

No pasa desapercibido para esta Comisión Nacional el hecho de que el establecimiento 
penitenciario en cuestión, a pesar de contar con controles de seguridad para evitar la intro­
ducción de objetos o sustancias prohibidos, en atención a lo previsto por la reglamentación 
interna, tales mecanismos fueron deficientes, pues si bien es cierto que las revisiones a todas 
aquellas personas que ingresan en carácter de visitas o de servidores públicos deben efec­
tuarse de manera respetuosa y de conformidad a criterios éticos y profesionales, procurando 
causar el mínimo de molestias, también lo es que la implementación de medios electrónicos 
para detectar objetos ilícitos tiende a salvaguardar la integridad física de los reclusos, de las 
autoridades penitenciarias y de los visitantes, así como a mantener el orden, lo que en el 
presente caso no aconteció, pues la población penitenciaria contaba con tubos metálicos, 
puntas y proyectiles de arma de fuego, que a la postre ocasionaron el fallecimiento de 20 
internos y otros lesionados. 

Consecuentemente, esta institución nacional considera que la Secretaría de Seguridad Pú­
blica del estado de Chihuahua no cumplió adecuadamente con la función de garantizar la 
integridad de los internos bajo su custodia, en términos de lo establecido por los artículos 2, 
de la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública, y 3 del Reglamento de la Penitenciaría, 
ambos de la enunciada entidad federativa, que contemplan la obligación de los servidores pú­
blicos de esa dependencia de salvaguardar la integridad y derechos de las personas, así como 
preservar el orden y la paz públicos, incluyendo la reinserción social del individuo, así como for­
talecer en el interno la dignidad humana, la protección, la organización y el desarrollo de la 
familia, así como a propiciar la superación personal y el respeto a sí mismo y a los demás. 

En este contexto conviene señalar que el derecho humano a la integridad personal tiene 
su origen en el respeto a la vida. Así, el ser humano, por el hecho de serlo, tiene derecho a 
mantener su integridad física, psíquica y moral, por lo que debe protegerse a la persona de 
cualquier omisión o acción del Estado que pueda afectarla. 

Resulta oportuno decir que cuando las autoridades tienen bajo su guarda y custodia a per­
sonas adquieren la obligación de proteger la dignidad e integridad de las mismas, resguar­
dándolas de ataques que puedan provenir de éstas, de terceros o de la propia población in­
terna, como en el caso aconteció; sin embargo, no hubo intervención inmediata y adecuada 
por parte del personal que tenía a su cargo la seguridad y custodia del enunciado estableci­
miento. 

En razón de lo anterior y tomando en consideración que las personas privadas de la liber­
tad están en una situación de vulnerabilidad, la actividad gubernamental debe pugnar por 
el estricto respeto de los derechos humanos. Por lo tanto, quienes se encuentran en estable­
cimientos penitenciarios, no pierden por ese hecho su calidad o condición de ser humano, 
pues únicamente se encuentran sujetos a un régimen jurídico particular que suspende determi-GACETA 
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nados derechos, como la libertad ambulatoria, sin que ello signifique la suspensión o anulación 



             

        

 

 

              

de la titularidad de sus demás derechos fundamentales, como son la vida y la integridad 
personal. 

Por lo tanto, las autoridades estatales involucradas en el caso infringieron lo dispuesto en 
el artículo 35 bis, fracción XVI, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del estado de Chihua­
hua, que establece la obligación de la Secretaría de Seguridad Pública de vigilar el adecuado 
funcionamiento de las cárceles y establecimientos; al igual que lo señalado en el numeral 
128, 147 y 165 de la Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la mencionada 
entidad federativa, que refieren que a todo imputado o sentenciado que ingrese a un esta­
blecimiento penitenciario de esa entidad federativa se le respetarán sus derechos fundamen­
tales, y tal establecimiento estará a cargo de un director y contará con el personal adminis­
trativo y de vigilancia que sea necesario para cumplir su función, precisando que el régimen 
disciplinario estará dirigido a garantizar la seguridad y conseguir una convivencia ordenada. 

En esta vertiente, es necesario señalar que en los artículos 14 y 16 de la Constitución Po­
lítica de los Estados Unidos Mexicanos se consagran los derechos de las personas a la legali­
dad y seguridad jurídica. El primero de los mencionados preceptos indica que la autoridad 
únicamente puede afectar la esfera jurídica del gobernado cuando exista una ley vigente que 
permita encuadrar los hechos a la hipótesis normativa, siguiendo las formalidades que para 
el efecto señala la propia legislación. En tanto, que el segundo de los artículos establece las 
condiciones que ha de satisfacer todo acto de autoridad para que tenga validez y produzca 
efectos jurídicos, como son que provenga de autoridad competente y se encuentre debida­
mente fundado y motivado. 

Asimismo, existe evidencia sobre el incumplimiento de lo previsto en el artículo 23, fracción 
I, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del estado de Chihuahua, que 
contempla que todo servidor público debe abstenerse de cualquier acto u omisión que cause 
la suspensión o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio indebido de su 
empleo, cargo o comisión. 

Es importante establecer que tales conductas también son contrarias a diversos instrumen­
tos internacionales que son considerados norma vigente en nuestro país, en términos del 
artículo 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre ellos destacan 
los artículos 4 y 5.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 6 del Pacto In­
ternacional de Derechos Civiles y Políticos; 1, 3 y 7.1 del Conjunto de Principios para la Pro­
tección de todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión; así como 
1, 4 y 5 de los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, en los cuales se recono­
ce el derecho de toda persona a que se respete su vida, integridad física, psíquica y moral; a 
que sea tratado humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

Ahora bien, respecto a la responsabilidad penal en que pudieron incurrir los servidores 
públicos del estado de Chihuahua involucrados en el caso, esta Comisión Nacional es respe­
tuosa de la investigación que realiza el agente del Ministerio Público adscrito a la Agencia del 
Ministerio Público de la Unidad Especializada de Investigación de Delitos contra la Vida de la 
Procuraduría General de Justicia de dicha entidad federativa, así como del proceso que se 
instruye en un Juzgado de Garantías del Distrito Judicial Bravos de Ciudad Juárez. 

Finalmente, acorde con el sistema de protección no jurisdiccional de derechos humanos se 
prevé la posibilidad de que al acreditarse una violación a los mismos imputable a un servidor 
público del Estado, la recomendación que se formule a la dependencia pública debe incluir 
las medidas que procedan para lograr la efectiva restitución del afectado en sus derechos fun­
damentales y las relativas a la reparación de los daños que se hubiesen ocasionado, por lo 
cual, en el presente caso se estima conveniente que se realice el pago por concepto de in­
demnización a los familiares de los internos que fallecieron con motivo de los hechos ocurri­
dos en el mencionado establecimiento y que acrediten tener derecho, con motivo de la res­
ponsabilidad en que incurrieron elementos de la Secretaría de Seguridad Pública del estado GACETA 
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de Chihuahua, en términos de los artículos 113 de la Constitución Política de los Estados Uni-



 

 

               

 

 

               
 

 

dos Mexicanos; así como, 44, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
y 1910 y 1915 del Código Civil Federal. 

B. Al rendir a esta Comisión Nacional el informe sobre la intervención de elementos de la Se­
cretaría de Seguridad Pública del estado de Chihuahua, personal de esa dependencia adujo 
que cuentan con un manual que establece un procedimiento para enfrentar este tipo de 
eventos, mismo que de existir resultó ineficaz, por lo que este organismo nacional considera 
que la actuación de tal autoridad en el asunto que nos ocupa no fue adecuada. 

En esa tesitura, la referida Secretaría incumplió lo previsto en el artículo 3, fracción II, de 
la Ley del Sistema Estatal de Seguridad Pública para dicha entidad federativa, relativo a que la  
función de seguridad pública observará y regulará las instancias, instrumentos, políticas pú-
blicas, servicios y acciones tendentes a cumplir sus fines y objetivos. 

En consecuencia, dado que un manual de procedimientos constituye un documento en el 
que se da a conocer información sobre el marco que delimita el ámbito de responsabilidad 
y competencia de las autoridades, tales como atribuciones, objetivos y funciones, a fin de 
disponer de una herramienta que contribuya a dar eficaz cumplimiento a la legalidad, esta 
Comisión Nacional estima necesaria la expedición de tal normatividad para que se regule la 
intervención de servidores públicos de la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Chi­
huahua en contingencias que pudieran suceder en otros centros penitenciarios de dicha 
entidad federativa, pero sobre todo que puedan recibir capacitación para atender este tipo 
de contingencias, actuar de inmediato y respetar en todo momento los derechos humanos de 
los reclusos. 

En ese sentido es necesario señalar que los artículos 14, párrafo segundo, y 16, párrafo 
primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos consagran los derechos 
a la legalidad y seguridad jurídica, y que en el caso analizado se contravino lo dispuesto por 
tales preceptos, toda vez que el primero indica que la autoridad únicamente puede afectar 
la esfera jurídica del gobernado cuando exista una norma vigente que permita encuadrar los 
hechos a la hipótesis que la misma contempla, y siguiendo las formalidades que para tal efec­
to se señalan; en tanto que el segundo establece las condiciones que ha de satisfacer todo 
acto de autoridad para que tenga validez y produzca efectos jurídicos, como son que proven­
ga de autoridad competente y se encuentre debidamente fundado y motivado. Adicional­
mente, es menester acotar que el derecho humano a la seguridad jurídica deviene de la 
confianza que se deposita en el irrestricto respeto del orden jurídico y el correcto y oportuno 
funcionamiento de los mecanismos que hacen válida su observancia, lo cual tampoco acon­
teció en el incidente ocurrido en el Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez. 

Por último, la omisión en la expedición de la normatividad respectiva es contraria a diver­
sos instrumentos internacionales, entre los que destacan los artículos 2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; así como 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civi­
les y Políticos, en los cuales se establece que los Estados parte se comprometen a adoptar, con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de tales instrumentos, las 
medidas legislativas o de otro carácter que fueran necesarios para hacer efectivos los derechos 
y libertades que en ellos se contemplan. 

C. De los informes suscritos por personal del Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad 
Juárez, así como los recabados en la visita de supervisión realizada a ese lugar el 27 de octu­
bre de 2009 por parte de personal de esta Comisión Nacional, se pudo observar que los mó­
dulos únicamente son vigilados por dos custodios, a pesar de que en algunos de ellos existe 
una población de más de 100 internos y se destaca que cuando son trasladados de las es­
tancias de visita conyugal al módulo que les corresponde son llevados por un solo elemento, 
sin que se cuente con oficiales en las esclusas de circulación por falta de personal, y ello hace GACETA 
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pensar que los reclusos pudieron con facilidad someter al personal de Seguridad y Custodia y 



             

sacar de sus estancias a la población penitenciaria, cuando se suscitó el incidente del 4 de 
marzo de 2009, ya que no se contaba con el personal suficiente. 

En esa tesitura, las autoridades penitenciarias dejaron de observar lo dispuesto en el artícu­
lo 147 de la Ley de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad del estado de Chihuahua que 
establece que los establecimientos penitenciarios deberán contar con el personal administra­
tivo y de vigilancia suficiente para cumplir su función. 

De igual modo, los hechos anteriores son violatorios de lo establecido por el artículo 18, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone 
que el sistema penitenciario se organizará sobre la base del trabajo, la capacitación para el 
mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del senten­
ciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para 
él prevé la ley. 

Resulta imperativo precisar que con las omisiones descritas también se transgredieron di­
versos instrumentos internacionales, como lo son los artículos 5.2 de la Convención Ameri­
cana sobre Derechos Humanos; 10.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 
1 de los Principios Básicos para el Tratamiento de los Reclusos, y 1 del Conjunto de Principios 
para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier Forma de Detención o de 
Prisión, que establecen que toda persona en esta condición será tratada humanamente y con 
el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano. 

Adicionalmente, el numeral XII, punto 1, de los Principios y Buenas Prácticas sobre la Pro­
tección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, adoptados por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en su resolución 1/08, señala que toda vulneración 
de los derechos humanos de las personas privadas de su libertad, deberá ser considerada co­
mo una pena o trato cruel, inhumano o degradante, que por consecuencia viola el artículo 
16.1 de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra­
dantes. 

Con base en lo expuesto, esta Comisión Nacional se permite formular a usted señor go­
bernador constitucional del estado de Chihuahua, respetuosamente, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. A efecto de que se proceda a la reparación del daño en términos de lo que esta­
blece el artículo 20, apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
así como de los preceptos reconocidos en la Declaración Sobre los Principios Fundamentales 
de Justicia para las Víctimas del Delito y del Abuso de Poder, ocasionado a los familiares de 
los internos fallecidos en el Centro de Reinserción Social Estatal de Ciudad Juárez, Chihuahua, 
como consecuencia de la responsabilidad institucional en que incurrió personal de la Secreta­
ría de Seguridad Pública de la enunciada entidad federativa, con base en las consideraciones 
planteadas en el cuerpo de la presente recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional 
las constancias con las que se acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Se ordene dar vista al órgano interno de control correspondiente, a fin de que se 
inicie y determine, conforme a derecho, una investigación para establecer las responsabilida­
des administrativas en que pudiesen haber incurrido personal de la Secretaría de Seguridad 
Pública del estado de Chihuahua, por las omisiones que generaron el enfrentamiento entre 
reclusos el día 4 de marzo de 2009, de conformidad con el artículo 72 de la Ley de la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos. 

TERCERA. Se dé vista al agente del Ministerio Público competente, para que, en el marco de GACETA 
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sus facultades y atribuciones, investigue la actuación de los servidores públicos del mencio-



           

 

 

nado establecimiento penitenciario y determine si sus conductas fueron constitutivas de 
delito cometido en perjuicio de los agraviados. 

CUARTA. Se ordene a quien corresponda asignar personal capacitado de Seguridad y Custo­
dia suficiente para cubrir las necesidades del Centro de Reinserción Social Estatal en cuestión, 
principalmente para garantizar los derechos humanos de los internos. 

QUINTA. Instruya quien corresponda, para que en un término perentorio se expida un manual 
de procedimientos adecuado sobre la intervención por parte del personal de la Secretaría de 
Seguridad Pública del estado de Chihuahua, en contingencias o motines en los centros de in­
ternamiento, a fin de que se garantice el irrestricto respeto a los derechos humanos, en tér­
minos de lo expuesto en el cuerpo del presente documento. 

SEXTA. Ordene a quien corresponda para que se proporcione capacitación continua al per­
sonal de la Secretaría de Seguridad Pública del estado de Chihuahua para atender contingen­
cias o motines en establecimientos penitenciarios con el objeto de que se garantice el irres­
tricto respeto a los derechos humanos. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conducta 
irregular por parte de servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente 
les confiere la ley, como de obtener la investigación que proceda por parte de las dependen­
cias administrativas o cualesquiera otras autoridades competentes, para que dentro de sus 
atribuciones apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad cometida. 

De conformidad con el artículo 46, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, solicito a usted que la respuesta sobre la aceptación de esta reco­
mendación, en su caso, sea informada dentro del término de 15 días hábiles siguientes a la 
fecha en que haya concluido el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

Con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su caso, las pruebas corres­
pondientes al cumplimiento de la recomendación que se les dirige se envíen a esta Comisión 
Nacional dentro del término de 15 días hábiles siguientes a la fecha en que se haya conclui­
do el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará lugar a que se interprete que la presente 
recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. 

EL PRESIDENTE
 
DR. RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA
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Recomendación 9/2010 
Caso de negligencia médica con pérdida 

de la vida en agravio de V1 

SÍNtESIS. 

auxilios; derivado de lo anterior, V1 falleció a las 15:46 horas de ese mismo día. 
Del análisis lógico­jurídico del conjunto de las evidencias que integran el expediente CN

El 9 de junio de 2009, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió la queja de 
Q1, presentada en la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Sinaloa, en la cual manifestó que 
a las 12:46 horas del 7 de abril de 2009, V1, quien era su hijo, ingresó al Área de Urgencias del Hospi­
tal General Regional Número 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), en Culiacán, Sinaloa, por 
herida de arma de fuego en el brazo derecho y en el tórax; que en dicho hospital le tomaron una ra­
diografía y lo ingresaron en el Servicio de Urgencias sin que pudiera verlo; que no lo pasaron a quirófa­
no porque el doctor de Urgencias le informó que no había cirujano, y que éste llegaría hasta las 14:00 
horas; únicamente lo canalizaron con suero y una manguera de oxígeno, sin prestarle los primeros 

DH/1/2009/ 
2809/Q, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos acreditó violaciones a los derechos a la pro­
tección de la salud y, en consecuencia, a la vida en agravio de V1, por la inadecuada prestación del 
servicio médico en que incurrieron servidores públicos adscritos al Hospital General Regional Número 
1 del IMSS, en Culiacán, Sinaloa. 

Una vez revisados el expediente clínico, así como la opinión técnica de los médicos adscritos a la 
Coordinación de Servicios Periciales de la CNDH, se desprende que V1 fue valorado a las 13:01 horas 
del 7 de abril de 2009 por el médico tratante AR1, quien omitió inspeccionar el estado físico comple­
to de la víctima, entre otros: el cuello, la región anatómica comprometida y los órganos circunvecinos, 
así como determinar la extensión y gravedad de la lesión, y describir el enfisema subcutáneo que pre­
sentaba secundario a la fuga y atrapamiento de aire en tejidos blandos por la perforación de la tráquea 
producida por el proyectil, que comprometió irreversiblemente la permeabilidad de la vía aérea al 
comprimirla, sin asegurarla a pesar de tratarse de una urgencia. Además, dicho médico tratante no le 
fijó la cabeza y cuello, ni canalizó dos vías intravenosas y centrales; tampoco realizó un monitoreo elec­
trocardiográfico continuo, oximetría de pulso, gasometría arterial, arteriografía carotidea, ultrasonido 
doppler, laringoscopia y broncoscopia para detectar compromiso de órganos vitales adyacentes, que 
precisamente estaban comprometidos por la onda de choque del proyectil, y conocer con exactitud 
las lesiones y planear una adecuada intervención quirúrgica, por lo que al ser omisos se extendió la le­
sión traqueal y aunado a la fricción y roce provocó finalmente la ruptura de los vasos carotideos. 

Por lo expuesto, los médicos tratantes del Área de Urgencias de ese Hospital General Regional del 
IMSS que tuvieron bajo su responsabilidad la atención de V1 el 7 de abril de 2009 transgredieron el 
Reglamento de la Ley General de Salud; así también, el derecho a la protección de la salud y, en con­
secuencia, a la vida en agravio de V1, consagrados en los artículos 4o., párrafo tercero, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1; 2, fracción V; 23; 27, fracción III; 32; 33, fracción 
II, y 51, de la Ley General de Salud; 48 del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Prestación de Servicios de Atención Médica, así como la Norma Oficial Mexicana 168 SSA­1­1998 Del 
Expediente Clínico. Asimismo, esos servidores públicos, al no cumplir adecuadamente con sus funcio­
nes, contravinieron lo establecido en el artículo 8o., fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Respon­
sabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

Igualmente, los doctores AR1, AR2 y AR3, responsables de la atención otorgada a V1, no atendie­
ron las disposiciones relacionadas con el derecho a la vida y a la protección de la salud previstas en 
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los instrumentos internacionales, que establecen el margen mínimo de calidad en los servicios médicos 



               

 
               

               

 

que proporciona el Estado mexicano a su población, de conformidad con los artículos 12.1, y 12.2, 
inciso c) y d), del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 10.1, y 10.2, in­
ciso a) y d), del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, para asegurar la plena efectividad y alcance del más 
alto nivel de salud para todos los individuos, preceptos que ratifican lo dispuesto por el artículo 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto al reconocimiento por parte del 
Estado a las personas al disfrute de un servicio médico de calidad, debiendo adoptar para ello las 
medidas necesarias para la plena efectividad de ese derecho. 

Por ello, el 24 de febrero de 2010 esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 9/2010, dirigi­
da al Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social, en la que se le solicitó instruya a quien 
corresponda a efecto de que se proceda a indemnizar a los familiares de V1 o a quien tenga mejor 
derecho en los términos que establecen las leyes respectivas, así como de los preceptos reconocidos 
en la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas del Delito y del Abu­
so de Poder, como consecuencia de la responsabilidad institucional en que incurrieron los médicos del 
Instituto Mexicano del Seguro Social que trataron a V1, con base en las consideraciones planteadas en 
el cuerpo de la presente Recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las 
que se acredite su cumplimiento; que gire instrucciones para que en el Hospital General Regional Nú­
mero 1 del Instituto Mexicano del Seguro Social, en Culiacán, Sinaloa, se diseñe e imparta un programa 
integral de capacitación y formación en materia de Derechos Humanos, con especial énfasis en el con­
tenido, manejo y observancia de las Normas Oficiales Mexicanas en materia de salud, a fin de que el 
servicio público que proporcionen, tanto el personal médico como el de enfermería, se ajuste al marco 
de legalidad y las sanas prácticas administrativas que deben de observar en el ejercicio de sus funcio­
nes, garantizando que se apliquen los protocolos de intervención precisos, y evitando de esta manera 
actos como los que dieron origen al presente pronunciamiento, y que se envíen a esta Comisión Na­
cional las constancias con las que se acredite su cumplimiento; que se colabore ampliamente con la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos en el inicio y trámite de la queja que este Organismo Pú­
blico promueva ante el Órgano Interno de Control de ese Instituto, en contra de los médicos que in­
tervinieron en el tratamiento de V1, y que se envíen a este Organismo Nacional las constancias que le 
sean solicitadas; que se colabore debidamente en las investigaciones derivadas de la denuncia que 
con motivo de los hechos presente la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ante la Procura­
duría General de la República, por tratarse de servidores públicos federales los involucrados, y remita 
a esta Comisión Nacional las constancias que sean requeridas; que instruya a quien corresponda para 
que en todos los hospitales a cargo del IMSS se tomen las medidas necesarias a fin de que exista el 
personal suficiente y capacitado para atender con la debida oportunidad y eficiencia las urgencias 
médicas que se presenten en cualquier momento, salvaguardando el interés superior de los usuarios 
de los servicios médicos, evitando de esta manera irregularidades como las que dieron origen al pre­
sente pronunciamiento, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite 
su cumplimiento. 

México, D. F., a 24 de febrero de 2010 

Caso de negligencia médica con pérdida de la vida en agravio de V1 

Mtro. Daniel Karam Toumeh
 
Director General del Instituto Mexicano del Seguro Social
 
Presente
 

Distinguido señor director general: 
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La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 3, párrafo primero; 6, fraccio­
nes I, II y III; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 42, 44, 46 y 51 de la Ley de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, así como 128, 129, 130, 131, 132, 133 y 136 de su Reglamento Interno, ha exami-



             

nado los elementos contenidos en el expediente CNDH/1/2009/2809/Q, relacionado con la queja pre­
sentada por el Q1, y visto los siguientes: 

I. HECHOS 

El 9 de junio de 2009, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos recibió la queja de Q1, 
presentada en la Comisión Estatal de los Derechos Humanos de Sinaloa, en la cual manifes­
tó que a las 12:46 horas del 7 de abril de 2009, V1 quien era su hijo, ingresó al área de ur­
gencias del Hospital General Regional No. 1 del IMSS en Culiacán Sinaloa, por herida de arma 
de fuego en el brazo derecho y en el tórax; que en dicho hospital le tomaron una radiografía y  
lo ingresaron en el Servicio de Urgencias sin que pudiera verlo; que no lo pasaron a quirófa­
no porque el doctor de urgencias le informó que no había cirujano, y que éste llegaría hasta 
las 14:00 horas, únicamente lo canalizaron con suero y una manguera de oxígeno, sin pres-
tarle los primeros auxilios, V1 falleció a las 15:46 horas de ese mismo día. 

II. EVIDENCIAS 

A.  Queja presentada por Q1 el 3 de junio de 2009, ante la Comisión Estatal de los Derechos 
Humanos de Sinaloa, remitida a la CNDH el 9 de ese mes y año. 

B. Oficio del 10 de julio de 2009, suscrito por el Coordinador Técnico de Atención a Quejas 
y Orientación al Derechohabiente del Instituto Mexicano del Seguro Social, al que anexó el 
informe solicitado por la CNDH, proporcionando copia fotostática del expediente clínico que 
se inició con motivo de la atención brindada a V1 en el Hospital General Regional No. 1 del 
IMSS en Culiacán, Sinaloa. 

C.  Opinión médica emitida el 8 de septiembre de 2009 por la Coordinación de Servicios Pe­
riciales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre la atención médica propor­
cionada a V1, en el Hospital General Regional No. 1 del IMSS en Culiacán, Sinaloa. 

D. Acta circunstanciada del 29 de enero de 2010, en la que consta que el presente asunto 
fue sometido a brigadas de trabajo con personal del IMSS durante los meses de septiembre, 
octubre, noviembre y diciembre de 2009. 

III. SITUACIóN JURÍDICA 

El día 7 de abril de 2009 a las 12:46 horas, V1 ingresó al Hospital General Regional No. 1 del 
IMSS en Culiacán, Sinaloa por haber sido herido por proyectil de arma de fuego, donde le 
tomaron una radiografía y lo remitieron al servicio de Urgencias de dicho hospital, sin haber 
sido admitido a quirófano ya que, no había un médico cirujano que lo atendiera, y únicamen­
te lo canalizaron con suero y una manguera de oxígeno, sin prestarle los primeros auxilios, 
situación que provocó que perdiera la vida a las 15:46 horas de la misma fecha. 

Con el propósito de proteger la identidad de las víctimas, quejosos y autoridades respon­
sables, a fin de asegurar que sus nombres y datos personales no sean divulgados, se omitirá 
su publicidad, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 4, párrafo segundo, de la Ley 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y 147 de su reglamento interno. Solamen­
te se pondrán en conocimiento de las autoridades recomendadas, a través de un listado ad­
junto en que se describe el significado de las claves utilizadas, con el compromiso de que 
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éstas dicten las medidas de protección correspondientes. 



 

             

 

 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico al conjunto de las evidencias que integran el expediente CNDH/ 
1/2009/2809/Q, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos acreditó violaciones a los 
derechos a la protección de la salud y en consecuencia a la vida en agravio de V1, por la in­
adecuada prestación del servicio médico en que incurrieron servidores públicos adscritos al 
Hospital General Regional No. 1 del IMSS en Culiacán Sinaloa, en razón de las siguientes con­
sideraciones: 

Una vez revisados el expediente clínico así como la opinión técnica de los médicos adscri­
tos a la Coordinación de Servicios Periciales de la CNDH, se desprende que V1 fue valorado 
a las 13:01 horas del 7 de abril de 2009, por el médico tratante AR1, quien omitió inspeccio­
nar el estado físico completo de la víctima entre otros, el cuello del agraviado; la región ana­
tómica comprometida y órganos circunvecinos; así como determinar la extensión y gravedad 
de la lesión; describir el enfisema subcutáneo que presentaba secundario a la fuga y atrapa-
miento de aire en tejidos blandos por la perforación de la tráquea producida por el proyectil, 
que comprometió irreversiblemente la permeabilidad de la vía aérea al comprimirla, sin ase­
gurarla a pesar de tratarse de una urgencia. 

Dicho médico tratante además, no le fijó la cabeza y cuello, ni canalizó dos vías intraveno­
sas y centrales, tampoco realizó un monitoreo electrocardiográfico continuo, oximetría de 
pulso, gasometría arterial, arteriografía carotídea, ultrasonido doppler, laringoscopia ni bron­
coscopía para detectar compromiso de órganos vitales adyacentes, que precisamente estaban 
comprometidos por la onda de choque del proyectil, y conocer con exactitud las lesiones y 
planear una adecuada intervención quirúrgica. 

De la misma forma en la valoración médica de las 13:40 horas del 7 de abril de 2009, AR2, 
médico adscrita a ese centro hospitalario fue omisa al no describir la zona del cuello compro­
metida, así como el nivel de cartílagos traqueales lesionados, lo que impidió indicar intubación 
cuidadosa o traqueotomía de emergencia, que hubiera ayudado a inmovilizar con la cánula 
orotraqueal o de traqueostomía y evitar que los extremos de la lesión en tráquea se despla­
zaran y se extendieran comprometiendo los vasos carotídeos; además, omitió considerar el 
enfisema subcutáneo progresivo favorecido por la suministración inadecuada de oxígeno 
suplementario, por lo que se extendió la lesión traqueal y aunado a la fricción y roce provocó 
finalmente la ruptura de los vasos carotídeos. 

Las omisiones precedentes, dieron como resultado que los médicos no realizaran con ur­
gencia la cirugía para evitar el sangrado, desbridación de tejidos desvitalizados, drenaje, re­
construcción, cierre, resección o anastomosis de los cartílagos traqueales lesionados. 

Asimismo, el médico especialista en cirugía de tórax, AR3 en la valoración realizada a las 
14:20 horas del 7 de abril de 2009, a pesar de reportar a V1 en condición de salud muy gra­
ve, con lesión en tráquea y reporte tomográfico con solución de continuidad a nivel de 2º a 
4º anillo traqueales y gas libre en cuello y mediastino, omitió inmovilizar su cabeza y cuello 
para evitar el desplazamiento de los extremos traqueales lesionados, el manejo y permeabi­
lidad de la vía aérea mediante traqueostomía de urgencia en su cama colocando incluso la 
cánula a través de dicha lesión mientras ésta se reparaba, lo que habría evitado su desplaza­
miento; omitió también realizar un acceso venoso central, indicar monitoreo cardiaco continuo, 
limitándose a solicitar una sala de quirófano y programar una revisión traqueal quirúrgica, 
operación que debió realizarse de manera inmediata a su llegada al área de urgencias; lo que 
tuvo como consecuencia que aproximadamente tres horas después de su ingreso, V1 presen­
tara súbitamente dificultad respiratoria y abundante sangrado por narinas y boca, condición 
clínica grave y mortal que era previsible y no se evitó. 
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112 Aunado a lo anterior, también hubo dilación en la valoración por cirugía de tórax ya que 
ésta, se realizó a las 14:20 horas es decir, una hora y treinta y cuatro minutos después de su 
llegada al hospital, lo que refleja una actitud injustificable sobre todo tratándose de una ur-



 

               

gencia que comprometía la vida de V1, y más aún si consideramos que ese hospital general 
regional cuenta con el personal humano e infraestructura necesarios para atender este tipo 
de problemas graves con alto riesgo de muerte, en virtud de que el trauma penetrante de 
tráquea, requiere de atención y corrección quirúrgica inmediata. 

En este contexto, en opinión de los médicos adscritos a la Coordinación de Servicios Peri­
ciales de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la causa de la muerte de V1 se 
debió a la perforación completa de la tráquea con laceración de vasos carotídeos secundaria 
a una lesión producida por proyectil de arma de fuego, y la inadecuada atención médica que 
le proporcionaron en el Hospital General Regional número 1 del IMSS, en Culiacán, Sinaloa, 
permitiendo que las laceraciones vasculares se hicieran mayores, causando un choque hipo­
volémico secundario a la hemorragia incoercible lo cual, era previsible y no se evitó. 

Durante los meses de septiembre a diciembre de 2009, la Comisión Nacional de los Dere­
chos Humanos a través de una brigada de trabajo, sostuvo reuniones con servidores públicos 
del Instituto Mexicano del Seguro Social a efecto de analizar el caso de V1; de las cuales, se 
obtuvo una respuesta en el sentido de que el Consejo Consultivo del IMSS emitiría un dicta­
men de procedencia para que, de acuerdo a la Ley del Seguro Social, se indemnizara a las 
víctimas indirectas o familiares que acreditaran tener mejor derecho para ello; sin embargo, 
el 15 de diciembre de 2009, se informó que aún dicho Consejo Consultivo no emitía el dic­
tamen correspondiente, y que no había fecha para ello. 

Por lo expuesto, los médicos tratantes del área de urgencias de ese hospital general regio­
nal del IMSS que tuvieron bajo su responsabilidad la atención de V1 el 7 de abril de 2009, 
trasgredieron el Reglamento de la Ley General de Salud que refiere por “urgencia”, todo pro­
blema médico-quirúrgico agudo que ponga en peligro la vida, un órgano o una función y 
requiera atención inmediata por tanto, la dificultad respiratoria, disnea súbita, hemorragia 
activa por cualquier vía, dolor torácico súbito y persistente, pérdida del conocimiento sin re­
cuperación, heridas extensas, amputación, presencia de cuerpos extraños en vías respiratorias 
o digestivas se consideran como tal. 

Del expediente clínico de V1, se advierte que médicos adscritos al Hospital General Regio­
nal número 1 del IMSS, en Culiacán, Sinaloa, transgredieron las disposiciones de la Norma 
Oficial Mexicana 168-SSA-1-1998, del Expediente Clínico que señala, que la nota inicial de ur­
gencias, debe elaborarse por el médico que atiende, debiendo contener la fecha y hora en que 
se otorga el servicio, signos vitales, motivo de la consulta, resumen del interrogatorio, explo­
ración física y estado mental, diagnósticos o problemas clínicos, resultados de estudios auxi­
liares de diagnóstico, tratamiento y pronóstico, y en los casos en que el paciente requiera 
interconsulta por médico especialista deberá quedar por escrito, la cual, realizará el médico 
solicitante, situación que en el presente caso no sucedió. 

De lo expuesto, para la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, V1 no recibió la aten­
ción médica adecuada, oportuna y profesional que le hubiera permitido preservar la vida. La 
atención deficiente proporcionada a la víctima por parte de AR1, AR2 y AR3, vulneró el de­
recho a la protección de la salud y en consecuencia a la vida en agravio de V1, previstos en 
los artículos 4, párrafo tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
1, 2, fracción V; 23, 27, fracciones III; 32, 33, fracción II; y 51 de la Ley General de Salud; 48 
del Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de Prestación de Servicios de Atención 
Médica; así como la Norma Oficial Mexicana del Expediente Clínico 168 SSA-1-1998. 

De la misma manera, los referidos servidores públicos, con su conducta incumplieron con 
la debida diligencia que el servicio encomendado exige en el cumplimiento de sus funcio­
nes, lo cual ocasionó la deficiencia del mismo, contraviniendo con ello lo establecido en el 
artículo 8º, fracciones I y XXIV, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos. 

Igualmente, los mencionados doctores AR1, AR2 y AR3 responsables de la atención otor- GACETA 
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gada a V1, no atendieron las disposiciones relacionadas con el derecho a la vida y a la pro-



 

 

                 

 

 

         

 

tección de la salud previstas en los instrumentos internacionales que establecen el margen 
mínimo de calidad en los servicios médicos que proporciona el Estado mexicano a su pobla­
ción, de conformidad con los artículos 12.1 y 12.2, inciso c), d), del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 10.1 y 10.2, inciso a) y d) del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, para asegurar la plena efectividad y alcance del más alto nivel de salud 
para todos los individuos, preceptos que ratifican lo dispuesto por el artículo 4, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuanto al reconocimiento por parte del 
Estado a las personas al disfrute de un servicio médico de calidad, debiendo adoptar para 
ello las medidas necesarias para la plena efectividad de ese derecho. 

Es preciso señalar que la salud es un derecho humano indispensable para el ejercicio de 
otros derechos, que debe ser entendido como la posibilidad de las personas a disfrutar de una 
gama de facilidades, bienes, servicios y condiciones necesarias para alcanzar el más alto nivel 
de salud. 

En este sentido, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos emitió la recomendación 
general número 15, Sobre el Derecho a la Protección de la Salud, de fecha 23 de abril de 2009, 
en la que se precisa que el derecho a la salud, debe entenderse como una prerrogativa para 
exigir al Estado un sistema capaz de proteger y velar por el restablecimiento de la salud, que el 
desempeño de los servidores públicos de las instituciones es fundamental, ya que de sus ac­
ciones u omisiones, dependerá la eficacia con que éste se garantice; la efectividad del derecho 
a la protección de la salud demanda la observancia de elementos esenciales que garanticen 
servicios médicos en condiciones de disponibilidad, accesibilidad (física, económica y acceso 
a la información), aceptabilidad, y calidad. 

Es importante mencionar que una de las finalidades del derecho a la protección de la salud, 
reconocido en la Constitución General de la República, es que el Estado satisfaga eficaz y opor­
tunamente las necesidades de los usuarios que acuden a los centros públicos, protegiendo, 
promoviendo y restaurando la salud de las personas. En el presente caso los médicos que 
atendieron a V1, debieron considerar el interés superior del paciente, en función de la gra­
vedad de su padecimiento, realizando un diagnóstico certero que les permitiera proporcio­
narle un tratamiento pertinente, con la calidad y calidez que deben imperar en la prestación 
de dicho servicio público, situación que de acuerdo con las consideraciones expuestas no se 
llevó a cabo. 

Con fundamento en los artículos 102, apartado B, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 6, fracción III, 71, párrafo segundo y, 72 de la Ley de la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, existen elementos de convicción suficientes para que la Comi­
sión Nacional de los Derechos Humanos, en ejercicio de sus atribuciones, presente formal 
queja ante el Órgano Interno de Control del Instituto Mexicano del Seguro Social, a fin de que 
se inicie el procedimiento administrativo de investigación correspondiente, así como la denun­
cia de hechos ante el agente del Ministerio Público de la Federación, en contra de los médicos 
que intervinieron en los hechos que se consignan en este caso y que resultaron en el falleci­
miento de V1. 

Finalmente, si bien es cierto que una de las vías previstas en el sistema jurídico mexicano 
para lograr la reparación del daño derivado de la actuación irregular de los servidores públi­
cos consiste en plantear la reclamación ante el órgano jurisdiccional competente, también lo 
es que el sistema no jurisdiccional de protección de los derechos humanos, de conformidad 
con lo establecido en los artículos 113, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos; 44 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos; 
1915, 1917 y 1918 del Código Civil Federal, así como 1, 2 y 9 de la Ley Federal de Respon­
sabilidad Patrimonial del Estado, prevén la posibilidad de que al acreditarse una violación a 
los derechos humanos atribuible a un servidor público del Estado, la recomendación que se GACETA 
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formule a la dependencia pública debe incluir las medidas que procedan para lograr la efec-



             

 

 

tiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales y las relativas a la reparación 
de los daños y perjuicios que se hubieran ocasionado, por lo cual resulta procedente se rea­
lice la indemnización conducente a quien mejor tenga derecho a ello. 

En consecuencia, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos le formula respetuosa­
mente a Usted, señor director general del Instituto Mexicano del Seguro Social, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. Instruya a quien corresponda, a efecto de que se proceda a indemnizar a los fa­
miliares de V1 o a quien tenga mejor derecho en los términos que establecen las leyes res­
pectivas, así como de los preceptos reconocidos en la Declaración Sobre los Principios Fun­
damentales de Justicia para las Víctimas del Delito y del Abuso de Poder, como consecuencia 
de la responsabilidad institucional en que incurrieron médicos del Instituto Mexicano del Segu­
ro Social que lo trataron, con base en las consideraciones planteadas en el cuerpo de la pre­
sente recomendación, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se 
acredite su cumplimiento. 

SEGUNDA. Gire instrucciones para que en el Hospital General Regional No. 1 del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, en Culiacán, Sinaloa, se diseñe e imparta un programa integral 
de capacitación y formación en materia de derechos humanos, con especial énfasis en el con­
tenido, manejo y observancia de las Normas Oficiales Mexicanas en materia de salud, a fin 
de que el servicio público que proporcionen, tanto el personal médico como el de enfermería, 
se ajuste al marco de legalidad y las sanas prácticas administrativas que deben de observar 
en el ejercicio de sus funciones, garantizando que se apliquen los protocolos de intervención 
precisos, y evitando de esta manera actos como los que dieron origen al presente pronuncia­
miento, y se envíen a esta Comisión Nacional las constancias con las que se acredite su 
cumplimiento. 

TERCERA. Se colabore ampliamente con la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en 
el inicio y trámite de la queja que este organismo público promueva ante el Órgano Interno 
de Control de ese instituto, en contra de los médicos que intervinieron en el tratamiento de 
V1 y envíe a este organismo nacional las constancias que le sean solicitadas. 

CUARTA. Se colabore debidamente en las investigaciones derivadas de la denuncia que con 
motivo de los hechos presente la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ante la Pro­
curaduría General de la República, por tratarse de servidores públicos federales los involucra­
dos, y remita a esta Comisión Nacional las constancias que sean requeridas. 

QUINTA. Instruya a quien corresponda para que en todos los hospitales a cargo del Instituto 
Mexicano del Seguro Social, se tomen las medidas necesarias a fin de que exista el personal 
suficiente y capacitado, para atender con la debida oportunidad y eficiencia, las urgencias 
médicas que se presenten en cualquier momento, salvaguardando el interés superior de los 
usuarios de los servicios médicos, evitando de esta manera irregularidades como las que 
dieron origen al presente pronunciamiento, y se envíen a esta Comisión Nacional las cons­
tancias con las que se acredite su cumplimiento. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo señalado en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conducta GACETA 
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irregular cometida por servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente les 



confiere la ley, como de obtener la investigación que proceda por parte de las dependencias 
administrativas o cualquiera otras autoridades competentes para que, dentro de sus atri­
buciones, apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, le solicito a usted que la respuesta sobre la aceptación de esta reco­
mendación, en su caso, sea informada dentro del término de quince días hábiles siguientes 
a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a usted que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la recomendación se envíen a esta Comisión Nacio­
nal, dentro de un término de quince días hábiles siguientes a la fecha en que haya concluido 
el plazo para informar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de pruebas dará lugar a que se interprete que la presente reco­
mendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
quedará en libertad de hacer pública, precisamente, esa circunstancia. 

El PRESIDENTE
 
DR. RAÚL PLASCENCIA VILLANUEVA
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Recomendación 10/2010 
Sobre el recurso de impugnación de “V1” 

SÍNtESIS: El 23 de septiembre de 2006, aproximadamente a las 11:30 horas, cuando “V1” cruzaba el 
monte que divide las colonias San Miguelito y Portal de Juárez, se le acercó una patrulla y el elemen­
to de la Policía Auxiliar, de la Secretaría de Seguridad Pública del municipio de Ciudad Benito Juárez, 
Nuevo León, que la tripulaba, le indicó que subiera; posteriormente fue detenido “V2”, y ambos fueron 
llevados a la entrada del monte que divide las colonias citadas, lugar en que fueron esposados y en­
tregados a unos policías municipales, por considerarlos responsables del robo de una tel
después ser trasladados a la Agencia del Ministerio Público en ese municipio. 

El Agente del Ministerio Público Investigador en Ciudad Benito Juárez, de la Procurad
de Justicia de esa entidad federativa, inició la averiguación 1480/2006­I­4, en la que, el 2
bre de 2006, se ordenó la libertad del agraviado. El 25 de septiembre de 2006 la autorid
resolvió enviar al archivo la indagatoria como “asunto totalmente concluido”. 

evisión, para 

uría General 
5 de septiem­
ad ministerial 

Por lo anterior, “V1” presentó una queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo 
León, la que, el 5 de febrero de 2008, dirigió la Recomendación 08/08 al entonces titular de la Secre­
taría de Seguridad Pública del municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, autoridad que, en res­
puesta, informó a la Comisión Local que el policía auxiliar relacionado con los hechos ya no laboraba 
para esa Secretaría, sin pronunciarse respecto de la aceptación de la Recomendación. 

La Comisión Estatal requirió en diversas ocasiones a la autoridad destinataria el envío de las pruebas 
sobre el cumplimiento de la Recomendación 08/08, sin recibir respuesta, por lo cual, el 20 de enero 
de 2009, la instancia local acordó tenerla por aceptada, sin pruebas de cumplimiento, lo que motivó 
que el agraviado interpusiera el recurso de impugnación, el cual se radicó en esta Comisión Nacional, 
con número de expediente CNDH/5/2009/150/RI. 

En consecuencia, se requirió al encargado de la Secretaría de Seguridad Pública del municipio de 
Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, el informe previsto en el primer párrafo del artículo 65 de la Ley de 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, sin que esa autoridad haya atendido la solicitud, no 
obstante la gestión telefónica del 13 de julio de 2009, en que personal de esa Secretaría manifestó 
que en los próximos días se enviaría la respuesta. 

Por lo anterior, en vía de colaboración, en términos de lo dispuesto en los artículos 39, fracción II, 
y 67, párrafo segundo, del ordenamiento legal citado, se solicitó al entonces Presidente Municipal 
Constitucional de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, un informe en que se precisara si ya se había ini­
ciado el procedimiento administrativo solicitado en la Recomendación 08/08, emitida por la Comisión 
Estatal, requerimiento que tampoco fue atendido por esa instancia, a pesar de que mediante las ges­
tiones telefónicas del 19 de octubre y 11 y 17 de noviembre de 2009, la entonces Titular de la Contra­
loría Municipal manifestó que ya había enviado a la Dirección Jurídica el informe respectivo, y el Titular 
de esa Dirección señaló que estaba por enviar la información solicitada. 

Del análisis lógico­jurídico de las constancias que integran el expediente se acreditó que servidores 
públicos de la Policía Auxiliar de la Secretaría de Seguridad Pública del municipio de Ciudad Benito Juá­
rez, Nuevo León, violaron, en perjuicio de “V1”, los Derechos Humanos reconocidos en los artículos 14, 
párrafo segundo, y 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como 9.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, en los que se establece que nadie puede ser privado de su libertad sino 
en los casos y según las formas establecidas por las leyes preexistentes, dictadas conforme a las Cons­
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Por lo anterior, el 24 de febrero de 2010 se emitió la Recomendación 10/2010, dirigida al H. Con­
greso del Estado de Nuevo León, en que se solicita se dé vista a la instancia competente, a fin de que 
se inicie y determine, conforme a Derecho, una investigación para establecer la responsabilidad admi­
nistrativa de ex servidores y los servidores públicos del Ayuntamiento Constitucional de Ciudad Benito 
Juárez, Nuevo León, al haber omitido proporcionar a esta Comisión Nacional la información y docu­
mentación que les fue requerida. Realizado lo anterior, se tomen las medidas para informar respecto 
de los resultados correspondientes. Asimismo, al Presidente Municipal de Ciudad Benito Juárez, Nuevo 
León, se le solicita se sirva instruir, a quien corresponda, para que se dé cumplimiento a la Recomenda­
ción 08/08, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, dirigida al entonces 
Secretario de Seguridad Pública de ese Municipio. 

México, D. F., 24 de febrero de 2010 

Sobre el recurso de impugnación de “V1” 

H. Congreso del Estado de Nuevo León 

C. Luis Alfredo García Garza,
 
Presidente Municipal de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León
 

Distinguidos señores: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 102, 
apartado B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 3o., último párrafo, 6o, 
fracciones IV y V; 15, fracción VII; 24, fracción IV; 55, 61, 62, 63, 64, 65, y 66, inciso a), de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos; así como 159, fracción IV; 160, 162, 167, 168 y 170 de su 
Reglamento Interno, ha examinado los elementos contenidos en el expediente CNDH/5/2009/150/RI, 
relacionados con el recurso de impugnación interpuesto por “V1”, y visto lo siguiente: 

I. HECHOS 

A. El 6 de octubre de 2006, “V1” presentó queja ante la Comisión Estatal de Derechos Huma­
nos de Nuevo León, en contra de la actuación de un elemento de la Policía Auxiliar de la Se­
cretaría de Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, de esa entidad federa­
tiva, la cual quedó registrada con el número de expediente CEDH/735/2006, y en la que, en 
esencia, señala que el 23 de septiembre de 2006, aproximadamente a las 11:30 horas, cuan­
do se dirigía a devolver una película que rentó y al cruzar el monte que divide a las colonias 
San Miguelito y Portal de Juárez, en ese municipio, se le acercó una patrulla y el policía auxi­
liar que la tripulaba le indicó que subiera, hasta en tanto se aclarara lo relativo al robo de una 
televisión. 

Que posteriormente fue detenido “V2” y que ambos fueron llevados a la entrada del 
monte que divide las colonias citadas, lugar en el que fueron esposados y entregados a unos 
policías municipales, ante el señalamiento del policía auxiliar antes referido, como responsa­
bles del robo de una televisión; que, posteriormente, fueron trasladados a la agencia del 
Ministerio Público en Ciudad Benito Juárez, Nuevo León. 

B. Una vez que la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León realizó las investi­
gaciones correspondientes, y al acreditar violación a los derechos humanos a la legalidad y a GACETA 

FEB/2010 la seguridad jurídica, el 5 de febrero de 2008, dirigió al entonces titular de la Secretaría de 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

118 



 
 

 

 

 

Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, de esa entidad federativa, la reco­
mendación 08/08 en la que se solicita: 

ÚNICA.- De conformidad con lo dispuesto en las fracciones I, V, XII y LV del artículo 50 
de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de 
Nuevo León, se inicie un Procedimiento de Responsabilidad Administrativa en contra 
de “A.R”., en su carácter de Policía Auxiliar del municipio de Ciudad Benito Juárez, Nue­
vo León; al incurrir en violación a los derechos humanos de “V1”. 

C. El 11 de abril de 2008, se recibió en la Comisión Estatal el oficio PR/2094/08, suscrito por el  
entonces secretario de Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, 
a través del cual informa que el servidor público relacionado con la recomendación 08/08, 
ya no laboraba en esa dependencia y tampoco vivía en el domicilio que se tenía registrado 
en sus archivos. 

D. El 15 de mayo de 2009, se recibió el oficio número V.2/2857/09, suscrito por el titular de 
la Segunda Visitaduría General de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, 
por medio del cual se remite el escrito de impugnación signado por “V1”, en el que hace va­
ler su inconformidad por la “no aceptación” (sic) de la recomendación 08/08 por parte de la 
Secretaría de Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, de esa entidad fede­
rativa, lo que dio origen al expediente de impugnación CNDH/5/2009/150/RI. 

E. Mediante oficio 23055, de 29 de mayo de 2009, se solicitó al encargado de la Secretaría 
de Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, el informe corres­
pondiente, sin que a la fecha de la emisión de la presente recomendación se haya recibido 
respuesta de su parte. 

F. En términos de lo dispuesto en los artículos 4 de la Ley de la Comisión Nacional de los De­
rechos Humanos y 147 de su Reglamento Interno, el nombre del agraviado contenido en la 
presente recomendación se cita en clave para proteger su identidad, por lo que se adjunta a 
ésta un documento que contiene su significado. 

II. EVIDENCIAS 

A. El oficio V.2/2857/09, de 14 de mayo de 2009, suscrito por el titular de la Segunda Visi­
taduría General de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, recibido en 
esta Comisión Nacional el 15 de ese mes y año, a través del cual se remite el escrito de im­
pugnación de “V1”, mediante el cual hace valer su inconformidad por el incumplimiento de 
la recomendación 08/08, así como copia certificada del expediente de queja CEDH/735/06, 
de cuyo contenido destaca lo siguiente: 

1. El acta circunstanciada elaborada por personal de la Comisión Estatal, en la que consta la 
comparecencia del 6 de octubre de 2006, rendida por “V1”, mediante la cual presenta queja. 

2. El oficio 01/2006/A.I., de 15 de noviembre de 2006, suscrito por el titular de la Dirección 
de Seguridad Pública de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, dirigido al Primer Visitador de la 
Comisión Estatal, con el cual rinde el informe documentado que le fue requerido por esa 
instancia local. 

3. La declaración del servidor público señalado como probable responsable de los hechos 
GACETA 
1990/2010 

Re
co

m
en

da
ci

on
es


 

119 

materia de la queja, rendida ante la Comisión Estatal el 26 de enero de 2007. 



 

 
 

 

 

 

 

 

 

4. La copia de la averiguación previa número 1480/2006-I-4, iniciada en la Agencia del Mi­
nisterio Público Investigador con residencia en Benito Juárez, Nuevo León, de la que destacan 
las siguientes actuaciones: 

a) Acuerdo del 24 de septiembre de 2006, en el que la autoridad ministerial hace constar 
que el quejoso fue detenido en flagrancia, por lo que se ordena su retención por el término de 
cuarenta y ocho horas. 

b)  Declaración del 24 de septiembre de 2006, rendida por “V2”, ante la representación social,  
en la cual señala que el día anterior salió de su domicilio buscando una barda para rotular 
propaganda y que al encontrarse frente a una escuela primaria, de la que ignora el nombre, 
llegó una patrulla de la que descendió un oficial de policía, quien procedió a esposarlo y lo su­
bió a un vehículo, en que se dirigieron hacia un monte, lugar en que observó que los policías 
sacaron una televisión cubierta con una cobija para posteriormente conducirlo a las celdas mu­
nicipales. 

c) Oficio 3974/2006, de 24 de septiembre de 2006, signado por el detective de la Agencia 
Estatal de Investigaciones Responsable del Destacamento de Ciudad Benito Juárez, Nuevo 
León, en que se señala que el agente de esa corporación y un policía municipal comisionado, 
encargados de realizar la investigación ordenada por la autoridad ministerial, entrevistaron a 
“T” quien señaló que el 19 de ese mes y año, le robaron diversos objetos, entre estos, la te­
levisión afecta a la indagatoria. 

5. La copia de la recomendación 08/08, de 5 de febrero de 2008, emitida por la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, dirigida al entonces titular de la Secretaría de 
Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, de esa entidad federativa. 

6. El oficio PR/2094/08, sin fecha, suscrito por el entonces secretario de Seguridad Pública 
del Municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, a través del cual informa a la titular de 
la Comisión Estatal que el servidor público relacionado con la recomendación 08/08, ya no 
labora en esa dependencia y no vive en el domicilio registrado en los archivos de ésta, sin 
pronunciarse sobre la aceptación de tal recomendación. 

7. El escrito de impugnación de “V1”, mediante el cual se inconforma por la “no aceptación” 
(sic) de la recomendación 08/08, del 5 de febrero de 2008, recibido por personal de la Co­
misión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo León, el 30 de marzo de 2009. 

B. El oficio 23055, de 29 de mayo de 2009, a través del cual se solicita al encargado de la 
Secretaría Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, el informe 
correspondiente, sin que a la fecha de la emisión de la presente recomendación se haya re­
cibido respuesta de esa autoridad. 

C. El oficio 47141, de 2 de octubre de 2009, a través del cual se solicita, en vía de colabora­
ción, al entonces Presidente Municipal de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, información 
sobre las acciones implementadas para dar cumplimiento a la recomendación 08/08, sin que 
a la fecha de la emisión de la presente recomendación se haya recibido respuesta de esa 
autoridad. 
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120 D. Las actas circunstanciadas de 13 de julio, 5 y 13 de agosto, 19 y 27 de octubre, así como 
3, 11 y 17 de noviembre de 2009, elaboradas por personal de esta Comisión Nacional, en 
las que se hacen constar las gestiones realizadas en las fechas que en las mismas se precisan, 



 

ante personal del H. Municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, a efecto de que se 
diera respuesta al informe solicitado. 

III. SITUACIóN JURÍDICA 

El 23 de septiembre de 2006, aproximadamente a las 11:30 horas, cuando “V1” cruzaba el 
monte que divide a las colonias San Miguelito y Portal de Juárez, se le acercó una patrulla y 
el elemento de la Policía Auxiliar de la Secretaría de Seguridad Pública del Municipio de Ciu­
dad Benito Juárez, Nuevo León, que la tripulaba le indicó que subiera; posteriormente fue 
detenido “V2”, y ambos fueron llevados a la entrada del monte que divide las colonias citadas,  
lugar en el que fueron esposados y entregados a unos policías municipales, por considerarlos 
responsables del robo de una televisión, para después ser trasladados a la agencia del Minis­
terio Público en ese municipio. 

El agente del Ministerio Público Investigador en Ciudad Benito Juárez, de la Procuraduría 
General de Justicia de esa entidad federativa, inició la averiguación 1480/2006-I-4, en la que 
el 25 de septiembre de 2006, se ordenó la libertad del agraviado. El 25 de septiembre de 
2006, la autoridad ministerial resolvió enviar al archivo la indagatoria, como “asunto total­
mente concluido”. 

Por lo anterior, “V1”, presentó queja ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nue­
vo León, la que, el 5 de febrero de 2008, dirigió la recomendación 08/08 al entonces titular 
de la Secretaría de Seguridad Pública del Municipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, 
autoridad que, en respuesta, informó a la comisión local que el policía auxiliar relacionado 
con los hechos ya no laboraba para esa Secretaría, sin pronunciarse respecto de la aceptación 
de la recomendación. 

La Comisión Estatal requirió en diversas ocasiones a la autoridad destinataria el envío de 
las pruebas sobre el cumplimiento de la recomendación 08/08, sin recibir respuesta, por lo 
cual, el 20 de enero de 2009, la instancia local acordó tenerla por aceptada, sin pruebas de 
cumplimiento, lo que motivó que el agraviado interpusiera el recurso de impugnación, el cual 
se radicó en esta Comisión Nacional, con número de expediente CNDH/5/2009/150/RI. 

En consecuencia, se requirió al encargado de la Secretaría de Seguridad Pública del Muni­
cipio de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, el informe previsto en el primer párrafo del artícu­
lo 65 de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, sin que esa autoridad haya 
atendido la solicitud, no obstante que en gestión telefónica del 13 de julio de 2009, personal 
de esa secretaría manifestó que en los próximos días se enviaría la respuesta. 

Por lo anterior, en vía de colaboración, de acuerdo con los artículos 39 , fracción II y 67, 
párrafo segundo, del ordenamiento legal citado, este organismo nacional solicitó al entonces Pre­
sidente Municipal Constitucional de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, un informe en que 
se precisara si ya se había iniciado el procedimiento administrativo solicitado en la recomen­
dación 08/08, emitida por la Comisión Estatal, requerimiento que tampoco fue atendido por 
esa instancia, a pesar de que en gestiones telefónicas del 19 de octubre, 11 y 17 de noviem­
bre de 2009, la entonces titular de la Contraloría Municipal manifestó que ya había enviado 
a la Dirección Jurídica el informe respectivo y el titular de esa dirección señaló que estaba por 
enviar la información solicitada. 

IV. OBSERVACIONES 

Del análisis lógico-jurídico de los hechos y evidencias que integran el recurso de impugnación, 
descritos en los apartados precedentes, se considera fundada la determinación de la Comisión 
Estatal, en el sentido de que se vulneraron, en perjuicio de “V1”, los derechos humanos a la 
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legalidad y a la seguridad jurídica, en virtud de las siguientes consideraciones: 



 

 

 

                 

 

En el oficio 01/2006/A.I, suscrito por el director de Seguridad Pública del Municipio de 
Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, se precisa que a las 11:00 del 23 de septiembre de 2006, 
se recibió un reporte en la central de radio de esa corporación, por medio del cual los ele­
mentos de la Policía Auxiliar de la colonia Portal de Juárez, en ese municipio, solicitan apoyo 
en atención a que tenían a dos personas sospechosas de robo; que esos elementos señalaron 
que momentos antes el conductor de un ecotaxi llegó a la caseta donde ellos se encontraban, 
para hacer de su conocimiento que unas personas habían solicitado sus servicios para transpor­
tar una televisión, la cual estaba en un monte, por lo que se trasladaron a ese lugar, en que 
observaron cómo dos personas de sexo masculino salían corriendo, ante lo cual lograron la 
detención  de  un  tercero  y  de  otra  persona  que  se  transportaba  en  una  bicicleta  y  que  rondaba 
por el lugar y, quien, al percatarse de la presencia de los policías auxiliares, intentó huir. 

Por su parte, diverso elemento de la Dirección de Seguridad Pública del Municipio de Ciu­
dad Benito Juárez, Nuevo León, quien el día de los hechos brindó apoyo a los policías auxi­
liares de la Secretaría de Seguridad Pública de ese municipio, manifestó ante personal de la 
Comisión Estatal que al llegar a la caseta de vigilancia ubicada en la colonia Portal de Juárez, 
los elementos de la Policía Auxiliar le dijeron que las personas detenidas habían sido señaladas, 
sin precisar por quién, como las que habían sustraído el televisor que ahí tenían, por lo que 
las trasladó al juzgado calificador. 

Al respecto, el servidor público señalado como responsable de la detención del agraviado, 
señaló ante la Comisión Estatal, en lo conducente, que al estar desempeñando sus labores 
en la caseta de vigilancia de la colonia Portal de Juárez, en compañía de otro policía auxiliar, 
llegó el conductor de un ecotaxi, quien les indicó que en un terreno baldío que da acceso a 
la colonia San Miguelito, unas personas le solicitaron que las trasladara y que observó que 
en el interior del monte escondían una televisión, la cual querían llevar a la casa de un fami­
liar, lo que le llamó la atención. 

Asimismo, manifestó que se dirigieron al lugar señalado por el conductor del ecotaxi, de­
jando ahí a su compañero, en tanto que él regresó a la caseta para tomarle los datos, pero 
que ya no lo encontró, por lo que se regresó y su compañero le indicó que había visto salir co­
rriendo, del lugar en donde estaba la televisión, a una persona del sexo masculino, que vestía 
playera de manga corta, por lo que el declarante fue a buscarlo, localizando al hoy agraviado 
en la calle Portal de las Huertas, explicándole lo informado por el conductor del ecotaxi y que 
le pidió que lo acompañara para ver si la persona afectada lo reconocía, a lo cual accedió y lo 
llevó al lugar en que se encontraba su compañero, aclarando que hasta ese momento no se 
había presentado alguna persona a denunciar el robo. 

Finalmente, indicó que se dirigió a una base de taxis con objeto de tratar de localizar al 
conductor del ecotaxi que les dio la información, sin localizarlo, por lo que regresó al lugar 
en que dejó a su compañero, percatándose que ahí ya se encontraban tres unidades de la 
Policía Municipal, a bordo de una de las cuales se encontraba “V1” y otra persona del sexo 
masculino. 

Ahora bien, en el artículo 15, párrafo cuarto, de la Constitución Política del estado Libre y 
Soberano de Nuevo León, se establece que en los casos de delito flagrante, cualquier perso­
na puede detener al indiciado poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad inmedia­
ta y ésta, con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. 

En términos de lo previsto en el artículo 134, párrafo primero, del Código de Procedimien­
tos Penales del estado de Nuevo León, se actualiza la figura de delito flagrante cuando el 
indiciado es detenido en el momento de estarlo cometiendo; y, también, cuando inmediata­
mente de ejecutado el hecho delictuoso se actualice alguno de los siguientes supuestos: 1) 
que el indiciado sea perseguido materialmente; 2) que alguien lo señale como responsable; 
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122 o 3) que se encuentre en su poder el objeto del delito o el instrumento con que se hubiera co­
metido o existan huellas o indicios que hagan presumir fundadamente su intervención en la 
comisión del delito. 



 

 

Así, en los preceptos legales citados se establece, con toda claridad, los supuestos en los 
que cualquier persona puede detener a otra como indiciado o probable responsable de la 
comisión de un delito; no obstante lo cual, en el caso que se analiza, no se actualizó ninguna 
de tales hipótesis. 

En efecto, en el caso se advierte que no solamente el servidor público relacionado con los 
hechos, fue omiso en adoptar las acciones pertinentes para establecer la identidad y domi­
cilio del conductor del ecotaxi, una vez que éste acudió a proporcionar la información respec­
tiva al hecho delictuoso, sino que, además, puede advertirse que “V1” fue detenido a pesar 
de que no se reunían los requisitos legales para tal situación de hecho, pues, en principio, no 
existió una imputación en su contra por parte denunciante alguno; en segundo término, su 
detención obedeció, según lo informado por los elementos aprehensores, al señalamiento de  
un taxista, a quien no se le tomaron los datos de identificación, para que ratificara su dicho, 
y así poder contar con elementos para acreditar la legalidad de la detención de “V1”. 

Es importante destacar que en la integración de la inconformidad planteada por el recu­
rrente, se solicitó al encargado de la Secretaría de Seguridad Pública del Municipio de Ciudad 
Benito Juárez, Nuevo León, la información relativa a las acciones implementadas, con objeto 
de cumplir con la recomendación 08/08 emitida por el organismo local, sin que a la fecha 
esa autoridad haya dado respuesta, por lo que en este caso se tienen por ciertos los hechos, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 65, párrafo segundo, de la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos. 

Lo anterior a pesar de que la instancia referida acusó recibo de la citada petición el 16 de 
junio de 2009, y del señalamiento del personal de la Dirección Jurídica y de la Contraloría 
Interna del Ayuntamiento de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, en el sentido de que ya se 
había elaborado la respuesta a la solicitud de información respectiva, lo que denota un claro 
menosprecio a la labor de la Comisión Nacional y del ombudsman local; con lo cual, la auto­
ridad omitió observar las funciones que les fueron asignadas según el cargo que aceptaron 
desempeñar, de manera que, con su proceder, conculcaron las obligaciones establecidas en 
el artículo 50, fracción XXI, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Es­
tado y Municipios de Nuevo León, que impone el deber de proporcionar, en forma oportuna 
y veraz, toda la información y datos solicitados por las Comisiones Estatal de Derechos Hu­
manos del estado de Nuevo León y por la Nacional de los Derechos Humanos, a las que 
constitucionalmente compete la vigilancia y defensa de los derechos humanos. 

En efecto, al encontrarse debidamente fundada y motivada la recomendación de mérito, 
debió ser cumplida en sus términos por la autoridad responsable, pues de lo contrario, se 
puede interpretar como una actitud de desprecio a la cultura de la legalidad y una falta de 
colaboración en la tarea de la protección no jurisdiccional de los derechos humanos. 

Las recomendaciones emitidas por los organismos de protección de los derechos humanos, 
requieren de la buena voluntad, disposición política y el mejor esfuerzo de las autoridades a 
quienes se dirigen para su aceptación y cumplimiento. 

Lo anterior, además de constituir una obligación que impone a todo servidor público fe­
deral, estatal o municipal su respectivo marco normativo en materia de responsabilidad ad­
ministrativa, no implica que se trate de un simple capricho institucional para despertar la 
desconfianza ni la inconformidad de la autoridad, sino, más bien, de velar porque se cumpla 
con una facultad que regula el orden jurídico mexicano para que, precisamente, los organis­
mos constitucionales a los cuales compete la vigilancia y defensa de los derechos humanos, 
se alleguen de las evidencias necesarias que permitan investigar, para confirmar o desvirtuar, 
en su caso, presuntas violaciones a derechos humanos. 

De lo expuesto en los apartados que integran el presente documento se concluye que 
servidores públicos de la Policía Auxiliar de la Secretaría de Seguridad Pública del Municipio 
de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León, violaron en perjuicio de “V1”, los derechos humanos 
contenidos en los artículos 14, párrafo segundo y 16, párrafo primero, de la Constitución Polí-
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tica de los Estados Unidos Mexicanos; 7.2 de la Convención Americana sobre Derechos Hu­



 

 

manos, así como 9.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que establecen 
que nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas establecidas 
por las leyes preexistentes, dictadas conforme a las constituciones políticas de los Estados par­
te; asimismo, que nadie podrá ser sometido a detención arbitraria. 

En atención a las consideraciones expuestas, se considera que el recurso de impugnación 
interpuesto por “V1” es procedente y fundado por lo que con fundamento en lo dispuesto 
en los artículos 66, inciso a), de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y 
167 de su Reglamento Interno, se actualiza insuficiencia en el cumplimiento de la recomen­
dación 08/08, emitida el 5 de febrero de 2008 por la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Nuevo León. 

Por todo lo expuesto, se formulan a ustedes, respetuosamente las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

ecomenda­
ón, dirigida 

ÚNICA. Se dé vista a la instancia competente, a fin de que se inicie y determine, conforme a 
derecho, una investigación para establecer la responsabilidad administrativa de ex servidores 
y los servidores públicos del Ayuntamiento Constitucional de Ciudad Benito Juárez, Nuevo 
León, al haber omitido proporcionar a esta Comisión Nacional, la información y documenta­
ción que les fue requerida. Realizado lo anterior, se tomen las medidas para informar respec­
to de los resultados correspondientes. 

La presente recomendación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 102, apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se emi­
te con el propósito fundamental tanto de hacer una declaración respecto de una conducta 
irregular cometida por servidores públicos en el ejercicio de las facultades que expresamente 
les confiere la ley, como de obtener la investigación que proceda por parte de las dependen­
cias administrativas o cualquier otra autoridad competente, para que, en el ámbito de sus 
atribuciones, se apliquen las sanciones conducentes y se subsane la irregularidad de que se 
trate. 

De conformidad con el artículo 46, segundo párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, solicito a ustedes que la respuesta sobre la aceptación de esta reco­
mendación, en su caso, se emita dentro del término de 15 días hábiles siguientes a su noti­
ficación. 

A usted señor Presidente Municipal de Ciudad Benito Juárez, Nuevo León: 

ÚNICA. Se sirva instruir a quien corresponda, para que se dé cumplimiento a la r
ción 08/08, emitida por la Comisión Estatal de Derechos Humanos de Nuevo Le
al entonces Secretario de Seguridad Pública de ese Municipio. 

A ustedes señores miembros del H. Congreso del Estado de Nuevo León: 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, solicito a ustedes que, en su caso, las prue­
bas correspondientes al cumplimiento de la recomendación que se les dirige se remitan a 
esta comisión nacional en un término de quince días hábiles siguientes a la fecha en que se 
haya concluido el plazo para informar sobre su aceptación. 

No se omite recordarles que la falta de presentación de pruebas dará lugar a que se inter­
prete que la recomendación no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos quedará en libertad de hacer pública esta circunstancia. Re
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